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Presentación

La Auditoría Superior de la Federación tiene como uno de sus objetivos 
fundamentales la promoción y difusión de la cultura de la rendición de 
cuentas. Por ello, junto con otras organizaciones relevantes, convocó 
al XIII Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización Superior y 
Rendición de Cuentas, con el fin de fomentar la participación ciudadana 
en la investigación sobre la importante disciplina de la auditoría 
gubernamental.

Una realidad social, política y económica cada vez más compleja 
y cambiante, y que se caracteriza por la existencia de mayores retos 
y exigencias de la ciudadanía respecto al destino que se le da a los 
recursos que aporta para el desarrollo de la nación, demanda de las 
instituciones encargadas de vigilar la gestión del Estado una actitud 
proactiva y propositiva.

Debemos entender que el proceso de la rendición de cuentas 
involucra a un gran número de actores, entre los cuales destaca la 
sociedad civil. Al ser, a fin de cuentas, la principal beneficiaria de la 
acción fiscalizadora, es necesario que se involucre en estos procesos 
y pueda, de manera informada, plantear sus puntos de vista para 
mejorar las instituciones y los mecanismos que se han creado para 
promover un gobierno responsable, eficaz, eficiente y transparente 
en su gestión.
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Uno de los esfuerzos de los que nos sentimos más satisfechos es el Certamen Nacional de Ensayo 
sobre Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas, que nos permite darle la palabra a quienes se 
interesan por esta temática y que están dispuestos a compartir el fruto de sus análisis en una lid que, 
aun cuando tenga un ganador oficial, representa un triunfo para todos los que nos dedicamos, día 
con día, a esta difícil, pero gratificante labor.

Uno de los pilares sobre los que se sustenta nuestro esfuerzo para promover la generación de una 
cultura de la rendición de cuentas es, precisamente, el intercambio de ideas con la ciudadanía, que 
nos permite expandir nuestros horizontes de análisis, nos obliga a analizar las concepciones sobre 
las que basamos nuestro trabajo y nos ofrece alternativas para analizar los problemas a los que nos 
enfrentamos en el cumplimiento de nuestras atribuciones.

En el marco de la décima tercera convocatoria al concurso recibimos 106 ensayos de 22 entidades 
federativas; cifra superior a las que habíamos alcanzado en todos los certámenes anteriores; esto es 
muestra cabal de que el interés por esta temática sigue expandiéndose en el interés del público, así 
como que este evento va alcanzando un mayor arraigo y tradición conforme han pasado los años.

Al igual que en ediciones anteriores, en esta ocasión el Jurado estuvo conformado por connotados 
investigadores y especialistas en la materia1, a quienes queremos, en primer término, agradecer 
cumplidamente por su esfuerzo para evaluar, con objetividad y precisión, los ensayos participantes.

Los resultados del XIII Certamen Nacional fueron:

•	 Primer Lugar: “Un Gobierno Corporativo en la ASF”, por Sirai Dayanira Ramírez Ibarra. En 
este documento se plantea la adopción de una visión económica y gerencial que renueve el 
modelo organizacional y las técnicas y prácticas de las Entidades de Fiscalización Superior (EFS). 
De esta manera, se presentaría la posibilidad de realizar más y mejores acciones, adaptarse 
más fácilmente al entorno internacional, e innovar el quehacer de fiscalización. Asimismo, 
esta visión demanda una alianza entre las autoridades y la sociedad, que daría origen a un 
gobierno estratégico, que significaría beneficios para todos.

•	 Segundo Lugar: “La interacción de controles internos y externos en el combate a la corrupción”, 
por Roberto Rodríguez Rodríguez. Él plantea la redefinición del esquema para el combate a 
la corrupción, proponiendo una nueva relación entre actores internos –los órganos internos 
de control– y externos –la Auditoría Superior de la Federación–. Asimismo, sugiere una 
conceptualización diferente del papel de la ASF como instrumento de combate a la corrupción.

1	 El jurado calificador estuvo integrado por el Dr. Juan Francisco Escobedo, Profesor del Centro de Investigación y Docencia 
en Humanidades del Estado de Morelos; por el Senador Pablo Escudero Morales, Presidente de la Comisión Anticorrupción 
y Participación Ciudadana del Senado de la República; y por la Dra. Aimée Figueroa Neri, Secretaria Ejecutiva del Instituto 
de Investigación en Políticas Públicas y Gobierno de la Universidad de Guadalajara.
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•	 Tercer Lugar: “Auditoría y evaluación: ¿Hacia un tercer enfoque?”, por Perla Carolina Gris 
Legorreta. Este ensayo presenta una reflexión sobre la necesidad de un esquema complementario 
de auditoría y evaluación del sector público; la autora describe las principales características 
de los enfoques de auditoria y evaluación destaca la contribución de ambos enfoques para 
el fortalecimiento del proceso de políticas públicas y la rendición de cuentas.

Menciones Honoríficas: En esta ocasión, el Jurado Calificador decidió otorgar dos de estos 
galardones para los ensayos “Hacia la construcción de un sistema de rendición de cuentas armónico, 
como mecanismo para el fortalecimiento de la eficacia institucional y el combate a la corrupción 
en México”, por Miguel Ángel Gutiérrez Salazar, y “Comentarios en torno al gasto federalizado y 
reformas recientes efectuadas a la legislación de contabilidad gubernamental”, de José Antonio 
González Pedroza.

En el primero, se ofrece una contribución al análisis al sugerir la construcción de un sistema integral 
armónico denominado “Sistema Nacional de Rendición de Cuentas en México”, que tendría como 
objetivos primordiales mejorar la eficacia gubernamental y la lucha contra la corrupción.

El segundo aporta un estudio sobre la fiscalización en los recursos federales transferidos a 
entidades federativas y municipios; se elabora un diagnóstico sobre la normatividad en la materia y 
su práctica; propone la armonización del marco jurídico y la transición hacia un sistema integral de 
fiscalización superior federalizado.

Deseo, a nombre de todas las instituciones convocantes a este Certamen Nacional, agradecer 
a todos los participantes y los exhorto a que vuelvan a compartir sus valiosos puntos de vista en el 
Certamen de 2014.

CPC Juan M. Portal M.
Auditor Superior de la Federación
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Por Sirai Dayanira Ramírez Ibarra
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Introducción 
En un entorno económico de globalización y competencia y ante un panorama de constante evolución 
y cambios radicales donde están muy presentes conceptos tales como: gobierno corporativo, gerencia 
pública, empoderamiento del ciudadano, responsabilidad administrativa, etc., es muy importante que 
la Auditoría Superior de la Federación (ASF) se encuentre a la vanguardia de esas tendencias y para 
hacer propuestas que le sean útiles y realzar los esfuerzos que hace en la actualidad, tomaremos sólo 
los atributos positivos y prácticos de toda esta oleada de enfoques para aplicarlos en las entidades 
de fiscalización de forma tal que se enriquezca el proceso de la fiscalización. 

Los distintos elementos de una gerencia pública, se encuentran en auge actualmente en la Reforma 
Energética y a la Ley de Petróleos Mexicanos, pero como mencionamos anteriormente vamos a tomar 
sólo los que consideramos útiles para las entidades de fiscalización y que propicien que se generen 
las condiciones apropiadas para que se conviertan en entidades con autonomía presupuestal y de 
gestión y sean más ágiles e independientes y contribuyan a que el país enfrente los retos futuros 
con resultados eficaces, sostenibles y, sobre todo, medibles, revisables y verificables.

Es decir, presentaremos las técnicas y prácticas de las corrientes vertidas en las actividades de las 
Entidades de Fiscalización Superior (EFS) pero con una visión económica y gerencial que renueve 
su modelo organizacional, para que realicen más y mejores actividades, se adapten a la realidad 
internacional y sean capaces de crear e innovar en su quehacer de fiscalización. Vamos a considerar 
para tal efecto los conceptos fundacionales de la gerencia pública tales como la orientación al cliente, 
el mercado y la competencia y con un enfoque empresarial de una gerencia por objetivos y resultados.1  

Deseamos tomar solo el enfoque de gobierno corporativo y de la cultura empresarial sin considerar 
los tergiversados intereses, preferencias u objetivos de los grupos empresariales y financieros,2 ni 
menoscabar la importante función de la fiscalización o los esfuerzos constantes realizados por hacer 
de la ASF una entidad de clase mundial.

Para comenzar con la unión del gobierno corporativo y las actividades de fiscalización, podemos 
mencionar que dicha relación ha sido ya tema de discusión en importantes foros tales como: la 
Asamblea General de la Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras 
Superiores (OLACEFS); encuentros de la Organización Europea de Entidades Fiscalizadoras Superiores 
(EUROSAI); conferencias globales sobre temas sociales de las Naciones Unidas, como ejemplo su 
“Declaración del Milenio”; el documento aprobado por la Organización Internacional de Entidades 

1	 http://www.omarguerrero.org/articulos/articulos/29002302.pdf Revista Venezolana de Gerencia (RVG) Año 8. Nº 23, 
2003, 379-395 Universidad del Zulia (LUZ) • ISSN 1315-9984. 

2	 http://rde.iiec.unam.mx/revistas/cero/articulos/articulo4/articulo4c.html
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Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI) denominado “Directrices de Aplicación de las Normas de Auditoría 
del Rendimiento”, basadas en las Normas de Auditoría y en la experiencia práctica de la INTOSAI; el 
documento titulado Los Principios de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) para el gobierno corporativo; o el Nivel 4 de las Normas Internacionales de Entidades Fiscalizadoras 
Superiores (ISSAI), Directrices para la buena gobernanza (Gobierno corporativo)3, entre muchos otros 
foros internacionales y en las Entidades de Fiscalización Superior de las primeras potencias mundiales, 
por lo que podemos observar que el usar los puntos medulares del gobierno corporativo para aplicarlos 
en la gestión del ejercicio de la fiscalización no es ajeno a una realidad latente.

También nos podemos percatar de que la tendencia de las entidades a gobierno con una gerencia 
pública, produce paulatinamente que la divergencia entre administración pública y privada disminuya 
al aplicar nuevas técnicas del management4 en materia financiera y presupuestal (vinculación plan–
presupuesto–evaluación), recursos humanos (flexibilización laboral, organizaciones que aprenden, 
gestión por competencias, ética y valores, empoderamiento, polifuncionalidad, remuneración ligada 
a la contribución o logro de resultados, calidad y servicio al cliente, outsourcing, comportamiento 
organizacional –motivación, cultura y clima organizacional–). Todo lo anterior, potenciado mediante 
el uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación (sistemas de información como 
registros y bases de datos electrónicos);5 mismas que en su conjunto y correctamente aplicadas, 
ayudan a las entidades de fiscalización a obtener resultados con múltiples beneficios.6 

La historia nos ha dado también la razón, ya que se han llevado a la administración pública, prácticas 
de índole privado, como es el caso de la actual armonización contable, que conlleva entre otras cosas 
al uso de sistemas estandarizados y al reconocimiento de partidas que antes sólo eran consideradas 
por organismos privados, al igual que el uso de indicadores para la medición de resultados, por lo 
que el tomar elementos de una gerencia pública para la fiscalización, que estamos proponiendo, es 
estar un paso en lo que el mundo nos está demandando. 

Ahora bien, utilizando la visión económica de la gerencia pública cuyos elementos podemos 
verter en la labor de la fiscalización, elaboraremos a continuación la evaluación de la función de la 
fiscalización con la perspectiva de un negocio para evidenciar su rentabilidad y localizar las distintas 
estrategias para hacer de la fiscalización una actividad rentable.7 Lo anterior, estableciendo por cada 
elemento de la gerencia pública, su significado, la aplicación en la fiscalización, las actividades que 
conocemos que ya se realizan para solventar las necesidades de ese rubro y algunas propuestas que 
consideramos viables.

3	 http://www.icesi.edu.co/simposio_niif/images/Ponencias2012/INTOSAI%20y%20NIA_Cali.pdf
4	 http://www.eco-finanzas.com/diccionario/M/Management.htm
5	 Bases Conceptuales de la Rendición de Cuentas y el rol de las Entidades de Fiscalización Superior. 
6	 Contabilidad pública o contabilidad gubernamental.
7	 http://www.conacyt.gob.mx/FondosyApoyos/Sectoriales/DesarrolloTecnologicoInnovacion/FIT/200901/Fondo-

Innovacion-Tecnologica_Guia_Plan-de-negocios.pdf
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Además de las aclaraciones anteriores, en cuanto a la aplicación de la gerencia pública en las 
labores de la fiscalización es importante mencionar que sabemos que el fin de la fiscalización no es 
el lucro y que sus funciones van más allá de las recuperaciones, por lo que el tratar a la fiscalización 
como un negocio, es sólo para fines prácticos y, porque consideramos que como todo proyecto 
debe brindar beneficios económicos a sus inversionistas en este caso a la ciudadanía, que además 
de contribuir con sus impuestos a la manutención de la actividad de la fiscalización, es evaluada 
en los proyectos que emprende si desea obtener algún beneficio gubernamental ya que tienen 
que demostrar su capacidad de pago y su impacto económico, sectorial o regional e indicar los 
beneficios que generaran en la entidad federativa o región de que se trate, por lo que además de 
hacer propuestas basadas en el gobierno corporativo deseamos saber si la fiscalización y rendición 
de cuentas es realmente rentable y retribuye a sus inversionistas para ser merecedora de los recursos 
que recibe actualmente, por lo que el demostrar la rentabilidad del negocio de la fiscalización es 
vital para que como ciudadano aumente la confianza de invertir en tal actividad y la credibilidad en 
los resultados que genera, al saberse tratado por igual.

Para efectos de establecer las relación con el gobierno corporativo, consideraremos como productos 
resultantes de la labor de fiscalización al Informe de Resultados (IR) y a las recuperaciones que realiza 
la ASF, es decir los importes enterados a los organismos correspondientes con motivo de la atención 
de las observaciones determinadas en las auditorías efectuadas, por conceptos tales como; gastos 
indebidos; pagos en exceso; faltantes; anticipos de contratos rescindidos; obra pagada no ejecutada; 
irregularidades en adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles e inmuebles y en contratación 
de servicios; impuestos, derechos y aprovechamientos pagados en demasía; u otros. 

Además de los dos anteriores, consideramos como otro de los productos, la atención de 
recomendaciones por medio de acciones de mejora y las correcciones contables derivadas de 
observaciones o bien las adecuaciones realizadas al control interno por las entidades fiscalizadas, mismas 
que sabemos que son acciones plenamente cuantificadas y medidas y de las que no creemos que un 
enfoque gerencial les sea aplicable ya que están cubiertas por los procedimientos de seguimiento 
de acciones realizado por la ASF.

 
Cabe mencionar que las que a continuación se muestran son sugerencias para enriquecer la 

gestión de las entidades de fiscalización que pudieran o no estar siendo realizadas actualmente, 
ya que no conocemos con exactitud los procedimientos internos de la ASF y pudiera ser que algún 
lector directamente involucrado en la gestión pudiera obviar, pero es finalmente la perspectiva del 
ciudadano que desea ser proactivo y contribuir a mejorar su entorno.

 
De una manera general, para conocer la relación de costo- beneficio de la fiscalización y por ende 

el rendimiento para el inversíonista, podríamos considerar sólo la inversión que se realiza en el proceso 
de la fiscalización, es decir, los gastos de la ASF y las recuperaciones, donde la diferencia debiera 
proporcionar un dato que pudiera considerarse como resultado financiero de pérdida o ganancia, pero 
sabemos que las recuperaciones no son el único resultado que persigue la ASF y consideramos que no 



14

XIII Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización
Superior y Rendición de Cuentas, 2013

es correcto establecer una calificación sólo con estas cifras, por lo que procederemos a analizar cada 
uno de los puntos que forman parte de la gerencia pública, vertidos en la labor de la fiscalización.

 

La orientación al cliente 
Es un elemento conceptual de la gerencia pública que señala el empoderamiento del consumidor, 

en este caso, el ciudadano y tiene como uno sus propósitos esenciales hacer que la administración 
pública tenga contacto con los clientes y con lo que tienen derecho a esperar, dos de los tres pilares 
de la rendición de cuentas:8 la información y la justificación, y que son necesarios para el tercer 
pilar, el castigo, es decir, para responsabilizar a los funcionarios por sus actos. Para este efecto la 
orientación al cliente se ve reflejada entre otras muchas cosas, en la credibilidad del ciudadano y la 
satisfacción de su necesidad de información. 

Ahora bien, para situarnos en el marco de la orientación al cliente de la ASF, partimos de su 
misión: ”La misión de la ASF es fiscalizar la Cuenta Pública mediante auditorías que se efectúan a los 
tres Poderes de la Unión, a los órganos constitucionalmente autónomos, a las entidades federativas 
y municipios del país, así como a todo ente que ejerza recursos públicos federales, incluyendo a los 
particulares. Conforme a su mandato legal, el propósito es verificar el cumplimiento de los objetivos 
contenidos en las políticas y programas gubernamentales, el adecuado desempeño de las entidades 
fiscalizadas, y el correcto manejo tanto del ingreso como del gasto público.”

Y de su visión “Al llevar a cabo su misión, la ASF busca posicionarse como una institución objetiva 
e imparcial, técnicamente sólida y sujeta a un proceso de mejora continua, cuyos productos puedan 
constituirse en un elemento central para el Poder Legislativo en la definición de las asignaciones 
presupuestarias de los programas, proyectos y políticas públicas. De esta manera, contribuirá a 
generar confianza en la ciudadanía respecto al manejo de los recursos y a fortalecer una cultura 
gubernamental de transparencia y rendición de cuentas.”9

También en la mención de los Resultados del proceso de fiscalización encontramos que “Una 
vez concluidas las auditorías que fueron programadas, se integran en el Informe del Resultado de la 
Fiscalización Superior de la Cuenta Pública (IR), que constituye el producto final del trabajo de la ASF“.

Como observamos, no se especifican más productos que el IR, pero como dijimos anteriormente 
vamos a considerar otros productos, ya que creemos que además del IR, la difusión de la fiscalización 
y rendición de cuentas, es un importante producto para “fortalecer una cultura gubernamental” y 

8	 http://etresa.com/bbzt-img/rendicion-de-cuentas.pdf
9	 Página de la ASF.
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que vemos traducida en el mismo Certamen Nacional sobre Fiscalización Superior y Rendición de 
Cuentas; la serie de televisión "Pesos y Contrapesos" y la estrategia de difusión ASF–niños. También 
podemos observar algunas acciones de mejora referentes a la orientación al cliente, en puntos del 
Plan Estratégico de la ASF, para promover la investigación sobre temas relacionados con la fiscalización 
superior; fortalecer los vínculos con instituciones académicas y organismos profesionales y el poner 
los resultados de los procesos de planeación, fiscalización y seguimiento de la ASF a disposición de 
sus usuarios.

Aunando a lo anterior, consideramos que si bien es importante que existan actividades como la 
difusión, estas prácticas no son algo que de momento nos ocuparemos en tratar, ya que el impacto de 
la orientación al cliente, ha sido analizado ya por diversos estudios y se ha cuantificado la percepción 
ciudadana acerca de la transparencia, rendición de cuentas y fiscalización en el uso de los recursos 
públicos en México10, y se ha podido observar un desconocimiento de los ciudadanos sobre los 
organismos encargados de auditar y fiscalizar los recursos públicos; una confusión entre los conceptos 
de auditoría y fiscalización con los de recaudación de impuestos y acceso a la información pública.

También dichos estudios muestran que respecto a los beneficios que el ciudadano percibe con 
el trabajo de la ASF, tiene una opinión dividida entre aquéllos que la perciben como un instrumento 
de acceso a la información pública y los que manifiestan no observar beneficio alguno, destacando 
el poco conocimiento de las personas del concepto de rendición de cuentas, elemento clave para 
entender los objetivos perseguidos por la ASF.

El desconocimiento de los ciudadanos respecto de las funciones y resultados de la ASF impacta 
en los niveles de confianza y credibilidad del organismo, en la medida en que es evaluado como 
cualquier otra institución pública.

Por lo que la orientación al cliente, no parece ser la más adecuada, aunque destacamos los 
importantes esfuerzos de la ASF por lograrlo y ejecutar estrategias de comunicación para difundir la 
naturaleza y funciones de la ASF y divulgar de manera efectiva el papel real de la ASF en el combate 
contra la corrupción, mencionados también en su Plan Estratégico ya que el enfoque al cliente aún 
tiene mucho campo por trabajar, para tomar en consideración a la ciudadanía como cliente y no sólo 
a la Cámara de Diputados. 

Servicio y/o producto 
En lo que respecta al producto del Informe de Resultados caben cuestionamientos acerca de la 

existencia de evaluaciones por parte de la ASF de las necesidades del público en general y la utilidad 
de la información que presenta para la toma de decisiones, ya que no sólo el cumplir en tiempo y 

10	 http://www.asf.gob.mx/uploads/78_Estudios_sobre_la_percepcion_de_la_ASF/Percepcion_ciudadana_ASF_2010-UNAM.pdf
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forma señalados en la ley debiera de ser el requisito único de los productos de la ASF. Por lo que 
a falta del enfoque al ciudadano, en lo que respecta a su necesidad de información acerca de la 
utilización de los recursos públicos no está del todo satisfecha.

En el caso del primer “producto” el IR, no parece haber una investigación de la satisfacción que éste 
produce al cliente, ya que a nuestro parecer, no debiera ser sólo dirigido a la Cámara de Diputados, 
sino al público en general, y su contenido ya que debiera proporcionar información de utilidad para 
distintos sectores de la población como pudieran ser los inversionistas. Ya que el IR está lejos de ser 
un medio de información para la toma de decisiones ya que requiere de una “traducción” o análisis 
de la información presentada, para que sea realmente útil. 

Refiriéndonos a los productos para el sector empresarial, proponemos que se realice un enfoque 
de la revisión y del contenido del IR para brindar información útil a los sectores de la economía en los 
que ha habido mayores inversiones, aunque suponemos que la selección de las entidades a revisar, 
se basa también en este criterio y que se realiza exitosamente en el proceso de Planeación Genérica11, 
pero consideramos que es necesario mostrar el mismo enfoque en el IR, para que se abran nuevas 
oportunidades para la inversión nacional y extranjera al focalizar las revisiones en generar información 
para proyectos que beneficien directamente la toma de decisiones de los inversionistas. Sabemos 
que la selección de las entidades y programas a realizar se realiza con base en criterios tales como 
asuntos de la agenda pública, la estructura programática del gasto, los ingresos y la deuda pública 
y con base en los montos presupuestales y los conceptos que representan un mayor riesgo para las 
finanzas públicas y para el logro de los objetivos de las políticas gubernamentales, pero el enfoque 
que observamos es la satisfacción de beneficios puramente gubernamentales, y no, como pudiera 
ser también para otros sectores de la población, y en ese orden de ideas, si el beneficio va a ser sólo 
para el gobierno, por qué no financiar a la ASF con recursos de las propias entidades fiscalizadas, es 
decir, que sean las entidades fiscalizadas quienes paguen los gastos incurridos de la revisión y no 
el público en general, como sabemos que esto es por demás imposible, nuestras propuestas están 
encausadas a beneficiar a un mayor sector de la población. 

Ahora bien, analizando el producto del IR sólo desde el punto de vista contable, consideramos que 
es necesario conocer las necesidades particulares de información de los inversionistas nacionales y 
extranjeros ya que consideramos que en el caso de inversiones de otros países, se encontrarán, además 
de la falta del enfoque empresarial antes mencionado, divergencias de registros y necesitarían un 
periodo de adaptación para la redefinición y aplicación de la información necesaria. Lo suponemos 
parcialmente compensado en el proceso de la armonización contable en el que se encuentran las 
dependencias de gobierno, pero consideramos que la forma de la presentación de la información 

11	 http://www.asf.gob.mx/Publication/29_Elaboracion_del_Programa_Anual_de_Auditorias
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en el IR es una oportunidad de mejora ya que ante la armonización contable, la ASF no sólo debe de 
exigir un cumplimiento en las normas relativas a las entidades que revisa, sino también cumplir con 
ella, con el objetivo en este caso de que el producto sea útil en la toma de decisiones. 

Sobre el mismo tema, de las deficiencias del producto principal, consideramos que su precisión 
puede también mejorar al propiciar una homologación y sinergia entre las distintas entidades que 
realizan revisiones similares a múltiples fondos y programas y eliminar la duplicidad de funciones e 
información. Podemos observar que esta deficiencia está siendo solventada según el Plan Estratégico 
de la ASF al propiciar la homologación de programas y procedimientos de auditoría gubernamental a 
nivel nacional y tratar de realizar auditorías conjuntas con Entidades Fiscalizadoras Superiores estatales, 
e incluso pudiera haber informes parciales, con el objetivo también de ir compaginando las fechas 
de la revisión con los cierres de la cuenta pública y disminuir el desfase actual.

Con respecto a las necesidades del cliente principal del IR, es decir, la Cámara de Diputados, 
observamos ciertas deficiencias reflejadas en recomendaciones hechas a la ASF, como las de homologar 
la presentación del programa de auditorías con el informe de resultado y clarificar las auditorías con 
enfoque de desempeño, puntos a mejorar del producto. Lo que ya se encuentra plasmado en objetivos 
estratégicos tales como el de incrementar la calidad y utilidad de los servicios y particularmente en 
lo que se refiere a mejorar la calidad y oportunidad de los Informes de Resultado.12

El producto del IR puede ser mejor al considerar los requerimientos de información de la ciudadanía, 
las recomendaciones de la Cámara y realizando comparaciones con los informes que realizan entidades 
de fiscalización internacionales. Es importante conservar para estos efectos una cultura de mejora 
continua, no sólo de forma sino de contenido. 

Pasando al caso del producto representado en numérico, es decir, las recuperaciones, es necesario 
un análisis que nos muestre si el monto de las recuperaciones es suficiente para satisfacer las 
necesidades de la ASF y saber si existe un excedente y de esta forma conocer si el servicio de fiscalización 
reditúa a la empresa, o son necesarias acciones para mejorar el rendimiento. Refiriéndonos sólo a 
productos y/o servicios, proponemos una diversificación, o bien un distinto enfoque para obtener 
más beneficios y ocupar toda la capacidad instalada, ya que a nuestra consideración puede existir 
una gama de productos que se reflejen en ingresos para la ASF, en el supuesto de una modificación 
de ley que así lo permitiera. Es decir, verse beneficiada con ingresos por el aprovechamiento de 
productos que ya genera en la actualidad, como lo hace por ejemplo el INEGI13 que brinda al público 
en general productos derivados de su actuar como: Centros de Información y Bibliotecas; acceso 
a la información estadística a empresas privadas de mercadeo; servicio de Información Estadística 

12	 http://www.asf.gob.mx/uploads/58_/Plan_Estrategico_ASF_2011-2017_web.pdf
13	 http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/serviciosWEB/
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de Coyuntura con boletines de prensa y tabulados vía correo electrónico de indicadores y descarga 
masiva de información, algunos de los cuales creemos que ya genera la ASF y pudiera poder ofrecer 
al público en general, lo que no sólo aumentaría su difusión, generaría al mismo tiempo datos para 
mejorar y hasta pudiera verse reflejado en ingresos. 

Aunado a lo anterior, con respecto a la evaluación en numerario, podemos considerar también las 
pérdidas o menoscabos a los recursos públicos que se evitan, traduciéndose también como ingresos, 
reflejados en los recursos que no se pierden por medio de la prevención, pudiéndose considerar también 
como un producto, que al mostrarse a la ciudadanía aumente su confianza. También proponemos 
el mostrar a la ciudadanía la disminución en índices tales como el de la corrupción que puede ser 
cuantificable en el PIB y pueda ser adjudicada por la intervención de la ASF, en la misma medida 
porcentual de su revisión de la Cuenta Pública, es decir sabemos que conforme a las estimaciones 
del Banco Mundial, la corrupción tiene un costo de 60,000 millones de dólares, lo cual representa 
alrededor del 9% del PIB y equivale al 80% de los impuestos recaudados por el gobierno federal. Por 
lo que podemos concluir que se puede establecer una relación entre el costo de la corrupción con la 
Cuenta Pública y de ésta con el alcance de la revisión de la ASF para adjudicarle una proporción directa 
de la disminución de la corrupción, sólo por el monto proporcional por el que revisa.14 Señalando 
también el alcance real de la revisión con respecto al universo total que es la Cuenta Pública ya que 
la información que proporciona la ASF, sabemos que se analizan indicadores derivados del IR que 
muestran las entidades fiscalizadas; el número de programas revisados y las acciones emitidas entre 
otros, datos que si bien son importantes para un análisis de los resultados, no nos proporcionan 
información financiera comparable y que proporcionen mayor confianza. 

Sabemos que de forma general para mejorar los productos financieros, son necesarios procedimientos 
tales como ampliación de la cobertura de la revisión a los poderes de la unión, incluir en la revisión 
a los recursos federales que ejerzan las entidades federativas, los municipios y los particulares; 
incrementar la imposición de sanciones administrativas y cambiar la periodicidad de la información 
para evaluar resultados y corregir situaciones de excepcionalidad, entre otros, pero el cambio en 
la normativa que lo permita no es algo que está propiamente en la labor de la ASF, ya que si bien 
puede participar en una labor de convencimiento, no aprueba las leyes que lo permitan, por lo que 
nuestras propuestas se basan en actividades que pueda realizar la propia entidad de fiscalización sin 
la necesidad de la intervención de otra instancia, en el mismo tenor de una nueva gerencia pública 
de auto suficiencia. 

14	 http://www.vanguardia-industrial.net/component/k2/item/1042-opini%C3%B3n-la-corrupci%C3%B3n-representa-el-9-
del-pib.html



Un Gobierno Corporativo en la ASF
Sirai D

ayanira Ram
írez Ibarra 

19

Mercado 
El análisis del mercado, no sólo es importante para un negocio, sino que también es un elemento 

de la nueva gerencia con conceptos de mercados interiores en la administración pública y la utilización 
de la contratación para impulsar la competitividad y otros valores de mercado, que vertidos nos 
muestran que el mercado de la ASF no es sólo nacional, en el que los productos deban ser enfocados 
a la información que pudiera ser útil a los inversionistas, como mencionamos anteriormente sino que 
su mercado también es internacional, y sus productos deben de tener características especiales para 
satisfacer necesidades internacionales, como en el caso de la revisión entre pares.

Con un enfoque empresarial, consideramos que existe también un mercado interno que no ha 
sido del todo analizado, ya que el producto del IR y particularmente la información referente a las 
Auditorías de Desempeño15, puede convertirse en un insumo interno como una medida reconocida para 
que los servidores públicos evalúen sus funciones con información proveniente de las observaciones 
de la ASF y de esta forma es necesario que debieran de existir las variantes necesarias para ser de 
uso interno, en concreto, la utilidad que podría significar el ser usado como base de indicadores de 
medición para el desempeño de las entidades fiscalizadas, siendo un insumo para la MIR, es decir, 
como una fuente establecida específicamente para la verificación del logro de los objetivos a través 
del cálculo de los indicadores, ya que observamos que en la Guía para la construcción de la Matriz 
de Indicadores para Resultados, sólo se menciona al Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI), al Consejo Nacional de Población (CONAPO) y al Consejo Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social (CONEVAL) además de ciertos organismos internacionales como la Organización 
de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) y el Fondo Monetario Internacional y Organizaciones no Gubernamentales (ONG) como 
fuente de información, no especificando la información emitida por la ASF.16

Las modificaciones o adecuaciones al IR son posibles, basados en el Principio No. 6 de la “Declaración 
de México sobre la Independencia de las Entidades Fiscalizadoras Superiores”, que señala que las EFS, 
deben de tener la Libertad de decidir el contenido y la oportunidad (momento) de sus informes de 
auditoría, al igual que sobre su publicación y divulgación.17 Derecho que consideramos no ejercido 
en su totalidad. 

Además de que en el mismo sentido, diversas publicaciones académicas han abogado también a 
favor de una mayor apertura, oportunidad y claridad de la información que produce la ASF. Ya no sólo 
en términos de la toma de decisiones de control, contrapeso y de índole presupuestal hacia la Cámara 

15	 http://www.asf.gob.mx/Publication/32_Auditorias_de_Desempeno
16	 http://www.hacienda.gob.mx/EGRESOS/PEF/sed/Guia%20MIR.pdf
17	 http://www.asf.gob.mx/uploads/61_publicaciones_tecnicas/declaraciones_principios.pdf
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de Diputados, sino como parte de un sistema de rendición de cuentas que alcance a la sociedad 
en su conjunto; hacemos notar también que una de las observaciones plasmadas en la revisión de 
pares realizada por INTOSAI a la Auditoría Especial de Desempeño, consistió precisamente en la 
conveniencia de facilitar la trasmisión social de los resultados obtenidos por esa oficina, con mayor 
oportunidad y claridad. Con todo lo anterior justificamos la propuesta de cambio no sólo basada en 
nuestras observaciones y perspectivas.

Continuando con el análisis de mercado de la ASF, es importante también la parte que proporciona 
los insumos para realizar las actividades necesarias, en este caso los proveedores, pero es un tema 
muy amplio y confiamos que los procedimientos de adjudicación realizados dentro de la ASF, cubran 
satisfactoriamente, aunque por mencionar algunos, podemos observar que los gastos realizados 
en licencias de software son bastante onerosos, ya que no solo en la ASF sino en todo el gobierno 
no se ha analizado el costo beneficio del uso del software libre o el caso de gastos en materia de 
asesorías, lo que a nuestro perecer debiera ser subsanado internamente, ya que como entidad de 
fiscalización superior debiera contar con una plantilla calificada en todos sentidos que pudiera capacitar 
internamente a quien así lo necesite, proporcionando autosuficiencia a la entidad.

Con respecto al que nos hemos referido como otro producto, es decir, las recuperaciones que 
se generan con motivo de la fiscalización al reintegrar los recursos empleados incorrectamente al 
erario federal, consideramos que sería útil que la ASF conociera y midiera su mercado, ya que no está 
solo constituido por el alcance de su revisión, sino también por el de las entidades de fiscalización 
locales e internacionales, en los que debiera de hacer una comparación de los procedimientos que 
éstas realizan y de ser necesario tomar también algunas de las políticas de empresas privadas que 
basan sus mayores ingresos en recuperaciones al analizar tendencias de cobranza y recuperación de 
cartera en el sector financiero y sus actuales prácticas de estandarización, automatización y medición 
de desempeño de los procesos para ser más eficientes con políticas de comunicación, coordinación 
y negociación y establecimiento de acuerdos con mayor rapidez, generando menores costos de 
gestión, es decir prácticas de estricto orden privado cuya experiencia pudiera aprovecharse, en el 
mismo tenor de una gerencia pública. No pretendemos convertir a la ASF en un cazador de brujas o 
perseguidor de recuperaciones, sino buscamos que implemente mecanismos exitosos y que haga 
uso máximo de herramientas tales como la auditoría forense18 de la que sabemos que a diferencia 
de la auditoría financiera, busca la detección de excepciones, irregularidades contables, rarezas y 
patrones de conducta inusuales para disminuir tales menoscabos. 

Sabemos que existen ya acciones encaminadas a maximizar los beneficios económicos de las 
recuperaciones, pero podemos mencionar una oportunidad de mejora en lo que respecta a las tasas 

18	 Ponencia Auditoría Forense. 
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de interés de las recuperaciones, ya que consideramos que no sólo debieran de ser reintegradas 
sino incrementadas con una tasa equivalente a la máxima cobrada en el mercado, porque de no ser 
así, el mal uso de los recursos públicos puede ser una atractiva forma de financiamiento para los 
funcionarios corruptos. 

De forma general podemos decir que es importante una mejoría en el proceso de las recuperaciones 
para aumentar el impacto final y no perder el ingreso por acciones mal fundamentadas o por deficiencias 
determinados en las auditorías que son justificadas por las entidades fiscalizadas antes de concluir 
la revisión que no sólo privan a la ciudadanía del recurso económico recuperado, sino significan 
inversiones en recursos ociosos o bien que no logran el impacto requerido al no llegar al final del 
proceso obteniendo máximas recuperaciones, es decir eficientando el proceso total.

Entorno Competitivo
Es el elemento que dentro del esquema básico de la gerencia pública busca crear entidades 

competitivas que se reflejen en costos bajos, de tal forma que siendo los organismos de gobierno 
capaces de proveerse servicios de alta calidad además de incrementar su autonomía reducirían 
significativamente los costos. 

Por lo que el análisis de esta sección pretende establecer cuáles son los competidores que se 
han detectado ya que si bien es cierto que en materia de fiscalización la ASF se considera un órgano 
rector, su competencia no está conformada sólo por las entidades de fiscalización, sino por los mismos 
despachos privados que realizan las revisiones bajo contrato de las entidades mencionadas o bien de 
la Secretaría de la Función Pública (SFP)19, por lo que recomendamos realizar un benchmarking para 
evaluar los productos, servicios y procesos de trabajo de las organizaciones reconocidas como las 
mejores en el mercado y conocer los recursos con los que cuentan y el nivel real de competitividad, 
que permitirá entre otras cosas no colocarse en un rezago en diversos ámbitos quizás no contemplados 
por la ASF, ya que de forma general, podemos observar que las empresas dedicadas a la auditoría, 
cuentan con reconocimientos tales como los de: Mejores Prácticas Empresariales en Calidad de Vida; 
Distintivo, Empresa Socialmente Responsable, Súper Empresas: Los lugares donde todos quieren 
trabajar; Súper Empresas para Lanzar tu Carrera20, que si bien son de aplicación privada, pudieran 
encontrar un equivalente en las entidades de fiscalización que le permitan estar a la vanguardia y 
ser realmente un órgano superior. 

Es importante después de conocer las acciones que se pueden aplicar, hacer que sean parte de una 
presupuestación multianual en la que también se contemplen los ingresos, que obtiene la entidad, 

19	 http://www.funcionpublica.gob.mx/index.php/ua/scagp/dgae/auditorias-externas.html
20	 http://www.kpmg.com/MX/es/acerca/CorporateCitizenship/Paginas/Reconocimientos-premios.aspx
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ya que no se trata de convertir a la ASF en una entidad cara para la ciudadanía, sino que hacer que 
genere sus propios recursos, para solventar dichos gastos; es bien sabido que el esquema legal actual 
no permite la asignación directa de esos recursos para la propia entidad, pero también es sabido que 
los recursos de todos, llámese entidades o ciudadanos, son asignados de acuerdo a los resultados 
planeados y programados con un Presupuesto basado en Resultados (PbR) confirmado mediante 
el Sistema de Evaluación del Desempeño (SED)21, por lo que consideramos que a la larga la entidad 
gozaría de los beneficios de generar ingresos en el momento en el que regresen a ella los recursos 
que ha generado. No es motivo del ensayo las deficiencias legales que no permiten una autonomía 
total, y solo consideramos para el presente ejercicio el hecho de que por lo menos las entidades de 
fiscalización debieran de generar recuperaciones a la par de sus gastos y que la presupuestación de 
los mismos debe de contemplar todos aquellos que signifiquen que la entidad de fiscalización sea 
altamente competitiva y buscar la forma de allegarse de los mismos. 

Modelo de negocio o enfoque empresarial gerencial 
El objetivo principal de un modelo de negocios es permitir la aplicación de una visión o estrategia 

corporativa a una operación, es decir, presentar los componentes de una organización y hacer que 
funcionen de una forma integral para ejecutar una estrategia y mejorar los diferentes procesos en 
cada una de las partes. 

Sabemos que dicho enfoque se aplica actualmente en la ASF mediante el Sistema de Gestión de 
la Calidad (SGC) con base en la Norma Internacional ISO 9001:2000 para lograr la operación ordenada 
de los procesos de trabajo con un ciclo de mejora continua y sabemos también que se han realizado 
auditorías de calidad y que los hallazgos detectados, han sido atendidos o se encuentran en proceso de 
atención, lo que demuestra la operación de un modelo de negocio o enfoque empresarial gerencial.

Por lo que la ASF se encuentra en este sentido cumpliendo con un elemento importante a la par de 
las entidades privadas al modificar la administración del trabajo, pasando de una estructura funcional 
a una por procesos, que a la par de contar con un programa de mejora del Clima Organizacional e 
indicadores de calidad, permiten el monitoreo del desempeño de los procesos22. Lo anterior es un 
ejemplo de que mejoras como las que proponemos son posibles y que la ASF está dispuesta a tomar 
acciones que en la actualidad casi han sido de uso exclusivo de entidades privadas, pero aunado a 
las acciones actualmente realizadas, consideramos necesario medir la rentabilidad de cada una de 
las áreas y actividades de la ASF y ejecutar estrategias para cada segmento, para no sólo conocer el 
destino de cada peso que entra, sino darle continuidad al enfoque empresarial por segmentos hacia 

21	 http://www.shcp.gob.mx/EGRESOS/sitio_pbr/Paginas/conceptualizacion.aspx
22	 http://www.asf.gob.mx/Publication/49_Sistema_de_Gestion_de_Calidad_ISO_9001_2008_en_la_ASF
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un análisis costo- beneficio, el que pudiera proporcionarnos información para una posible reingeniería 
obteniendo máximos beneficios de cada procedimiento. 

Proyección financiera y gerencia por objetivos y resultados 
El modelo neo gerencial cuenta con un diseño de objetivos por resultados, donde se formulan 

estándares y medidas de rendimiento, así como la definición de metas e indicadores de éxito, 
preferentemente expresados en términos cuantitativos, por lo que continuando con el análisis de la 
labor de fiscalización, nos enfocaremos ahora a las expectativas financieras. Para ello es útil hacer 
una proyección de los ingresos y egresos en diferentes escenarios, lo que creemos que debiera de 
aplicar la ASF, no sólo para efectos de la presupuestación de la Cuenta Pública, sino con un enfoque 
distinto, ya que sabemos que en su modelo de autonomía no es responsable de sus ingresos, 
es decir depende de lo que le ministran y no goza de una forma directa de las recuperaciones, y 
creemos que es lo que la hace no planificar sus gastos con una perspectiva de costo- beneficio, ya 
que tiene, recupere o no, ingresos seguros, lo que le da la tranquilidad de no presupuestar con cifras 
reales. ¿Cómo sería no sólo su planificación sino su desempeño, si dependiera solamente de las 
recuperaciones?. Es importante obtener el máximo beneficio de cada uno de los pesos que invierte 
la ciudadanía y una proyección financiera, que contemple no sólo indicadores cualitativos; sería de 
mucha utilidad para realizar proyecciones multianuales y saber en todo momento hacia donde se 
dirige económicamente la ASF. 

Mencionamos que no es el lucro el fin de la ASF, pero bien pudiera eficientar sus procesos 
internos para aumentar los ingresos extras como los provenientes de la venta de desechos, venta de 
bases por licitación, venta de bienes obsoletos y en mal estado, cursos de capacitación, regalías por 
expendedores, penalizaciones, apoyo a la recepción y administración de declaraciones, devoluciones 
en efectivo por llamadas telefónicas personales, los cuales de acuerdo con la Ley de Ingresos de 
la Federación, son catalogados como Productos y Aprovechamientos y, que conjuntamente con los 
rendimientos generados a través de las cuentas bancarias de inversión son enterados a la TESOFE.23 
Es decir, no por no tener un afán de lucro debe de descuidar la administración de los procedimientos 
que pudieran generarle mayores ingresos.

Aunado a lo anterior, consideramos que en materia de análisis de información y presentación de 
datos es necesario cambiar la estructura para no sólo mostrar por ejemplo las recuperaciones por 
entidad, sino mostrar también el monto revisado, es decir la información que presenta actualmente 
la ASF nos permite observar la recuperación por entidad, pero no su relación con el monto revisado, 
ya que pudieran observarse como mayores recuperaciones sin contemplar que también son por un 

23	 Estados financieros y Dictamen de los Auditores al 31 de diciembre de 2012 y 2011.
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mayor el número de auditorías realizadas a ese poder, sector o entidad y no necesariamente reflejar 
la proporción real.24 A simple vista el monto de recuperación puede parecer mayor sin observar que 
también es mayor el recurso que se le invierte, por lo que la comparabilidad y consistencia en la 
presentación de la información es muy importante. 

Si bien un análisis mayor puede de momento ser engorroso y parecer mínimo en un análisis costo 
beneficio, es importante mencionar que al igual que en otros elementos de la gerencia pública, se 
pueden tomar indicadores que han sido utilizados ya en otros países, tales como:

Indicadores de eficiencia. Para medir el nivel de los recursos utilizados para el cumplimiento de 
metas y objetivos con respecto a los recursos asignados, considerando elementos tales como horas 
de auditoría reales, monto de recursos fiscalizados y número total de auditores. 

Indicadores de cobertura. Señala el monto total de ingreso y egresos fiscalizados con respecto al 
monto total de ingresos fiscalizables. 

Indicadores de niveles de transparencia. Analizando las horas de trabajo destinadas a la atención 
de denuncias de la ciudadanía o destinadas a la investigación, con respecto al total de horas de trabajo 
anual o bien que señale el número de iniciativas de mejoramiento de la legislación propuestas por 
la ASF con respecto al total de iniciativas propuestas para el mejoramiento de la legislación.

Indicadores de ingresos. Analizando el impacto en el ahorro a partir de la evaluación del influjo 
de la actividad fiscalizadora superior en el cumplimiento de la política de ahorro fiscal y en el control 
del déficit fiscal.25

Los anteriores sólo son algunos de los indicadores de los agrupados en núcleos normativos 
estratégicos. Es importante medir también el impacto de la armonización contable y legislativa; la 
eficiencia de los procedimientos de las auditorías; las consecuencias de la fiscalización; la calidad 
de los portales electrónicos; los beneficios del contacto de la ASF y la ciudadanía; la colaboración 
del personal de la ASF con actores tales como contraloría, poder judicial, ministerio público, etc. Ya 
que algo que no se mide, no se puede mejorar. 

Y refiriéndonos solo a la situación financiera también son necesarios indicadores del equilibrio 
financiero de las entidades de fiscalización, tales como:

24	 Opinión sobre el informe de las recuperaciones derivadas de la fiscalización superior de las cuentas públicas 2001 a 
2011 con cifras al 31 de marzo de 2013.

25	 Guía para la evaluación del desempeño de entidades fiscalizadoras superiores OLACEFS.
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Indicador de Eficiencia Administrativa: Que analiza la capacidad de la administración para enfrentar 
los gastos administrativos.26

Indicador de Gasto Administrativo per cápita: Que mide la carga para la población del funcionamiento 
operativo de la entidad. 

Indicador de Flexibilidad Fiscal: Que expresa la importancia del déficit en los gastos totales, o si 
es un superávit, la habilidad de la entidad para enfrentar recortes de sus ingresos totales. 

Indicador de Capacidad Fiscal: Dimensiona la capacidad que tiene la entidad para financiar su 
déficit o su capacidad de ahorro. 

Indicador de Recursos para Inversión: Mide la importancia que presentan las entidades al desarrollo 
de su infraestructura y fomento en relación con los recursos no etiquetados que reciben. 

Indicador de Impulso a la Inversión: Muestra el esfuerzo de la entidad por destinar una parte de 
sus recursos la realización de fomento. 

Sabemos que algunas de las mediciones propuestas están siendo solventadas por la MIR y por 
actividades que en la actualidad realiza la ASF ya que refiere dichas actividades en su Plan Estratégico 
como: definir y sistematizar indicadores estratégicos que permitan evaluar el desempeño de la ASF, 
pero aún existen oportunidades o bien desafíos para focalizar la actividad fiscalizadora y lograr un 
mayor impacto. 

Organización o agenciación y reducción de costos 
Consiste en la desagregación de la administración pública en diversas agencias que operan con 

base en el pago por servicios, con presupuestos descentralizados sobre una sola línea con unidades 
manejables por la separación de los intereses, es decir separación del presupuesto por funciones, 
para saber detalladamente el beneficio económico de cada elemento para disminuir los costos de 
gobierno aumentando la eficiencia en la asignación de los recursos públicos.

Además del análisis de la presupuestación por áreas que se mencionó anteriormente, en este rubro 
es importante analizar también el talento humano detrás de los proyectos, su capacidad y experiencia 
requerida, no sólo del dirigente de la labor de la fiscalización, sino en este caso del equipo de 
trabajo ya que es menester para lograr los objetivos contar con una plantilla de trabajadores con alto 

26	 http://www.csf.itesm.mx/egade/publicaciones/articulos/1%20NancyVF.pdf
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grado de preparación y realizar medidas respectivas de su desempeño con respecto a los beneficios 
que generan y que sean proporcionales al ingreso que perciben, en donde también el nivel de 
contrataciones nuevas esté directamente vinculado con el aumento en el alcance de la fiscalización. 
Podemos observar que la ASF realiza constantemente contrataciones, lo vemos en las convocatorias 
que lanza, pero debe de verse reflejado en un incremento en el alcance de las revisiones, es decir, 
el incremento en contrataciones debiera reflejarse en un incremento proporcional en el universo de 
fiscalización, de nuevo con el objetivo gerencial de justificar los gastos incurridos.

Para un enfoque empresarial es necesario conocer las erogaciones en servicios y su relación 
con índices tales como las recuperaciones, o la disminución del índice de corrupción medido en 
el PIB, lo que queremos dejar claro es que las contrataciones o bien erogaciones por concepto de 
servicios deben de ser relacionadas con los beneficios que generan, siendo también ejemplo en 
este rubro lo referente a la contratación de expertos externos tanto para cursos como para asesorías 
específicas, ya que consideramos que el máximo aprovechamiento de la plantilla de la ASF pudiera 
significar ahorros en esos rubros, con un adecuado programa de estímulos al personal que realice 
una capacitación interna, reduciendo al máximo las erogaciones a profesionistas externos que llegan 
a impartir capacitación. 

Consideramos necesario también un análisis jerárquico que nos muestre que no hay una pirámide 
burocrática inversa, en donde los mandos medios o administrativos ocupen el mayor porcentaje del 
gasto dejando a los operativos o auditores habilitados que realizan las revisiones con enormes cargas 
de trabajo y/o menores alcances de revisión.

Con el mismo enfoque gerencial, ahora del recurso humano, podemos mencionar de nuevo 
investigaciones en otros ámbitos que pudieran significar beneficios para la entidad de fiscalización, 
tal es el caso de las amplias investigaciones que se han realizado relacionando el sueldo percibido por 
un policía con respecto a su participación en la corrupción27, ya que se ha observado que los niveles 
de ingresos muy bajos de los funcionarios, sobre todo en determinados países en vías de desarrollo, 
crean los incentivos para que los empleados públicos acepten compensaciones, por lo que el análisis 
de factores tales como remuneraciones es muy importante en materia de la gerencia pública.

Como lo mencionamos en reiteradas ocasiones, la ASF se encuentra realizando acciones de mejora 
como el optimizar el uso de los recursos humanos y tratar de imbuir en el personal de la ASF, los 
principios éticos y actitud de servicio, mencionados en su Plan Estratégico, pero podemos observar 
que hay otras áreas de oportunidad en el mismo sentido. 

27	 KLITGAARD R. (1995) “Estrategias para Combatir la Corrupción” Información Comercial Española Nº 741, págs. 25-33.
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Aunque no estaría de más utilizar también indicadores como los propuestos anteriormente, pero 
en este caso de la valoración de los recursos humanos, para conocer aspectos tales como: trabajos 
concluidos per cápita, capacidad de supervisión, costo presupuestario per cápita, etc. 

En general justificamos algunas de las acciones que ya se están llevando a cabo y mencionamos 
otras que desde nuestro punto de vista pueden servir, ya que consideramos que debe de existir 
trabajo en equipo sin importar la índole de los recursos ya sean públicos o privados, para un bien 
general con una sinergia entre el punto de vista económico y la política pública con un pensamiento 
estratégico dinámico y orientado hacia el futuro, con acciones colectivas tendientes a alcanzar objetivos 
nacionales o sectoriales y estimular también la inversión, ya que el pensamiento conjunto suele ser 
más certero que los enfoques aislados.

Es importante mencionar que en dichas alianzas se debe de conservar la autonomía del gobierno 
para salvaguardar el bienestar público, ya que sólo así el Estado podrá mostrarse como un socio 
activo del sector privado y evitar, al mismo tiempo, quedar “cautivo” de intereses particulares; 
además de lo anterior, se debe de integrar en la sinergia al mundo académico, es decir a grupos no 
pertenecientes al sector empresarial para equilibrar los esfuerzos; todo lo anterior con una estricta 
vigilancia y fiscalización para que no ganen los intereses de ninguno sino de todos. Por lo que el 
trabajo en equipo de organismos públicos y privados para un fin común es primordial y el objetivo 
principal del ensayo, ser proactivos como ciudadanos y estar abiertos como gobierno. 

Tenemos la esperanza de que gobierno y ciudadanía trabajen a la par formando una real alianza 
para un gobierno estratégico que signifique beneficios para todos, eliminando en lo positivo la barrera 
actual que existe entre lo público y lo privado. 
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Introducción
Con frecuencia el control de la burocracia se toma como un hecho dado. Son poco frecuentes las 
reflexiones sobre la necesidad de clarificar aquello que justifica la existencia de leyes, organizaciones, 
funcionarios y procedimientos que se encarguen de controlar el accionar de los empleados públicos. 
Se habla de la revisión a la cuenta pública mediante auditorías (al desempeño o procedimentales), de 
las sanciones a funcionarios1 que no cumplan con la normatividad, ya sea por negligencia o por falta 
de probidad y de la necesidad de rendir cuentas; en fin, de muchos temas que tienen que ver con el 
desempeño gubernamental y con el apego a la legalidad; Pero ¿qué significa que un funcionario no 
se apegó a los procedimientos?, ¿qué implica un acto de corrupción?, ¿a qué se refiere la autoridad 
cuando declara que no se cumplieron los objetivos que se habían planteado? Todos estos conceptos 
(negligencia administrativa, corrupción, ineficacia) tienen significados muy distintos que a su vez 
comparten un elemento en común: la necesidad de controlar el comportamiento de la burocracia.

Las democracias modernas cuentan con dos organismos que se encargan de este fin. La razón 
de un sistema dual de control surge debido a la funcionalidad que representan al régimen. Por un 
lado, los controles internos, deben cumplir con una función administrativa, técnica, de autocontrol 
del propio Ejecutivo. Por el otro, los controles externos se insertan bajo una funcionalidad política, 
que deviene de la configuración de un régimen de pesos y contrapesos. No obstante, el hecho de 
que coexistan dos organismos con un mismo objetivo (el control de la burocracia), no quiere decir 
que tengan que desarrollar las mismas funciones.

Una clara desviación del accionar cotidiano de un funcionario se presenta cuando éste comete un 
acto de corrupción.2 Por ello, la actuación de los controles en ese ámbito es un hecho que requiere de 
la mayor atención. No sólo hace falta que cada uno de ellos se ocupe de detectar y atacar esta práctica, 
sino que se requiere de una acción conjunta de ambos para que se pueda presentar un combate 
efectivo. Así, la pregunta de investigación que aquí se intenta responder es: ¿Cómo interactúan los 
controles tanto internos como externos en México en el combate a la corrupción?

El argumento central es que la interacción entre ambos es incipiente por lo que se requiere un 
replanteamiento de la relación entre la ASF y los OIC, lo que trae consigo una redefinición del esquema 
actual para el combate a la corrupción. De esta forma, el ensayo es propositivo en tres aspectos. El 
primero urge a la necesidad de redefinir el estado de la relación entre la ASF y los OIC en materia de 
combate a la corrupción. Como se verá más adelante, la definición de atribuciones entre ambos es 
muy vaga, lo que deriva en una sistemática falta de complementariedad en sus funciones. 

1	 Para efectos de este ensayo se tratará indistintamente los términos: empleados públicos, funcionarios, burocracia o 
aparato administrativo público.

2	 En la tercera sección se define de manera más clara el concepto de corrupción.
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En segunda instancia, se plantea una conceptualización diferente del papel de la auditoría como 
instrumento de combate a la corrupción. Se reconoce que una herramienta de este tipo es fundamental 
para identificar desviaciones que pueden deberse efectivamente a conductas indebidas, claramente 
ilegales y efectuadas con dolo, pero también a meras negligencias. Es así que para hacer una distinción 
clara de los hallazgos, resulta importante indagar la naturaleza de estas inconsistencias. Además, 
la auditoría está de igual forma limitada para tratar casos de actos que esconden la corrupción 
(complicidades entre proveedores y funcionarios, por ejemplo), situación que conlleva a plantear 
el tercer y último punto: la necesidad de contar con áreas especializadas en desarrollar funciones 
de investigación. Se propone así que los OIC cuenten con un área de auditoría y otra encargada 
de realizar investigaciones. Solamente de esta manera, las auditorías y los demás instrumentos de 
combate a la corrupción (como las denuncias internas) tendrán efectos significativos.

Para problematizar la interacción y sustentar el argumento, la estructura que se sigue es la 
siguiente. La primera sección trata sobre la conceptualización del control del aparato administrativo 
público. Posteriormente se precisa sobre la función de los controles internos y externos. En tercera 
instancia se desarrolla el concepto de corrupción como relación social. El cuarto apartado versa sobre 
la interacción de los controles en el combate a la corrupción y puntualiza sobre la necesidad de una 
nueva configuración de la relación entre los externos (Auditoría Superior de la Federación- ASF) y los 
internos (Órganos Internos de Control- OIC) para lograr un combate más efectivo a la corrupción. 

I. Controlar a la burocracia, ¿para qué?

El aparato administrativo público (o burocracia) es el encargado de ejecutar los programas definidos 
en el espectro político. Se presupone pues que la burocracia cuenta con la capacidad técnica necesaria 
para aplicar estos programas que se traducen, a su vez, en acciones que impactan directamente en 
la sociedad. Puede hablarse de un comportamiento del burócrata apegado al tipo ideal racional-legal 
de Weber.

Según Weber (1983), la burocracia consta de un cuadro administrativo que debe de funcionar 
de acuerdo a la propia impersonalidad de sus obligaciones, es decir, debe regirse únicamente por 
las consideraciones legales que implica el puesto y seguir los ordenamientos normativos que se le 
atañen a éste. Asimismo, establece que los miembros (funcionarios) de la burocracia deberán de ser 
seleccionados con base en sus aptitudes técnicas y serán ascendidos en sus cargos dependiendo 
de su estancia en el cargo o de sus logros. Lo consideraba un sistema meritocrático, en el que los 
miembros se legitiman por su capacidad técnica. Finalmente, los funcionarios están sujetos a una 
“sistemática y estricta disciplina y control en la conducción de su oficina” (Weber en Merton, 1952: 22).

En concreto, de acuerdo con la concepción weberiana del tipo ideal racional-legal burocrático, se 
asume que los funcionarios se encuentran controlados por un conjunto de reglas impersonales (que 
no identifican a la persona, sino al rol que tienen en su papel de funcionarios) a las que responden 
debido a su capacidad técnica para el desarrollo de sus funciones. Esto trae como consecuencia la 
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capacidad de obtener un alto nivel de eficiencia técnica por parte de los burócratas y un alto grado 
de certeza sobre los resultados de las acciones de los funcionarios.3

Para lograr las metas gubernamentales, el aparato burocrático está compuesto en la práctica por 
una diversidad de individuos contenidos en organizaciones que tienen a su cargo el cumplimiento 
de objetivos específicos. Todo esto se pretende sea logrado mediante ciertas directrices, legislaciones 
y procedimientos administrativos que deberán guiar su actuar en todo momento.

Realmente, la lógica indica que dentro de estas organizaciones se puedan generar comportamientos, 
dinámicas y acciones por parte de los funcionarios que se desvíen del propósito establecido normativa 
o administrativamente. Como estudios clásicos han demostrado, lo anterior se presenta ya sea por 
perseguir fines propios o de grupo (Cyert y March, 1965), por cumplir procedimientos (Merton, 1940), 
o simplemente, sin ir más lejos, pueden cometer errores o incluso desviar recursos en forma ilegal.4 
Entonces, si las personalidades y las dinámicas propias de cada organización no se comportan como 
el tipo ideal weberiano y amenazan el correcto funcionamiento de las oficinas públicas, ¿cómo se 
puede tener certidumbre de que el aparato administrativo público desempeñará sus funciones como 
se tiene previsto?

De esta forma, lo que motiva al control del aparato administrativo público es un aspecto que 
conceptualmente parece muy sencillo pero en la práctica es un reto de grandes proporciones: tener 
la mayor certeza posible de que la conducta de los funcionarios públicos se apega a las disposiciones 
delineadas para guiar su actuación. Con el propósito de alinear comportamientos de los funcionarios 
y llevar a cabo la función de control en el sector público, se crean mecanismos para tener mayor 
seguridad (ya que tener la completa certeza parece ser algo inalcanzable) de que las organizaciones 
públicas y los funcionarios dentro de ellas actúen de tal manera que busquen los objetivos que se les 
impusieron y se eviten conductas que contravengan los principios de legalidad, probidad, eficiencia 
y eficacia. Estas herramientas tienen la pretensión de controlar a las agencias de la administración 
pública y vigilar que, por un lado, se apeguen a las disposiciones legales y normativas y, por el otro, 
desempeñen sus funciones con eficiencia, eficacia y efectividad.

3	 El modelo weberiano de la burocracia racional-legal se concibe como un tipo ideal. Esto es una herramienta analítica 
que representa un aspecto “ideal” y al contrastarlo con la realidad permite determinar las desviaciones y encontrar las 
discrepancias. La burocracia concebida entonces como un “tipo ideal” weberiano delimita el comportamiento de los 
funcionarios y, en la medida que se desvíen las acciones de los burócratas de este tipo ideal, será posible identificar 
estas fallas y trabajar para su mejora.

4	 Cyert y March (1965) indican que al formarse coaliciones dentro de las propias organizaciones, los funcionarios pueden 
velar más por los intereses de ese grupo o coalición, que por el fin último de la organización. Por su parte, en el estudio 
desarrollado por Merton (1940) se encontró que los individuos pueden estar tan centrados en el cumplimiento de 
procedimientos, a tal grado que pueden dejar de lado los objetivos últimos de la oficina gubernamental para la cual 
trabajan.
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Genéricamente, el término control significa, en un sentido organizacional, “asegurarse de 
que una organización opera como está previsto que lo haga” (OCDE, 2005:84). En el caso de una 
organización del sector público, la OCDE indica que el propósito básico del control es “asegurarse 
que una organización opera dentro de sus responsabilidades legales y de política (pública) y está 
obteniendo los objetivos que se le asignaron.” (2005: 1). Concretamente, la cuestión es cómo evitar 
que los comportamientos de los funcionarios se desvíen de los fines y los principios que rigen a las 
organizaciones gubernamentales.

Los “aparatos” de control se constituyen en organizaciones que tienen como principal objetivo 
verificar que el aparato administrativo público se apegue a las leyes y cumpla con sus expectativas. 
Cumplir estas funciones no es tarea fácil puesto que las dinámicas y relaciones al interior de estas 
organizaciones y entre ellas y las demás organizaciones públicas traen consigo distintos problemas. 
La situación se complica aún más, puesto que en varios regímenes democráticos coexisten, por lo 
general, dos organismos encargados del control del aparato administrativo público: el encargado del 
control externo y aquellos encargados de los controles internos; y aunque cada uno tiene distinta 
funcionalidad, ambos tienen, generalmente, los mismos objetivos. La siguiente sección se encarga 
de presentar de manera esquemática la diferenciación de ambos controles.

II. Dos controles, un mismo objetivo.

Lo que inspira la existencia de los dos tipos de control es el tipo de funcionalidad que proveen 
al régimen: ya sea interno (controles internos) o externo (controles externos). La distinción principal 
entre ambos depende de su origen. Respecto a los internos, se denominan así porque es el control 
del propio poder Ejecutivo sobre sí mismo y tiene una lógica funcional administrativa. El principio del 
control interno es el de la autocontención (Daintith y Page, 1999) o autocontrol (López Presa, 1998: 
137). Mediante esta lógica, se asume que el Ejecutivo debe de tener una manera de controlar a las 
organizaciones que se desprenden de éste con la finalidad de que se cumplan los objetivos que 
se han planteado en la esfera política y que se apeguen a la legalidad o a los estándares y normas 
establecidos.

En este sentido, “los controles internos están diseñados para asegurarse de que un ministerio, 
agencia o departamento lleve a cabo sus funciones requeridas de manera efectiva y eficiente, que 
sus reportes financieros sean confiables y que cumpla con las leyes y regulaciones relevantes” (OECD, 
2005: 3). Las actividades a cargo del control interno forman parte de “un ambiente de control más 
amplio” que permita asegurar la rendición de cuentas (INTOSAI, 2001: 2) pero no representa su 
objetivo principal.

Los controles internos en las organizaciones gubernamentales, según INTOSAI (2001: 6), no 
deben ser vistos como entes separados, sino deben de funcionar como parte del propio sistema para 
encargarse de orientar la función principal de la organización. Aún cuando es necesario que en esta 
relación organizacional, los controles internos tengan conocimiento y se adentren en las funciones 
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sustantivas de la organización, los encargados de auditar deberán guardar cierta independencia para 
conservar la objetividad de la revisión y monitoreo de la agencia pública (INTOSAI, 2001: 5).

Ahora bien, por otra parte, el papel de los controles externos radica en que en una democracia 
representativa, como la mexicana, se supone la existencia de tres poderes: el Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, que operan bajo una lógica de pesos y contrapesos. Así pues, la razón de que existan estos 
últimos responde a que el Congreso es la arena donde se gestan las políticas públicas, mismas que 
se encarga de administrar o ejecutar la burocracia, designada a su vez por el titular del Ejecutivo. Por 
esta cuestión, el Legislativo (mediante su organismo de control externo) se encarga de vigilar que se 
cumplan los objetivos de los programas públicos y que los recursos de la federación se obtengan y 
se gasten apegados a las normas y leyes, es decir, se encarga de hacer rendir cuentas al Ejecutivo. En 
concreto, la funcionalidad de los controles externos se deriva principalmente de una lógica política, 
en la que fungen como una parte del sistema de contrapeso al poder presidencial.

Estos organismos (identificados genéricamente como Entidades de Fiscalización Superior, EFS) 
son, según la Government Accountability Office de Estados Unidos (GAO, organismo encargado 
del control externo) aquellas organizaciones que “reportan a terceras partes, externas a la entidad 
auditada” (2010: 20). En contraparte al control interno, uno de naturaleza externa es pues aquél que 
no pertenece a la organización a la cual audita (es independiente) y reporta a terceras partes. 

Su función es “auditar los bienes y dineros públicos, los recursos recolectados por las entidades 
gubernamentales, la legalidad y regularidad de las cuentas de las entidades públicas, la calidad de 
la administración y reportes financieros y, finalmente, la economía, eficiencia y efectividad de las 
operaciones del gobierno” (INTOSAI, 2007: 31). Los principios de estos controles son la independencia 
y la autonomía. Con esto se trata de tener certidumbre de: (1) que los organismos sean imparciales 
en sus dictaminaciones y autónomos para decidir qué áreas van a auditar, (2) la forma en la que lo 
van a hacer y (3) evitar todo tipo de injerencia de las áreas a auditar. En términos gubernamentales, 
las EFS deberán estar separadas de las agencias del Ejecutivo con el objetivo de tomar decisiones 
sin tener presiones por parte de éste. La estructura donde se insertan es generalmente dentro del 
Poder Legislativo.

Se cuenta pues con dos organismos de funcionalidades y lógicas distintas: uno con una tarea 
de autocontrol o autocontención, los controles internos y otro con la encomienda de hacer rendir 
cuentas. No obstante, comparte una finalidad: el control del aparato administrativo público. Son los 
encargados de revisar que la burocracia se comporte de tal manera que (1) se apegue a un marco 
legal federal que asegure honestidad y legalidad (OECD, 2005; González de Aragón, 2009); (2) actúe 
de acuerdo a procedimientos explícitos y estables, aceptados normativamente, para con ello, aparte 
de asegurar normatividad y legalidad, se asegure trato equitativo, certidumbre, y eficacia (INTOSAI, 
2001, Light, 1993) y; (3) consiga los objetivos que le fueron impuestos o encargados de manera 
eficiente y con un uso de los recursos públicos que se considere “adecuado”, económico e incluso 
justo (Pardo, 2010; González de Aragón, 2009).
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El hecho que ambas tengan a su cargo el cumplimiento de un mismo objetivo no significa 
necesariamente que realicen las mismas funciones. Por lo que, incluso cuando las dos organizaciones 
aparentemente persigan una misma meta, se supondría que, como consecuencia de su naturaleza, 
éstas actúan de forma distinta para conseguirlo. Cabe entonces cuestionarse sobre la forma en la que 
se da la interacción de ambos controles para prevenir y combatir la desviación de los comportamientos 
de los funcionarios. Como la corrupción representa claramente una desviación de estos preceptos, 
el argumento central de este ensayo versa sobre la interacción de los controles en la prevención/
combate a la corrupción. 

III. La corrupción como relación social

Enmarcar los efectos de la relación de los controles en el combate a la corrupción debe traer consigo 
la conceptualización de esta práctica. En términos de Hillman, la corrupción se puede definir como 
el uso ilegal de la autoridad del gobierno para obtener beneficio personal de manera directa” (2009: 
99). Se toma entonces a la corrupción como una práctica ilegal por parte de los propios funcionarios, 
ocasionada por su comportamiento maximizador de ingreso (Hillman, 2009: 99). Dentro de cualquier 
organización del sector público la corrupción resulta un evidente desvío entre el comportamiento 
de funcionarios (que aprovechan su posición estratégica dentro del sector público) y los fines de las 
organizaciones públicas.

Pero la corrupción, como lo establecen Arellano y Coronilla (2012), no es un acto discreto o 
una práctica aislada, sino que “se sostiene de un marco de reglas informales que hacen de una 
cadena amplia de comportamientos sociales “normales”, actos repetibles por muchos actores en 
forma consistente.” (p. 18). Por lo tanto, abordar el fenómeno de la corrupción desde este ángulo, 
la convierte en una relación social densa (corrupción sistémica), lo que significa la consolidación 
de comportamientos institucionalizados entre actores que mantienen transacciones que pueden 
considerarse indebidas (Arellano, Medina y Rodríguez, 2012). La corrupción sistémica “atrapa” a los 
actores que se encuentran dentro de una interacción constante, lo que dificulta excluirlos de una 
dinámica relacional generalizada (Arellano, Medina y Rodríguez, 2012).

Un tratamiento de este tipo hacia el fenómeno de la corrupción trae consigo un cambio de 
visión en los instrumentos que pueden utilizarse en México para lograr un combate más eficaz. 
Por ejemplo, se habla del papel que podrían jugar los informantes internos (whistleblowers) para 
denunciar actos indebidos (Near y Miceli, 1985; Sandoval, 2009; Arellano, Medina y Rodríguez, 2011)5, 
o de la presencia de un espíritu de cuerpo en el servicio civil como elemento de prevención (Arellano, 

5	 De acuerdo con Near y Miceli (1985), los informantes internos o whistleblowers son aquellos miembros (activos o 
inactivos) de una organización que revelan actos o prácticas ilegales, inmorales o ilegítimas por parte de sus superiores 
u otros empleados, hacia organizaciones que pueden llevar a cabo una acción determinada al respecto. En México la 
figura no se encuentra definida.
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Medina y Rodríguez, 2012). Otro aspecto que se ha tratado es el replanteamiento del papel de las 
auditorías como instrumento para detectar comportamientos corruptos (Arellano y Coronilla, 2012). 
Vale la pena profundizar sobre este último punto.

Las auditorías se reconocen como el instrumento utilizado por los controles tanto internos como 
externos para combatir actos de corrupción.6 Su función principal consiste en ayudar a detectar si se 
llevaron a cabo deficiencias en la operación, puesto que su propósito es verificar que las organizaciones 
gubernamentales cumplan con los reglamentos aplicables, que sean eficientes y eficaces en sus 
operaciones y efectivas en el cumplimiento de sus objetivos (Isoard y Sandi, 1979: 12-13). Resultan una 
herramienta útil que provee información acerca de las desviaciones, fallas y problemas dentro de una 
organización gubernamental; sin embargo, no todas las desviaciones, fallas o problemas constituyen 
un acto de corrupción; muchas veces un error es sólo un error. En contraparte, un verdadero acto de 
corrupción puede no dejar huella y, en todo caso las auditorías pueden “oler” la corrupción pero esta 
puede esconderse debido a la red de relaciones, arreglos, complicidades y procesos sistematizados 
creados para eludir las detecciones que podrían resultar de una auditoría (Arellano y Coronilla, 2012: 
39-40). ¿Qué se necesita entonces para hacer más efectivo el trabajo de los controles en el combate 
a la corrupción? Como se puntualiza en la cuarta sección, se requiere, por un lado una redefinición 
de la interacción entre ambos controles y de la función de la auditoría y, por el otro, una concepción 
distinta de la estructura orgánica de los OIC.

Recapitulando, la corrupción así entendida toma la forma de un conjunto de reglas informales, 
compartidas socialmente, que desemboca en comportamientos que contravienen los principios 
legales y que, por ende, se desvían de la conducta esperada por parte del funcionario, mismo que 
debiera, en un principio trabajar por la consecución de los fines de las organizaciones públicas. Para 
ello existen diversas herramientas que pueden utilizarse para romper, poco a poco, las fibras que 
atan estos comportamientos institucionalizados. No obstante, estos instrumentos tendrán alcances 
limitados si no se replantea la interacción entre los controles y se realizan los cambios institucionales 
y organizacionales pertinentes. 

6	 En los Lineamientos Generales para la Formulación de los Planes de Trabajo de los Órganos Internos de Control, 
auditoría se define como la “Actividad independiente, enfocada al examen objetivo, sistemático y evacuatorio de 
las operaciones financieras y administrativas realizadas; a los sistemas y procedimientos implantados; a la estructura 
orgánica en operación; y a los objetivos, planes, programas y metas alcanzados por las dependencias y entidades en la 
APF, con el propósito de determinar el grado de economía, eficacia, eficiencia, efectividad, imparcialidad, honestidad y 
apego a la normatividad con que se han administrado los recursos públicos que les fueron suministrados (2013:6). En 
ese mismo documento se indica que “las auditorías estarán enfocadas a … Prevenir y combatir la corrupción y abatir la 
impunidad en la detección de posibles infracciones por parte de servidores …” (2013: 24).
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IV. Funcionamiento de los controles en México y su interacción en la lucha 
contra la corrupción

Con la finalidad de clarificar la relación entre los controles en el combate a la corrupción resulta 
necesario hacer un breve recuento de sus funciones. De esta manera será posible identificar las 
atribuciones que tiene cada uno de estos organismos para posteriormente analizar la forma en la 
que se da tratamiento a este fenómeno. 

IV.I El control interno: Los Órganos Internos de Control

La lógica de actuación de los Órganos Internos de Control se centra en tres fases: prevención, 
fiscalización y control ex post (López Presa, 1998: 158–159). La primera (control preventivo o a priori) 
se refiere a la reducción de las desviaciones mediante el control por anticipado de las acciones para 
la realización de los programas, es decir, se imponen lineamientos y guías para dirigir la acción. La 
segunda se refiere a la vigilancia de la operación para verificar que las operaciones se llevan a cabo 
de acuerdo con las normas. Por último, la función de control ex post es el análisis de la información y 
la detección de desviaciones que hubieran tenido las dependencias en la ejecución de los programas 
(López Presa, 1998).

Aunado a estas actividades de control, mediante la fiscalización, vigilancia y análisis de la información 
es preciso añadir la lógica de la cogestión. La “cultura organizativa”, mediante la revisión y supervisión, 
pretende entender los orígenes de los problemas y desviaciones detectados en el proceso de supervisión 
y generar estrategias para mitigar los daños y acompañar a las agencias públicas para mejorar su gestión 
(Arellano, …[et al], 2006: 7). Dentro de esta lógica, de acuerdo con Pardo (2010), los OIC tendrían 
que encaminarse hacia una vigilancia del gasto para comprobar que éste se ejerza adecuadamente 
y que se canalicen los recursos al cumplimiento de objetivos definidos.

De manera estatutaria, las funciones y atribuciones de los OIC se contienen principalmente en 
el Artículo 79 del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública (RISFP).7 En términos 
generales las funciones de los OIC constituyen: (1) la verificación del cumplimiento de normas 
y procedimientos de las dependencias, (2) el seguimiento en la ejecución del presupuesto, (3) 
constatar el cumplimiento de los objetivos de los programas, (4) evaluación de la gestión financiera 
y del desempeño (considerando resultados y procedimientos), (5) adecuación a los principios de 

7	 El Artículo 79 presenta de manera extensa las funciones de los OIC, lo que motiva a presentar en este ensayo resumen 
de éstas. Además, los OIC cuentan con ordenamientos que se contienen dentro de la siguiente normatividad: La 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, el Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública y su 
Manual de Organización, el Programa Especial de Mejora de la Gestión (PMG), el Programa de Rendición de Cuentas, 
Transparencia y Combate a la Corrupción (PRCTCC), los Lineamientos para la Elaboración del Programa Anual de Trabajo 
(PAT) y la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas.
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buena gestión, (6) detección de deficiencias, (7) proponer recomendaciones, (8) verificación del 
cumplimiento de las normas, (9) verificación del registro de las operaciones presupuestales y su reflejo 
en los estados contables, (10) Recibir quejas y denuncias, investigarlas e imponer sanciones, (11) 
denunciar delitos, (12) investigar casos de corrupción provenientes de licitaciones de adquisiciones 
y obra pública8 y (13) Atender las denuncias internas (RISFP; Pardo, 2010: 21-23).

En cuanto a la composición interna de los OIC, la SFP indica que “La estructura básica de los OIC 
cuenta con: un Titular del Órgano Interno de Control, un Titular de Responsabilidades, un Titular de 
Auditoría y un Titular de Quejas” (SFP, http://funcionpublica.gob.mx).9 El área de auditoría se puede 
dividir en dos áreas, la de auditoría interna y la de auditoria para el desarrollo y mejora de la gestión 
pública. La designación de los Titulares del OIC así como los de las tres (o cuatro) áreas que los 
conforman, será por el Secretario de la Función Pública, o podrá delegar esta función al Coordinador 
de Órganos de Vigilancia y Control.

IV.II El control externo: La Auditoría Superior de la Federación

La evolución de la competencia política trajo consigo la reestructuración del sistema de control 
externo con el objetivo de fortalecer la fiscalización hacia el Ejecutivo. Por ello, en el Artículo 74 de 
la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (LFRCF) se indica como facultad de la 
Cámara de Diputados, a través de la ASF: (1) revisar la cuenta pública del año anterior para verificar 
que el gasto se ajuste a lo señalado en el Presupuesto de Egresos de la Federación, (2) evaluar la 
gestión de los recursos y (3) verificar el desempeño de los programas.10 Este artículo le otorga a la 
ASF la facultad de fincar responsabilidades en caso de que se encuentren discrepancias en el uso 
de los recursos. Para el caso de las evaluaciones del desempeño, la ASF solamente podrá emitir 
recomendaciones de mejora.

Además, en el Artículo 79 de la citada Ley, se la otorga a la ASF la atribución de fiscalizar los 
recursos federales que manejen los Poderes de la Unión y que ejerzan los estados o municipios. 
Cuenta también con la facultad de recibir denuncias y hacer requerimientos a las entidades para 
que le rindan un informe atendiendo a las consideraciones de la ASF. De acuerdo con el Artículo 40 

8	 Esta nueva función de los OIC aparece la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas. Como se verá más 
adelante, los OIC cuentan con impedimentos inherentes a su diseño organizacional que le impiden llevar a cabo este 
tipo de funciones.

9	 Obtenido el 13 de marzo de 2010 en http://www.funcionpublica.gob.mx/index.php/coordinacion-general-de-organos-
de-vigilancia-y-control/organos-de-vigilancia-y-control.html

10	 La ASF no cuenta con facultades para sancionar el incumplimiento de metas de los programas, únicamente podrá emitir 
recomendaciones de mejora.



42

XIII Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización
Superior y Rendición de Cuentas, 2013

de la LFRCF, que se refiere a esta materia, en el momento que se presenten denuncias fundadas, 
desplegadas ante la Cámara de Diputados, la Comisión de Vigilancia, o la propia ASF, podrá requerir 
un reporte de dichas denuncias a las entidades fiscalizadas.11

Aunado a esto, el Artículo 79 le otorga a la ASF facultades para imponer sanciones económicas 
a las dependencias y funcionarios por causar daños a la Hacienda Pública Federal y por abstenerse 
a proporcionar información requerida. De acuerdo con la LFRCF, en su artículo 13, las observaciones 
de la ASF podrán derivar en requerimientos de aclaraciones, comprobaciones fiscales o promoción 
de responsabilidad administrativa, denuncias de hechos o de juicio político. Las multas deberán 
ser aplicadas por el Ejecutivo y para otra clase de sanciones deberá acudirse a las autoridades 
competentes (dependientes, en lo general, del Ejecutivo).

La ASF deberá de cumplir también con funciones de investigación. De lo que indica el artículo 
79 constitucional y el 15, fracción XII de la LFRCF, éstas se derivan del hallazgo de irregularidades 
en el manejo de los recursos federales y podrán extenderse hasta la realización de cateos. De lo 
que se indica en la Constitución respecto a este punto, las investigaciones se realizan tras haber 
encontrado alguna irregularidad, derivada de una auditoría.

En general, las funciones que realiza cada uno de los controles en México son similares: realizar 
auditorías para la fiscalización de recursos y evaluar el desempeño de los programas, identificar 
irregularidades, realizar investigaciones, efectuar denuncias y emitir sanciones. Dentro de estas 
atribuciones se encuentran definidas claramente aquellas relacionadas con el combate a la corrupción. 
Ambos deberán encargarse de identificar mediante auditorías los posibles actos de corrupción, 
atender las denuncias (en el caso de los OIC podrán atender las denuncias internas), realizar 
investigaciones e imponer sanciones. Si los dos tienen atribuciones similares, ¿cuál es la relación 
institucional formal entre ambos para luchar contra la corrupción?, ¿existe? Una respuesta a estas 
preguntas se expone en la siguiente sección.

11	 A esto se le conoce como “situación excepcional”, que comprende tanto desviaciones de recursos como actos de 
corrupción y riesgos a que se paralice la prestación de un servicio público.
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IV.III La interacción entre los controles: ¿están preparados para combatir la 
corrupción?

Dentro del marco normativo existente bajo el se que circunscriben tanto los OIC como a la ASF 
no se puntualiza una interacción profunda entre ambos.12 Por ejemplo, en el caso de los primeros, 
en el Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública (SFP) se indica que ésta colaborará 
con la ASF para establecer los “procedimientos que les permitan el mejor cumplimiento de sus 
respectivas responsabilidades.” (Artículo 4º). En el artículo 6º, sección VIII, se establece como facultad 
del secretario definir los lineamientos para colaborar con la ASF para el mejor cumplimiento de sus 
responsabilidades. En lo que respecta a los OIC, será por conducto de la Coordinación General de 
Órganos de Vigilancia y Control (CGOVC) la manera en la que se establecerá la relación con la ASF. 
Esto se plasma en el artículo 25, fracción XII que indica que la CGOVC deberá trabajar conjuntamente 
con la Unidad de Control de la Gestión Pública (perteneciente también a la SFP) para atender los 
requerimientos de la ASF y ayudarla.

En el caso de la ASF, la LFRCF establece que puede establecer convenios de colaboración y 
celebrar acuerdos con organismos cuyas funciones sean acordes. Sin embargo, deja una gran área 
para interpretación al no indicar los mecanismos ni las circunstancias en las que se deba de dar esta 
colaboración.13 Tampoco es posible encontrar una diferenciación de funciones y en la ley se indica 
únicamente la obligación de los controles internos para colaborar con la ASF.14

Una arena donde podría considerarse una mayor interacción es en el caso de las sanciones. La 
ASF no cuenta con la facultad de imponer sanciones administrativas, por lo que ésta notifica a los 
controles internos para que, en caso de que no sean resueltas sus observaciones o no se presente 
la sustentación necesaria, las instancias de control inicien investigaciones al respecto, para luego 

12	 Recientemente se firmó un convenio de colaboración entre la SHCP (Secretaría de Hacienda y Crédito Público), la SFP 
y la ASF referente a “consolidar el fortalecimiento de las actividades de los entes públicos, en materia de Contabilidad 
Gubernamental”, enfocado principalmente a fortalecer la armonización contable.

13	 Por ejemplo, en el caso de Estados Unidos, la relación de los controles internos (Inspector General- IG) con la GAO es 
en los principios administrativos de auditoría. Se indica en el IG Act de 1978, § 4 como deberes y responsabilidades de 
los IG, cumplir con los estándares de auditoría establecidos por la cabeza de la GAO, el Contralor General (Comptroller 
General). Además, los IG cuentan también con la prerrogativa de coordinarse y cooperar con las actividades de la GAO 
para evitar duplicidades en sus labores.

14	 El artículo 20 de la LFSRCF indica lo siguiente: “Cuando conforme a esta Ley, las instancias de control competentes 
deban colaborar con la Auditoría Superior de la Federación en lo que concierne a la revisión de la Cuenta Pública, 
deberá establecerse una coordinación entre ambos a fin de garantizar el debido intercambio de información que al 
efecto se requiera, y otorgar las facilidades que permitan a los auditores llevar a cabo el ejercicio de sus funciones. 
Asimismo, deberán proporcionar la documentación que les solicite la Auditoría Superior de la Federación sobre los 
resultados de la fiscalización que realicen o cualquier otra que se les requiera.”
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comenzar con el procedimiento de sanción. Dentro de este mismo ámbito la ASF puede solicitar, 
ante la presentación de denuncias, la intervención de los controles internos para que profundicen 
en investigaciones. La relación entre ambos se limita entonces a otorgar información por parte de 
los controles internos a la ASF y que en un posible caso de corrupción, que los OIC investiguen y 
finquen responsabilidades administrativas a solicitud de la EFS.

Tomar en cuenta la intrínseca dualidad de los controles del aparato administrativo de una democracia, 
implica redirigir la discusión hacia un replanteamiento de dos de los principales elementos utilizados 
para luchar contra la corrupción. Por un lado, clarificar la interacción entre la ASF y los OIC permitiría 
que la primera definiera guías claras sobre los elementos a considerar en una auditoría que podrían 
ser sujetos de una investigación más profunda. Concretamente, determinar los elementos que 
constituirían los indicadores para detectar posibles actos de corrupción. Por la otra, el servicio que 
provee la auditoría y los lineamientos que permitan identificar estos comportamientos indebidos será 
un esfuerzo muchas veces infructuoso si no se cuenta dentro de los OIC con un área especializada 
en investigación que la complemente. En consecuencia, se buscaría que, dentro de un “sistema 
comprehensivo de combate a la corrupción”, el papel de los controles internos y externos se redefina 
de la siguiente manera.

Es cierto que en el relativamente poco tiempo que lleva la EFS de nuestro país, se ha consolidado 
como un órgano que goza de independencia técnica y de gestión, con gran capacidad profesional 
en el ámbito de la fiscalización y que atiende a su funcionalidad política de hacer rendir cuentas al 
ejecutivo. Lo que falta aún es que tome un papel más proactivo en la prevención y el combate a la 
corrupción mediante la definición de lineamientos y ordenaciones precisas que orienten el trabajo 
de auditoría hacia la detección de desviaciones que pueden ser indicios a corrupción.

En este sentido, referente a la interacción, sería deseable que la EFS de México defina aquellos 
elementos que deben considerarse como banderas rojas (Arellano y Coronilla, 2012) identificadas 
dentro o fuera15  de una auditoría para que sirvan estas como “guías” de actuación de los controles 
internos. Una bandera roja es un conjunto de circunstancias que son (o deben ser) inusuales y que 
se desvían del comportamiento habitual. En otras palabras, constituyen señales de que algo se 
encuentra fuera de lo normal y por lo tanto requiere de investigaciones posteriores. (Hancox, 2007).

Solamente mediante la delineación de estos indicadores y trabajando bajo un esquema común 

15	 Las banderas rojas pueden provenir de una auditoría o identificarse mediante el cambio de conductas de los 
funcionarios. Otro tipo de comportamientos que se reconocen como indicadores de posibles actos de corrupción son, 
por ejemplo, el cambio en el estilo de vida (autos, joyas), o la poca disposición para proveer información a los auditores 
(Hancox, 2007).
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se supone que se podría contar con una mayor eficacia en el combate a la corrupción. Si la ASF es 
capaz de definir principios claros y coherentes que se identifiquen como elementos detonadores de 
posibles conductas corruptas, será factible contar con un frente unido que aglutine a ambos controles 
en la prevención, detección y lucha contra los actos de corrupción. 

Por consiguiente, esto viene implícito con una mayor coordinación y diálogo con los controles 
internos, pues estos últimos se encuentran involucrados de manera más cercana con las dependencias 
de la APF. Por lo tanto, los OIC están (o debieran de estarlo) mejor enterados (y especializados) sobre 
las funciones de cada una de las dependencias, por lo que deben encaminarse hacia un conocimiento 
profundo de las áreas a las que se encuentran adscritos y para generar mayor eficacia y eficiencia al 
momento de desarrollar sus funciones.

Pero, ¿están preparados los OIC investigar casos de corrupción? Anteriormente se indicó que, de 
acuerdo con la normativa actual, los OIC en su totalidad cuentan con un diseño genérico de tres (o 
cuatro áreas) dentro de su estructura: una de responsabilidades, una de quejas, otra de auditoría 
interna (o una de auditoría interna y otra de auditoría al desempeño y mejora de la gestión). De 
éstas, la encargada de la “investigación” es el área de quejas. Sin embargo, a diferencia de otros 
modelos, como el estadounidense (los “Inspector General”-IG)16, el diseño de los OIC les permite 
tener solamente como insumos las denuncias y le impide especializarse en funciones de investigación 
contra la corrupción sistémica. Incluso los limita al momento de integrar expedientes sólidos contra 
funcionarios que realicen conductas indebidas.17

Replantear el rol de la auditoría como un elemento capaz de detectar banderas rojas conlleva a 
una redefinición de la estructura organizacional del OIC. El concepto de bandera roja implica que 
cuando se detecta un posible acto indebido, el caso debe de transitar hacia otra fase: la investigación 
(Dione, Giuliano & Picard, 2009). Únicamente de esa forma será posible tener mayor certeza de que 
la desviación detectada se debe a un acto de corrupción y que no fue mera negligencia u omisión 
de los procedimientos.

Con el propósito de complementar funciones impera entonces la necesidad para que los OIC 

16	 En Estados Unidos, los IG se conforman por un área dedicada a cuestiones de auditoría y otra, enfocada específicamente 
a realizar investigaciones. Esta dualidad del IG otorga una mayor profesionalización para hacer más sólidas las 
investigaciones en casos de corrupción. A su vez, permite que se armen casos más robustos contra los funcionarios 
acusados de esta práctica y evita en mayor medida que los acusados de una conducta indebida puedan evadir las 
responsabilidades fincadas por actos que contravienen el principio de probidad.

17	 En la Auditoría Financiera y de Cumplimiento: 11-0-27100-02-0052 GB-112 de la ASF se indicó que en algunos OIC se omitió 
integrar el procedimiento de responsabilidad administrativa a funcionarios que habían sido acusados de corrupción. 
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cuenten una división clara entre un área que se dedique propiamente a realizar auditorías y otra 
que se especialice en investigación. Por una parte, se mantiene una función preventiva en cuanto 
a la creación de controles para evitar que se presenten prácticas corruptas y/o negligentes (área de 
auditoría). Por la otra, tienen una división para investigar si, de las anomalías encontradas por medio 
de sus auditorías, se desprenden éstas de actos malintencionados o mera negligencia. Moore y Gates 
(1987) hacen una adecuada analogía entre estas dos funciones. Los autores mencionan que es la 
diferencia entre patrullar e investigar: las auditorías, que patrullan, incluyen procedimientos definidos 
para crear obstáculos a fraudes gubernamentales haciendo estas malas prácticas más visibles a más 
personas durante un mayor periodo de tiempo; en caso de que no se pueda prevenir una mala 
práctica, la función de investigación se encargará de indagar a qué se debió (1987: 24).

El área de investigación no se encargaría únicamente de indagar sobre las banderas rojas emanadas 
de una auditoría. Indudablemente es una función importante y quizás en donde debería de estar 
más activa. Sin embargo, sus funciones podrían ir más allá, con lo que se efectuaría un combate 
mucho más robusto a la corrupción. Por ejemplo, haría más efectivos los instrumentos encargados de 
combatir la corrupción que “no se ve” y que a la vez pueden funcionar como elementos profilácticos, 
que prevengan el desarrollo de este tipo de actos. Ejemplo de esto es la figura de denunciante 
interno (whistleblower)18, que para su funcionamiento requiere fuertemente de un área encargada 
de investigar las denuncias. Otro caso importante sería el manejo de los conflictos de interés que 
pueden presentarse en las dependencias de la APF y que solamente mediante una investigación de 
rigor podrá identificarse la latencia o la franca presencia de estos.19

Aunado a estas consideraciones, la ASF ya ha observado la debilidad persistente que tienen los OIC 
para presentar casos sólidos, lo que culmina incluso en dejar en libertad a individuos que realizaron 
comportamientos ilegales.20 Por lo tanto, contar con un equipo dedicado a funciones de investigación 
contribuiría a integrar expedientes de manera más sólida y con ello fortalecer las acusaciones contra 
funcionarios a quienes la ASF determine que se les debe fincar responsabilidad. Esta situación merece 
especial atención puesto que, al retomar la analogía de Moore y Gates, tras detectar indicios de 
culpabilidad de un funcionario por efectuar un acto de corrupción, es decir, mediante el patrullaje, 
se identifica un sospechoso y posteriormente, el área de investigación deberá reunir la evidencia 
necesaria para confirmar o descartar conductas ilegales y, en su caso, proceder judicialmente.

Lo que se ha querido enfatizar en esta sección es que la relación institucional actual entre 

18	 Actualmente no existe una ley que proteja a los denunciantes internos en México. Sin embargo, podrían estar 
preparados los OIC para recibir denuncias ya sea por funcionarios o por ciudadanos.

19	 Sobre conflictos de interés entre los funcionarios que operan dentro del control interno véase Reicher (1983).
20	 Véase la nota al pie número 17.
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los OIC y la ASF no prevé un esquema que facilite un combate comprehensivo a la corrupción. La 
división de funciones de ambos no considera una interacción que clarifique atribuciones y, por lo 
tanto, solamente se realizan esfuerzos aislados por parte de ambos que tienen un impacto bastante 
limitado en la prevención y ofensiva contra los comportamientos corruptos; sobre todo si se toma a 
la auditoría como único elemento para detección y persecución de estas conductas. Importa además 
tener en cuenta que una la redefinición de atribuciones resultará infructuosa si no se efectúa al mismo 
tiempo una reestructuración organizacional. En este sentido, la ASF como organismo superior de 
fiscalización debe encargarse de delinear las “banderas rojas” que deberán encender las señales de 
alerta para los OIC. Para ello, rediseño organizacional de los OIC que los empodere para investigar 
estas comportamientos de los funcionarios que podrían representar actos potenciales de corrupción.

Conclusiones
La alineación del comportamiento de los funcionarios con los ordenamientos legales y de política 

pública es una situación que rara vez se da de manera automática. El burócrata “weberiano” que 
se rige por las reglas y se guía por la impersonalidad de sus obligaciones no es más que un ideal. 
Sin embargo, esto no debe acarrear una visión catastrofista que trate a todos los funcionarios como 
individuos egoístas, enfocados únicamente en su bienestar personal y capaces de hacer cualquier 
cosa para maximizar su utilidad. Es cierto que dentro de las organizaciones gubernamentales los 
funcionarios desarrollan una gran diversidad de comportamientos que no siempre se apegan a los 
preceptos normativos e institucionales; pero al final, dentro de una sociedad moderna lo que se 
busca es esa aspiración normativa encaminada a que los burócratas engloben sus actos dentro de 
un marco legal particular.

La corrupción en México se presenta como una conducta institucionalizada (o relación social densa) 
que se contrapone con la legalidad. Es por ello que los controles tanto internos como externos, al 
ser las herramientas principales dentro de una democracia para controlar a los funcionarios, tienen 
que actuar conjuntamente para luchar contra prácticas corruptas. El hecho de que tengan orígenes 
distintos (uno externo, dentro de una lógica de pesos y contrapesos y, el otro, interno, como un 
sistema de autocontención) pero con una misma finalidad (el control del aparato administrativo 
público) complejiza su actuación. De no clarificar atribuciones y obviar la coordinación entre estos 
organismos, los esfuerzos efectuados para luchar contra la corrupción serán la mayoría de las veces 
de alcance limitado.

Este ensayo ha tenido dos propósitos. El primero, evidenciar y problematizar sobre la poca claridad 
en cuanto a la interacción en México de ambos controles en el combate a la corrupción. La falta 
de una definición clara de facultades y de canales efectivos de comunicación hace que dentro 
del presente contexto se realicen esfuerzos aislados que impiden organizar un frente común para 
lidiar eficazmente con esta práctica. En segundo lugar, aquí se argumenta sobre los problemas que 
acarrea el tratamiento actual de los instrumentos que ambos utilizan contra la corrupción. Por ello, 
las auditorías requieren tener otro papel, el de patrullar para encontrar desviaciones que deben de 
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ser posteriormente investigadas por ser algunas de ellas potenciales actos de corrupción. Para esto, 
se requiere fortalecer la función de investigación, que además de indagar sobre las desviaciones 
identificadas por las auditorías, será capaz de luchar de manera más efectiva con la corrupción 
relacional, aquella que muchas veces no se ve pero que genera procesos de auto reforzamiento que 
dificultan su eliminación.

Los planteamientos aquí presentados urgen a recapacitar sobre la reorganización de una parte de 
los que se consideran los pilares fundamentales de un “sistema de combate a la corrupción” y de los 
instrumentos que tienen a la mano. Si estas consideraciones no se toman como recomendaciones 
puntuales, es muy posible que los esfuerzos futuros por consolidar organismos colegiados u otras 
instancias, se quedarán en buenas intenciones, restringidas en su actuación y con alcances limitados.
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Introducción
La valoración de la acción pública ha requerido la utilización sistemática de instrumentos que provean 
elementos de análisis acerca de distintas dimensiones de la política pública tales como su efectividad, 
el uso eficiente de los recursos, su impacto sobre distintos sectores de la población, entre otras. De 
manera específica, la auditoría y la evaluación son herramientas de control utilizadas recurrentemente 
por los gobiernos alrededor del mundo para obtener información acerca de sus programas y políticas.

A lo largo del tiempo, ambos enfoques han evolucionado no sólo a partir de la adopción de 
instrumentos metodológicos más sofisticados, sino también a partir de la ampliación de sus campos 
de análisis. Independientemente de las características de cada uno, tanto el enfoque de auditoría 
como el de evaluación están presentes en el marco institucional de México1 como mecanismos para 
la retroalimentación del proceso de políticas públicas y para la rendición de cuentas. 

Este ensayo tiene como principal objetivo presentar una reflexión acerca de la interacción entre 
ambos enfoques a partir de la siguiente pregunta: ¿es factible y deseable integrar la auditoría y la 
evaluación del sector público en un mismo enfoque? El argumento central es que los enfoques de 
auditoría y evaluación, por las características de cada uno, deben orientarse más hacia un esquema 
de complementariedad que hacia uno de integración. Para discutir este tema, el ensayo se estructura 
de la siguiente manera. La primera parte describe brevemente las principales características de los 
enfoques de auditoría y evaluación, señalando las similitudes y las diferencias más representativas. La 
segunda parte destaca la contribución de ambos enfoques al fortalecimiento del proceso de políticas 
públicas y a la rendición de cuentas. La tercera parte se enfoca en la discusión teórica acerca de la 
viabilidad de la integración de los enfoques. Finalmente, en la última parte se presentan algunas 
reflexiones finales.

1	 En el ámbito federal, por ejemplo, la Auditoría Superior de la Federación (ASF) realiza, en el marco de la revisión 
de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal, auditorías (de distinta naturaleza) a dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal (APF). A nivel interno, el Gobierno Federal lleva a cabo sus propios procesos de control, a 
través de un Sistema de Evaluación del Desempeño coordinado por las Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) 
y el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL).
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Auditoría y evaluación: Herramientas para el quehacer gubernamental
Es posible conceptualizar la auditoría como una actividad que “enfatiza el proceso de verificar 

información o registros con el fin de identificar si éstos son consistentes con estándares previamente 
establecidos” (Brooks, 1996, p. 16). De esta manera, la auditoría es un instrumento de control de la 
gestión que está asociado fundamentalmente con la verificación sistemática de procesos respecto 
de un marco analítico a partir del cual se espera detectar posibles desviaciones y reportarlas a través 
de un producto determinado (un reporte o informe, por lo general).

Tradicionalmente, el enfoque de auditoría ha estado vinculado con la verificación contable (Chelimsky, 
1985) y en un primer momento, mayormente limitada al aspecto financiero2. Este enfoque surgió como 
una herramienta para señalar criterios uniformes que permitieran valorar la información producida 
por una organización, fundamentalmente la información contable (Pollitt & Summa, 1996). Así, desde 
sus orígenes, la auditoría se consolidó como una herramienta enfocada a desarrollar mecanismos 
de control interno e instrumentos metodológicamente sólidos para la obtención de información 
financiera (Brooks, 1996).

El desarrollo de la auditoría forma parte de la necesidad de dotar a las organizaciones de instrumentos 
confiables y objetivos para valorar su propio desempeño. Auditar es, entonces, comparar lo que 
debe ser (de acuerdo con la norma) con lo que se observa en la entidad auditada. Su naturaleza 
contable, la ha asociado con la verificación del cumplimiento de procesos en relación con los recursos 
financieros.3 Sin embargo, su campo de acción se ha ampliado a lo largo del tiempo, trasladándose 
hacia la valoración del desempeño4, lo que ha acercado este enfoque mucho más al campo de la 
evaluación y ha generado nuevas discusiones con respecto de la pertinencia de integrar ambos 
enfoques (Gunvaldsen & Karlsen, 1999; Ling, 2003; Lonsdale, 2008).

2	 Sólo para proveer un ejemplo, la National Audit Office (NAO), el órgano encargado de la fiscalización en el Reino 
Unido, tiene como principal objetivo “escudriñar el gasto público, en nombre del Parlamento, contribuyendo a que 
los departamentos de gobierno rindan cuentas, así como a que los servidores públicos mejoren su desempeño y la 
provisión de servicios públicos” (Fuente: http://www.nao.org.uk/about-us/role-2/what-we-do/, consultado el 26 de julio 
de 2013).

3	 Por ejemplo, el énfasis de verificación financiera se ha basado en conceptos como el de Value for Money (VFM), el 
cual “es un término utilizado para verificar si una organización ha obtenido el máximo beneficio posible por los bienes 
y servicios que adquiere y provee, en relación con los recursos disponibles para tal efecto” (http://www.admin.cam.
ac.uk/offices/secretariat/vfm/guide.html). Este concepto se enfoca en tres variables principales: economía, eficiencia y 
efectividad.

4	 En el caso de México, por ejemplo, en 2011 las auditorías del desempeño representaron el 25.8% del total de las 
auditorías realizadas por la ASF ese año. ASF. Informe del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 
2011. Informe Ejecutivo, p. 19.
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El enfoque de evaluación, por su parte, se ha desarrollado a partir de premisas asociadas fuertemente 
con el impulso de la investigación en ciencias sociales (Shaw, Greene, & Mark, 2006). Aunque existen 
distintas definiciones del concepto, para el propósito de este ensayo, evaluación se entenderá como 
“el proceso de determinar el mérito o valor de algo, o el producto de dicho proceso” (Scriven, 1991, 
p. 139). En contraposición a la auditoría, el énfasis de la evaluación se encuentra en identificar los 
efectos generados (previstos o no) por una política o un programa y en analizar cuál hubiera sido el 
resultado de no haber existido la intervención gubernamental ante un problema público determinado 
(Leeuw, 1996).

La evaluación se centra en la obtención de evidencia objetiva y sustentada metodológicamente que 
permita emitir juicios acerca de las políticas públicas y su efectividad (Brooks, 1996). La preocupación 
por los resultados, por ejemplo, ha generado que exista la concepción de que su contribución es 
más directa a la mejora de programas y políticas públicas que la de la auditoría; sin embargo, ambas 
generan importantes insumos para el fortalecimiento del proceso de políticas públicas.

La legitimidad de la evaluación radica en el conocimiento técnico y metodológico para valorar 
objetivamente los programas o políticas a partir de procesos científicos que permitan saber qué 
funciona y qué no dentro del aparato gubernamental (Leeuw, 1996). Esto no es un asunto menor, la 
legitimidad que le da a la evaluación el conocimiento científico ha sido uno de los elementos que 
más han potenciado su uso debido a que, ante la crisis de credibilidad en las organizaciones públicas, 
la existencia de instrumentos como la evaluación permite a los gobiernos proveer evidencia objetiva 
de sus logros hacia los actores interesados en el desempeño de su gestión.

En este contexto, la interacción de los enfoques de auditoría y evaluación demanda que se señalen 
algunos de los elementos que distinguen a uno del otro (Tabla 1). En primer lugar, la auditoría realiza 
una valoración del ente auditado en función de criterios establecidos, lo que le permite identificar en 
qué medida se cumple con lo señalado y qué desviaciones pueden observarse (Chelimsky, 1985). En 
segundo, se enfoca fundamentalmente en los procesos más que en los resultados por lo que existe 
una priorización de los valores de eficiencia, economía y efectividad en la valoración de los procesos 
administrativos para la ejecución del gasto de una organización, además de la comprobación de que 
dichos procesos estén apegados a lo establecido por la legislación (Divorski, 1996). En consecuencia, 
su racionalidad está basada en verificar el cumplimiento de la norma, mientras que su legitimidad 
radica en el peso institucional que le otorga la normatividad. Lo anterior, explica las diferencias de 
percepción respecto de ambos enfoques, mientras la evaluación es vista como un mecanismo de 
mejora y aprendizaje, a la auditoría se percibe como una actividad que puede conllevar algún tipo 
de sanción.

A diferencia de la evaluación, la auditoría evita aludir a aspectos amplios de política pública, puesto 
que su énfasis es en los procesos y, por lo tanto, sus observaciones están mayormente ligadas con 
aspectos específicos de la gestión. Una última diferencia es que la auditoría toma en cuenta los 
resultados de un programa o política como evidencia para valorar aspectos específicos, no como un 
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fin en sí mismo, por lo que en contraste con la evaluación, no busca establecer vínculos causales entre 
las acciones y los resultados. Un ejemplo de lo anterior son las auditorías de obra pública, las cuales 
más allá de valorar el efecto que tendrán sobre la población, están dirigidas a verificar que durante el 
proceso de ejecución, los recursos se hayan destinado a los rubros previstos, se haya cumplido con 
la normatividad correspondiente y se haya concluido en los plazos determinados.

Tanto la auditoría como la evaluación representan herramientas útiles para la gestión gubernamental; 
sin embargo, sus principales diferencias se encuentran en la racionalidad detrás de cada uno de estos 
enfoques. La auditoría, concebida como un instrumento contable, está fundamentalmente centrada 
en los procesos y en verificar una serie de criterios respecto de un marco analítico establecido, 
enfatizando las desviaciones encontradas y proveyendo información acerca del incumplimiento de 
la norma y de la relación entre actividades y recursos. La evaluación por su parte, ha centrado su 
atención en los resultados de los programas y políticas con el propósito de generar evidencia acerca 
de su efectividad. Ambos enfoques tienen contribuciones importantes en el ámbito de las políticas 
públicas y de la rendición de cuentas, las cuales se discuten con mayor detalle en la siguiente sección.

Tabla 1. Principales características de la auditoría y de la evaluación

Fuente: Elaboración propia.

Variables Auditoría Evaluación

Racionalidad Basada en principios administrativos y contables.
Basada en los preceptos de la investigación en 
ciencias sociales.

Propósito Verificar la consistencia de una organización con 
un marco de referencia pre-establecido.

Identificar relaciones causales entre las actividades de 
un programa o política y sus resultados.

Fuente de legitimidad El mandato otorgado por la ley. El expertise técnico y metodológico

Foco de análisis Procesos Resultados

Principales métodos Revisión documental
Análisis financiero/contable

Métodos de investigación en ciencias sociales 
(cuantitativos y cualitativos)

Principales productos

Reportes de cumplimiento (financiero, de obra, 
entre otros)
Informes sobre uso del gasto
Informes sobre el desempeño

Informes sobre el desempeño
Informes de evaluación (diseño, procesos, impacto, 
análisis cualitativos y cuantitativos)
Reportes de política pública
Meta-evaluaciones
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La contribución de la auditoría y de la evaluación al quehacer gubernamental

Tras discutir las características de ambos enfoques, es indispensable hacer explícita la contribución 
de cada uno al quehacer gubernamental. Existen diversas áreas en las cuales la información derivada 
de auditorías y evaluaciones resulta de gran utilidad. Sin embargo, para propósitos de este ensayo 
aludiré a dos contribuciones principales: la mejora del proceso de políticas públicas y la rendición 
de cuentas.

Existen diversos enfoques para el análisis de las políticas públicas5. Uno de estos es aquel que 
entiende la política pública como una serie de etapas o subprocesos cuya consecución da origen 
a un resultado (Fleischer & Christie, 2009; Knoepfel, 2007; Mény & Thoening, 1992; Parsons, 1995; 
Sabatier, 2007). Estas etapas podrían agruparse en construcción del problema y establecimiento en 
la agenda pública y gubernamental, formulación o diseño de la política pública, implementación 
por medio de las organizaciones públicas y su evaluación6. En cada una de estas fases, la auditoría y 
la evaluación tienen roles importantes asociados con la provisión de información que permite a los 
involucrados en cada una de estas etapas tomar decisiones fundadas en evidencia objetiva7 derivada 
de rigurosos procesos de análisis (Tabla 2).

5	 El análisis de las políticas públicas puede realizarse a partir de la adopción de distintos enfoques conceptuales que 
entienden a las políticas públicas a partir de distintas perspectivas, por ejemplo, el análisis de redes de política, el 
enfoque constructivista, la teoría de las organizaciones, la teoría de la elección pública, entre otros. 

6	 No existe un consenso acerca del número de etapas que componen al proceso de políticas públicas; sin embargo, éstas 
podrían considerarse aquéllas en las cuales coincide la mayoría de los autores.

7	 Existe una amplia literatura acerca de la hechura de políticas públicas basada en evidencia, por ejemplo: Bogenschneider, 
K., & Corbett, T. J. (2010). Evidence-Based Policymaking: Insights from Policy-Minded Researchers and Research-Minded 
Policymakers New York: Routledge, Geyer, R. (2012). Can complexity move UK policy beyond ‘Evidence-Based Policy 
Making’ and the ‘Audit Culture’? Applying a ‘Complexity Cascade’ to education and health policy. Political Studies, 60(1), 
20-43.
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Tabla 2. Principales aportes de la auditoría y de la evaluación al proceso de 
políticas públicas

Etapa Auditoría Evaluación

Agenda

Las auditorías de seguimiento8, por ejemplo, 
pueden evidenciar deficiencias recurrentes de 
las organizaciones públicas que demanden la 
intervención gubernamental, en este caso, la 
información generada por la auditoría permite 
llevar a la agenda pública un caso en particular.

La evaluación permite identificar problemas públicos que 
demandan la intervención gubernamental, por ejemplo, 
las evaluaciones sectoriales (salud, educación, seguridad 
social, entre otros) ponen el énfasis en aspectos que 
demandan atención y que deben incorporarse a la 
agenda pública o señalar problemas públicos que se 
han agravado.

Diseño o formulación

Las auditorías pueden proveer información muy 
detallada acerca del uso y aplicación de los 
recursos, esta información representa un insumo 
de gran importancia para el diseño de nuevas 
políticas que puede basarse en experiencias 
documentadas, por ejemplo, en el caso de obra 
pública.

A través de la evaluación es posible acceder a información 
diagnóstica de distintas áreas de políticas que les permitan 
diseñar con mayor precisión los programas y políticas 
dirigidas a atender una problemática identificada9.

Implementación

El énfasis en los procedimientos permite detectar 
aquellas desviaciones que podrían entorpecer la 
consecución de los objetivos de un programa, 
en el caso de las auditorías de sistemas10, éstas 
proveen información acerca del funcionamiento 
de dichos procesos.

Evaluaciones como las de procesos, están dirigidas a 
analizar con mayor detalle la operación de un programa 
o política y a generar información acerca de aquellos 
elementos que requieren atención para mejorar la 
implementación.

Fuente: Elaboración propia.

8	 El objetivo de las auditorías de seguimiento es “dar seguimiento a las observaciones emitidas a los entes fiscalizados 
en ejercicios anteriores, la intención es conocer el estado de atención de las mismas y verificar físicamente si se han 
corregido en tiempo y forma los errores señalados”. Merino, M. (2009). Informe sobre la evolución y el desempeño de 
la Auditoría Superior de la Federación. Pág. 23.

9	 Por ejemplo, el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), a través de su Informe 
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 2011 presenta información diagnóstica de distintos sectores como 
educación, salud, vivienda, seguridad social y alimentación.

10	 Las auditorías de sistemas “examinan si los sistemas y procedimientos de control utilizados por los entes fiscalizados 
son adecuados y confiables en su diseño y operación”. Merino (2009) Op Cit. Pág. 22.
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En síntesis, la auditoría contribuye de manera importante a contar con elementos para la valoración 
de la acción pública, particularmente en lo relativo al ejercicio de los recursos y su vinculación con 
los objetivos logrados. La evaluación, por su parte, contribuye al proceso a partir de la generación 
de información acerca de distintas dimensiones de los programas públicos, así como a identificar y 
cuantificar problemas públicos que demandan atención. La relevancia de identificar la contribución 
de ambos enfoques radica en que a través de instrumentos y procesos distintos, ambas actividades 
generan insumos cuya utilización dependerá de diversos factores como voluntad política, capacidad 
presupuestaria, entre otros11.

Respecto de la rendición de cuentas12, Schedler (2008) señala que es posible identificar dos grandes 
componentes. Primero, la obligación que tienen los servidores públicos de informar y justificar sus 
acciones. Segundo, la capacidad de sancionar cuando los sujetos a rendir cuentas incumplan esta 
obligación. En este tenor, la auditoría y la evaluación son instrumentos que sistemáticamente otorgan 
elementos para que aquellos servidores y agentes públicos que están sujetos a esta obligación puedan 
informar y justificar sus decisiones y acciones.

La auditoría y la evaluación, por lo tanto, constituyen instrumentos efectivos tanto para rendir 
cuentas como para exigirlas. En el caso de la auditoría, su énfasis en la revisión del ejercicio del gasto 
permite obtener evidencia acerca de si las decisiones y acciones de los servidores públicos se han 
traducido en el uso responsable de los recursos. Además, a través de las distintas auditorías, es posible 
identificar desviaciones a la norma que constituyan elementos para sancionar a los responsables. La 
auditoría, por lo tanto, contribuye a la rendición de cuentas principalmente a través de su capacidad 
de detectar desviaciones de la norma que conduzcan, en primer lugar, a que se cuestione a los 
servidores públicos acerca de las decisiones y acciones que pudieron haber ocasionado dichas 
desviaciones; en segundo, a que tras detectar irregularidades a través de una auditoría, exista evidencia 
suficiente para señalar responsabilidades y, de acuerdo con la norma, iniciar los procedimientos para 
el establecimiento de sanciones.

11	 La multiplicidad de factores que influyen en la utilización de los hallazgos de una evaluación o auditoría han sido 
estudiados con detalle en la literatura (Ver Fleischer, D. N., & Christie, C. A. (2009). Evaluation Use. American Journal 
of Evaluation, 30(2), 158-175, Grasso, P. G. (2003). What Makes an Evaluation Useful? Reflections from Experience in 
Large Organizations. American Journal of Evaluation, 24(4), 507-514, Henry, G. T., & Mark, M. M. (2003a). Beyond Use: 
Understanding Evaluation’s Influence on Attitudes and Actions. American Journal of Evaluation, 24(3), Iriti, J. E., Bickel, 
W. E., & Nelson, C. A. (2005). Using Recommendations in Evaluation. American Journal of Evaluation, 26(4), 464-479.

12	 Para este concepto aludiré a la definición desarrollada por López-Ayllón y Merino (2010) para quienes una política de 
rendición de cuentas “debe ser entendida como un conjunto de instituciones, normas y procedimientos que tiene 
como propósito fortalecer la legalidad y el sentido democrático de las responsabilidades públicas y sancionar (positiva 
o negativamente) a los actores que las asumen […] debe ser diseñada y practicada como una política transitiva y 
subsidiaria orientada a fortalecer la responsabilidad del ejercicio de la función pública […] esencialmente ha de tener 
una vocación pública y no meramente burocrática” Merino, M., López-Ayllón, S., & Cejudo, G. (Eds.). (2010). La estructura 
de la rendición de cuentas en México. México, D.F.: Instituto de Investigaciones Jurídicas Centro de Investigación y 
Docencia Económicas. Pág. 10.
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Los productos que genera la evaluación también pueden ser utilizados por los servidores públicos para 
evidenciar el resultado de sus decisiones y acciones, por ejemplo, a través de explicar modificaciones 
en la cobertura de un programa durante un período de tiempo determinado o señalar cambios en 
las condiciones de vida de la población a las que se dirige un programa. Asimismo, esta información 
sirve para exigir cuentas a los responsables de un programa o una política cuando los objetivos 
establecidos en un primer momento no se cumplieron.

Tanto la auditoría como la evaluación contribuyen, a través de la evidencia que generan a fortalecer 
el proceso de políticas públicas a partir de dotar a los involucrados en dicho proceso de información 
objetiva y metodológicamente sustentada para tomar decisiones. Asimismo, permiten a los servidores 
públicos informar y justificar sus decisiones y, al mismo tiempo, que se generan elementos para 
sancionar a quienes incumplan en sus obligaciones.

 

Figura 1. Principales contribuciones de la auditoría y evaluación al proceso de 
políticas públicas y a la rendición de cuentas

Proceso de Políticas Públicas

•	 Información para toma de 
decisiones

•	 Evidencia sobre resultados 
obtenidos

•	 Insumos para valorar el costo-
beneficio de una política o 
programa

Rendición de Cuentas

•	 Evidencia para informar y 
justificar decisiones

•	 Elementos para sancionar 
incumplimiento de la norma

Evaluación

Auditoría

Fuente: Elaboración propia.
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¿Integrar auditoría y evaluación? Una perspectiva teórica
Indudablemente, tanto la auditoría como la evaluación son procesos que derivan en insumos 

importantes para el proceso de políticas públicas y para la rendición de cuentas. Ambos procesos 
implican el análisis, con distintos métodos, de información que les permita llegar a hallazgos o 
conclusiones relevantes. En este contexto, la similitud de los dos enfoques plantea la discusión de 
si su coexistencia puede generar traslapes o duplicidades. Así, la evolución de ambos enfoques, 
particularmente el de auditoría, ha generado distintas discusiones teóricas acerca de la pertinencia 
de integrarlos bajo un tercer esquema con el propósito de potenciar sus efectos en distintas áreas 
del quehacer público.

Como se señaló, la incursión de la auditoría en el campo de la valoración del desempeño ha sido 
quizá el elemento que más se ha discutido en términos de su posible traslape con la evaluación. La 
similitud que existe entre ambas actividades provoca que cada vez sea más complejo diferenciar los 
instrumentos y métodos que se utilizan en la evaluación respecto de aquéllos utilizados por la auditoría 
del desempeño (Pollitt & Summa, 1996). Desde la perspectiva teórica, las similitudes entre ambos 
enfoques han conducido a una serie de debates respecto de si es posible y deseable integrarlos13, 
especialmente en un momento en el cual la simplificación administrativa, la reducción del aparato 
gubernamental y la minimización de costos de transacción han gran cobrado importancia (Hood, 
1991; Knott, 1993; North, 1990; Osborne & Plastrik, 1998). 

La “liberación de la auditoría tradicional” (Brooks, 1996) y su acercamiento a la evaluación constituyen 
algunos de los elementos que detonaron esta discusión acerca de una posible integración de los 
enfoques. El desarrollo de competencias y habilidades en las dos actividades también ha conducido 
a pensar que podrían obtenerse más beneficios a partir de un esquema conjunto, al observar por 
ejemplo que la diversidad de métodos desarrollados en el marco de la evaluación ha dotado de mayores 
herramientas analíticas para los auditores, a la vez que la legitimidad de los auditores conferida por 
la norma, podría coadyuvar a una mayor independencia de los evaluadores (House, 1993). Así, la 
discusión acerca de la posible integración de los dos enfoques ha partido de la premisa de que ésta 
podría beneficiar a ambas partes al incorporar elementos distintivos de cada una. Sin embargo, más 
allá de la unión de métodos y procesos, la integración implica distintas ventajas y desventajas que 
deben analizarse con mayor detenimiento.

13	 Existe poca evidencia empírica acerca de la integración de los enfoques de auditoría y evaluación; sin embargo, 
es relevante aludir al trabajo de Brooks (1996) quien analizó el caso de algunos gobiernos estatales en los Estados 
Unidos de América en donde es visible la aproximación de los dos enfoques y su flexibilización ante las demandas de 
información de los congresos locales. Asimismo, Gunvaldsen y Karlsen (1999) también han contribuido a la generación 
de evidencia empírica al analizar el caso de la Oficina del Auditor General de Noruega y su incursión en el campo de la 
evaluación, así como las implicaciones de estas nuevas funciones para esta organización auditora. 
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Algunas ventajas están evidentemente relacionadas con la gestión de ambas actividades. Concentrarlas 
en una sola organización, por ejemplo, implicaría no sólo la simplificación de procedimientos sino 
también la reducción de costos financieros y humanos. Como consecuencia de las distintas reformas 
dirigidas a promover mayor eficiencia en la gestión pública y la rendición de cuentas, las actividades, 
tanto de evaluación como de auditoría, han cobrado gran importancia en los últimos años14. Esto 
puede observarse a partir “del incremento en el número de instancias reguladoras y auditoras, así 
como en el número de unidades o divisiones de evaluación al interior de los gobiernos […] el gasto 
en este tipo de actividades se ha incrementado en la medida en la que la capacidad de evaluación 
del sector público ha crecido” (Thiel & Leeuw, 2002, pp. 268–269)15.  Así, la integración de ambos 
enfoques podría representar una reducción importante en los costos –sobre todo de operación– de 
las organizaciones dedicadas a estas actividades. Aunado al hecho de que la comunicación y la 
coordinación con los entes auditados/evaluados se facilitarían a través de un solo conducto.

Adicionalmente, esta concentración de las funciones de auditoría y evaluación en una sola 
organización podría evitar una de las disfunciones más recurrentes asociadas a los mecanismos 
de control. Dado que tanto la auditoría como la evaluación demandan información y participación 
de las organizaciones públicas, el exceso de requerimientos puede llevar a que las organizaciones 
gubernamentales descuiden su actividad principal para generar la información documental necesaria 
para cumplir con la normatividad tanto de la auditoría como de la evaluación. Esto es precisamente lo 
que Bovens (2007) denominó como “el problema de muchas manos y muchos ojos”, el cual alude a que 
existe una multiplicidad de actores,16 con criterios distintos, a los que las instituciones deben informar 
y rendir cuentas. Lo anterior puede provocar dos efectos nocivos al interior de las organizaciones. 
Por una parte, el exceso de actividades asociadas a la atención de requerimientos para auditorías y 
evaluaciones puede desplazar el objeto principal de una organización, es decir, la actividad principal 
de una institución de salud debe ser proveer servicios a la población, no atender requerimientos 
de información para el desarrollo de auditorías y evaluaciones. El segundo efecto nocivo es que 
esta saturación de procedimientos administrativos asociados con la auditoría y evaluación impide 

14	 Específicamente en el caso de la auditoría, ésta ha sido objeto de estudio en la literatura al señalar que en los últimos 
años se ha dado una “explosión”. Algunos estudiosos de este fenómeno como Power (1998), inclusive han acuñado 
el concepto de “sociedad auditora” la cual se define como “una etiqueta para denominar la pérdida de la confianza 
en las instituciones sociales, particularmente las políticas […] una pérdida de la fe en el liderazgo intelectual, político 
y económico que ha conducido a la creación de una industria de la verificación que satisfaga las demandas por 
señales de orden” Power, M. P. (1997). The audit society : rituals of verification. Oxford: Oxford University Press. En 
consecuencia, la discusión acerca del rol de la auditoría se ha trasladado a plantearse qué posibles distorsiones pueden 
presentarse (especialmente a nivel organizacional) a partir de un exceso de control y verificación provocado por esta 
“explosión”. 

15	 En el caso de México es posible observar iniciativas de gobiernos sub nacionales para la creación de organismos 
dedicados a la evaluación de políticas y programas públicos, por ejemplo, el Consejo de Evaluación de Desarrollo Social 
del Distrito Federal y el Consejo de Investigación y Evaluación de la Política Social del Estado de México.

16	 Bovens clasifica a estos órganos en distintos grupos: Políticos (Representantes electos, partidos políticos, votantes, 
medios de comunicación); Legales (juzgados); Administrativos (auditores, inspectores); Profesionales (profesionistas 
del área) y Sociales: (grupos de interés, asociaciones y otros). Bovens, M. (2007). Analysing and Assessing Accountability: 
A Conceptual Framework. European Law Journal, 13(4), 447-468.
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a las organizaciones públicas internalizar estos procesos como mecanismos para la mejora de sus 
programas y políticas y para la rendición de cuentas. Por el contrario, la valoración de sus actividades 
se convierte en una carga administrativa adicional, cuyo énfasis no se encuentra en la mejora de la 
gestión, sino en las sanciones previsibles que generarían tanto las desviaciones con la legislación y 
con lo planificado como el incumplimiento en los plazos definidos para entregar dichos informes.

Otras posibles ventajas tienen que ver con la combinación de metodologías para valorar distintas 
dimensiones de programas y políticas. La objetividad y la independencia de los procesos para el 
análisis son dos de los aspectos más valorados tanto en la evaluación como en la auditoría. En este 
sentido, una posible integración de los enfoques podría significar, por una parte, que a la evaluación 
se le dotara de un carácter mucho más riguroso como del que goza la auditoría, en vista de que los 
evaluadores carecen de la legitimidad que tienen los auditores a partir de las facultades que les otorga 
la ley (Pollitt & Summa, 1996).

Por otra parte, dotar a la auditoría de mayor flexibilidad en su análisis a través de incorporar métodos 
provenientes de la evaluación constituye otra ventaja para la integración. Existe una percepción 
generalizada de que la auditoría es un enfoque rígido e inflexible, principalmente por su fuerte énfasis 
en los procesos y en el cumplimiento de la norma; sin embargo, las necesidades de los usuarios que 
utilizan la información (legisladores, sociedad civil, medios de comunicación, entre otros) demandan 
una mayor capacidad de respuesta de parte de las entidades auditoras. Esto significa que los usuarios 
requieren información que esté más enfocada en los productos que en los procesos (Brooks, 1996). 
Ante estas nuevas demandas, el enfoque de auditoría –particularmente la auditoría del desempeño– 
podría beneficiarse sustancialmente de la utilización de métodos provenientes de la evaluación que 
le permitirían generar información más orientada a las necesidades de los usuarios.

Finalmente, en términos de legitimidad, la auditoría por su carácter más normativo, basa su legitimidad 
en las facultades que le otorga la ley para dar seguimiento y sancionar las posibles desviaciones 
encontradas, mientras que la evaluación lo hace en su capacidad técnica y metodológica para obtener 
evidencia sobre todo de la efectividad de la política pública. La combinación de ambos enfoques podría 
resultar en un tercero que gozaría de mayor solidez tanto técnica como normativa y que tuviera una 
mayor capacidad de incidir en la toma de decisiones a partir de los hallazgos tanto de evaluaciones 
como de auditorías17. 

17 Precisamente en este punto se ubica gran parte de la discusión acerca de cuáles son los factores que promueven el 
uso de los hallazgos de una evaluación. Al carecer del carácter normativo que tiene la auditoría para hacer vinculatorias 
sus recomendaciones, la evaluación debe atender una serie de factores para promover el uso de los hallazgos. 
Por ejemplo, la identificación de la audiencia objetivo, la claridad en el lenguaje, la relevancia de los hallazgos y 
la generación de evidencia en el momento oportuno son algunos de los factores que la literatura reconoce como 
importantes para potenciar la utilización. Grasso, P. G. (2003). What Makes an Evaluation Useful? Reflections from 
Experience in Large Organizations. American Journal of Evaluation, 24(4), 507-514, Henry, G. T., & Mark, M. M. (2003b). 
Beyond Use: Understanding Evaluation’s Influence on Attitudes and Actions American Journal of Evaluation, 24(3), 
Patton, M. Q. (1986). Utilization-focused evaluation (2nd ed.). Newbury Park, Calif. ; London: Sage, Vanlandingham, G. 
R. (2011). Escaping the Dusty Shelf: Legislative Evaluation Offices’ Efforts to Promote Utilization. American Journal of 
Evaluation, 32(1).
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Figura 2. Aportes de la auditoría y la evaluación a un enfoque común

Existen, por otro lado, argumentos en contra de una posible integración de la auditoría y la evaluación, 
fundamentalmente centrados en que la lógica detrás de cada uno de los enfoques es incompatible 
y que estas divergencias impiden la consolidación de un tercer enfoque. Un primer argumento es la 
propia naturaleza de los enfoques, mientras la auditoría se centra en la identificación de desviaciones 
a la norma, la evaluación busca hallazgos, tanto positivos como negativos, acerca de un determinado 
programa o política, “una consecuencia de esto es que las evaluaciones constantemente resultan en 
hallazgos poco contundentes, que a los ojos de los auditores son intrascendentes, mientras que los 
propios evaluadores pueden mostrarse escépticos ante las observaciones derivadas de una auditoría” 
(Chelimsky, 1996, pp. 64–65).
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Esta desacreditación, por ambas partes, de los hallazgos es un problema que se observa más allá 
de la discusión acerca de la compatibilidad de los enfoques. Dado que la auditoría y evaluación tienen 
distintas fuentes de credibilidad y legitimidad, el cuestionamiento de los hallazgos tanto de una como 
de la otra, pueden generar efectos nocivos en las organizaciones que participan en un esquema de 
control, ya sea a través de auditorías o de evaluaciones. Aun cuando es difícil lograr un consenso 
acerca de la calidad de los hallazgos, su descalificación dificulta considerablemente la transformación 
de los mismos en elementos que mejoren la gestión (Leeuw, 1996). Esta no es una cuestión sencilla 
de resolver, la meta-evaluación18 por ejemplo, es un mecanismo que puede coadyuvar a establecer un 
sistema de calidad de las evaluaciones; sin embargo, siempre serán debatibles. Lo anterior, pensado 
en un esquema integral, podría traducirse en complicaciones dentro de una organización en la cual 
sus miembros están en una continua pugna por la supremacía de su enfoque o, peor aún, que los 
productos resultantes de la valoración de un programa o de una política fueran inconsistentes, debido 
a las diferencias ideológicas.

Vinculado con el argumento previo, las capacidades técnicas de los profesionales de la auditoría 
y de la evaluación son distintas, su formación les ha dotado de herramientas analíticas diferentes y, 
a pesar de desenvolverse en medios similares, no puede asumirse a priori que existe un lenguaje 
común para que pueda establecerse una comunicación efectiva entre ambas partes. Esto no significa 
que unos sean más competentes que los otros, pero sí que su experiencia y conocimiento están más 
desarrollados en unos campos que en otros. Para los auditores por ejemplo, el análisis de las finanzas 
públicas es una actividad cotidiana, mientras que para los evaluadores puede serlo la identificación 
de impactos de un programa público sobre un sector de la población.

Otra de las desventajas es que una posible integración implicaría tener que priorizar entre procesos 
y resultados. En vista de que el énfasis de la auditoría está en los procesos, “la identificación de 
impactos es menos importante que para la evaluación, ésta en cambio busca rigurosamente el vínculo 
causal entre el programa y sus resultados, mientras que para un auditor es suficiente con determinar 
que los resultados podrían ser inadecuados, sin ahondar en la causa, si los resultados son positivos, 
no existen deficiencias que reportar ni hay la necesidad de establecer la cadena causal” (Divorski, 
1996, p. 57). En este escenario, resultaría difícil establecer qué es más importante, si los resultados 
o los procesos, y también si debieran reportarse las desviaciones o las posibles relaciones causales 
entre actividades y productos. 

18	 La meta-evaluación puede entenderse como “un conjunto de técnicas estadísticas utilizadas para analizar un conjunto 
de hallazgos derivados de múltiples estudios […] su objetivo es proveer una estimación robusta de los resultados de 
la magnitud del impacto de una política, así como explorar las características que están asociadas con las variaciones 
observadas en la magnitud de dicho impacto en diferentes momentos y contextos” Ashworth, K., Cebulla, A., Greenberg, 
D., & Walker, R. (2004). Meta-Evaluation: Discovering What Works Best in Welfare Provision. Evaluation, 10(2), 193-216. 
Págs. 195-196.
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Finalmente, la integración de los enfoques podría mermar la percepción al exterior de la objetividad 
e independencia de los procesos. La incorporación de profesionales del campo de la evaluación 
“con profesiones que están alejadas del ‘enfoque objetivo’ en el cual se ha basado la auditoría” 
(Gunvaldsen & Karlsen, 1999, p. 464) puede generar cuestionamientos acerca de la preservación de la 
independencia y de la capacidad de aislar la valoración de la acción pública de la influencia política.

En términos generales, la discusión teórica acerca de la integración de la auditoría y evaluación 
parece apuntar a que las diferencias de fondo de ambos enfoques podrían generar más complicaciones 
que beneficios para los dos campos. Si bien “los evaluadores podrían sentirse más protegidos 
institucionalmente comparado como lo perciben siendo una unidad independiente, el trade–off  entre 
esa protección y la calidad técnica podría no valer la pena desde la perspectiva de los evaluadores” 
(Chelimsky, 1996, p. 65). La complejidad inherente a ambas actividades impide establecer un argumento 
contundente acerca de si es posible y deseable promover esta integración, incluso la discusión 
pareciera apuntar a que, independientemente de las ventajas y desventajas señaladas por la teoría, 
el marco institucional y el contexto político en el que interactúan la auditoría y evaluación podrían 
representar obstáculos adicionales a los mencionados en esta sección para su posible unificación.

Reflexiones finales

La interacción entre los enfoques de auditoría y evaluación implica la conjunción de dos visiones 
distintas de la valoración de la política pública. La racionalidad de cada uno de los enfoques hace 
muy compleja la posible integración de ambas actividades, aún cuando pudiera pensarse que las 
fortalezas de cada uno podrían subsanar sus debilidades conjuntas. Si esto en la práctica fuera posible, 
no necesariamente sería deseable. La auditoría y la evaluación tienen propósitos, métodos, resultados 
y audiencias distintas, la discusión entonces debe ir encaminada a identificar con mayor precisión 
cuál es la contribución de cada una al proceso de políticas públicas y a la rendición de cuentas. 

Por una parte, el rol de la auditoría es pertinente en tanto que provee información acerca del 
cumplimiento de la norma y del uso eficiente y económico de los recursos; sin embargo, la inclusión 
de la dimensión del desempeño es probablemente el punto de traslape con la evaluación. En este 
sentido, la interacción de la auditoría y la evaluación en un mismo contexto institucional puede 
generar una serie de distorsiones que deben tomarse en cuenta. 

Así, surge la discusión acerca de cuánto control es necesario y suficiente para exigir que los 
gobiernos rindan cuentas y se genere evidencia de la efectividad de sus políticas. La interacción 
de la auditoría y la evaluación, aunado a los propios sistemas de control interno que existen en las 
organizaciones públicas, pueden generar esfuerzos administrativos adicionales cuyo efecto en la 
mejora de las políticas públicas y en la rendición de cuentas sea difuso.

Ante este escenario, dada la divergencia de los dos enfoques, pensar en su unificación implicaría 
una gran complejidad que podría traer nuevos beneficios pero también nuevos problemas. El énfasis 
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del análisis debería estar en procurar que la interacción de los dos enfoques en un mismo contexto 
potenciara los esfuerzos para valorar la acción pública y promoviera la rendición de cuentas, sin 
generar distorsiones graves al interior de las organizaciones. Con base en lo anterior, es importante 
señalar algunos aspectos a considerar acerca de la interacción de la auditoría y la evaluación:

1.	 El énfasis de cada uno de los enfoques es distinto, mientras la auditoría se centra en los procesos, 
la evaluación está dirigida hacia los resultados, por esta razón, es importante que el propósito de 
ambas actividades sea claro y no existan traslapes, aun en el caso de la auditoría del desempeño.

2.	 La contribución de ambos enfoques debe ser explícita, la auditoría debe tener un rol más activo 
en la rendición de cuentas, mientras que la evaluación debe proveer más y mejores elementos 
para robustecer el proceso de políticas públicas.

3.	 Es recomendable que exista una clara identificación de la audiencia principal de los productos 
derivados de procesos de auditoría y evaluación, y tomar en cuenta las necesidades de información 
de esta audiencia.

4.	 El intercambio de información entre las entidades auditoras y evaluadoras puede evitar duplicidades 
que generen esfuerzos administrativos adicionales tanto para ellos como para los entes auditados/
evaluados.

5.	 La comunicación continua entre entidades auditoras y evaluadoras puede ayudar en la planeación 
de las actividades evitando, en la medida de lo posible, que los procesos se traslapen.

6.	 Finalmente, acercar ambos enfoques a través de la interacción de las organizaciones dedicadas 
a estas actividades puede contribuir a la construcción de un lenguaje común que permita un 
mejor entendimiento y, sobre todo, que reduzca el nivel de desacreditación que pueda existir.

A manera de conclusión, la auditoría y la evaluación constituyen herramientas analíticas importantes 
tanto para la rendición de cuentas como para la mejora de la acción pública. Ante esto, la posible 
integración de ambos instrumentos de escrutinio de la actividad pública no necesariamente representaría 
un avance en la construcción de un nuevo enfoque basado en las fortalezas de cada uno; sin embargo, 
lo relevante no es señalar la supremacía de alguno de los dos enfoques o la herramienta de mayor 
utilidad. Ambos sirven a distintos propósitos, generan productos diferentes y pueden coexistir en un 
mismo escenario. El énfasis, por tanto, debe estar en la cautela con la que deben implementarse estos 
mecanismos de control y verificación, poniendo especial atención en que no generen distorsiones 
innecesarias en las organizaciones públicas y, sobre todo, que no existan duplicidades de esfuerzos. 
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Hacia la construcción de un sistema de rendición de cuentas 
armónico, como mecanismo para el fortalecimiento de la eficacia 

institucional y el combate a la corrupción en México

I. Introducción
Es innegable que el proceso democratizador que vivió nuestro país a partir de la década de los 
sesentas tuvo un origen eminentemente social, el cual demandó una nueva agenda de rendición 
de cuentas para transformar el sistema político mexicano1, caracterizado porque la autoridad sólo 
era responsable de sus decisiones ante sí misma (Loaeza, 1993:17). Inicialmente los cambios 
generados modificaron el entramado constitucional y legal2, buscando imponer restricciones, casi 
exclusivamente al ejercicio del poder por parte del Presidente de la República (Cejudo, 2009:9)3.

A partir de la transición política (2000)4, se crearon y fortalecieron instituciones, leyes, servicios 
y sistemas que5, en su conjunto, vinieron a conformar una estrategia fundada en la Constitución y 
leyes federales, para mejorar el conocimiento de las políticas públicas, los planes y programas de 
gobierno, así como las evaluaciones de los resultados de la administración pública, al tiempo que han 
servido para limitar la discrecionalidad tanto del Poder Ejecutivo Federal, como de quienes poseen 
amplias facultades para ejercer el poder público y manejar el gasto de los recursos económicos 
en México. 

A pesar de ello, aún no es posible sostener que nuestro país cuente con un sistema armónico 
e integrado de rendición de cuentas, sino que más bien tiene elementos que lo integran pero que 
funcionan de manera aislada, inconexa y parcial, tanto en el plano normativo, con reglas poco 
claras y homogéneas, como en el fáctico, en donde los esfuerzos institucionales son divergentes 
y no impactan en la mejora de la calidad de los servicios públicos y en la eficacia gubernamental.

En este contexto se inserta el trabajo que presentamos, el cual tiene como propósito continuar 
con el análisis que en materia de rendición de cuentas, ha hecho un importante sector académico, 

1	 Por sistema político podemos entender el conjunto de relaciones entre los subsistemas: de gobierno, partidos y 
electoral, integrados en el contexto histórico, social, económico y político de cada país. Nohlen (2005 y 2006).

2	 Un análisis interesante del cambio en el sistema jurídico mexicano (1970-2000), en: López Ayllón y Fix-Fierro (2003).
3	 Tras el arribo de un nuevo régimen político basado en la pluralidad, en términos de rendición de cuentas, la prioridad 

fue acotar la discrecionalidad del Presidente de la República, el cual gozaba de amplias facultades constitucionales 
y metaconstitucionales. Véase: Carpizo (2002), Lujambio (2002) y desde otra óptica: De la Madrid (1998).

4	 La transición política en México se sustentó en cambios graduales, en donde los actores políticos no rompieron con 
el régimen hegemónico, sino que establecieron negociaciones para definir nuevas reglas del juego político, lo que 
redundó en mayor participación social y en mejor representación plural de los intereses ciudadanos. Merino (2003).

5	 Se creó la Auditoría Superior de la Federación (ASF), el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección 
de Datos (IFAI), el Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC), el Consejo Nacional de Evaluación de 
la Política de Desarrollo Social (CONEVAL); se fortaleció al Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). Se 
promulgaron normas sobre fiscalización, transparencia, archivos, protección de datos, contabilidad, responsabilidad 
de servidores públicos, etc. Se instauró el servicio profesional de carrera y se implementaron, entre otros, el Sistema 
de Evaluación del Desempeño (SED) y el Sistema Nacional de Fiscalización (SNF).
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y que, desde nuestra óptica, es trascendental continuar para comprender la forma en que funciona 
el ejercicio del poder y sus controles en México, así como motivar el interés y la reflexión profunda 
sobre la necesidad de trabajar en pro de instituciones públicas del Estado mexicano que desarrollen 
sus atribuciones en el marco de un sistema integral de colaboración con apego a la ley, eficacia y 
honradez.

Nuestro trabajo toma como punto de partida el modelo de análisis desarrollado por el politólogo 
Andreas Schedler, en dos de las obras fundamentales para entender la rendición de cuentas: 
Conceptualizing accountability y ¿Qué es la rendición de cuentas? (Schedler, 1999 y 2007). A dicho 
modelo lo dotamos de contenido, con elementos que desde nuestra lógica particularizan el Sistema 
Nacional de Rendición de Cuentas en México. 

El estudio propuesto lo desarrollaremos de la manera siguiente: En primer lugar, dada la necesaria 
brevedad de este trabajo, conoceremos sucintamente el marco conceptual de la rendición de cuentas, 
revisando los elementos que la integran y las modalidades que la conforman. Posteriormente, 
expondremos nuestra propuesta de análisis del actual sistema de rendición de cuentas en México; 
presentaremos los subsistemas que lo componen y analizaremos los elementos que integran estos 
subsistemas (normativos, estructurales, de criterios, políticas públicas y acciones). Finalmente, 
reflexionaremos sobre la necesidad y ventajas de integrar armónicamente los elementos y procesos 
de rendición de cuentas en nuestro país, a fin de mejorar la eficacia gubernamental y la lucha 
contra la corrupción.

II. Marco conceptual
La connotación actual de rendición de cuentas se refiere a la obligación de los órganos del 

poder público de responder de sus actos y determinaciones ante los ciudadanos. Sin embargo, la 
rendición de cuentas no siempre fue entendida así, sino que era concebida con una naturaleza 
fiscalizadora; aludía al informe contable que debían presentar los administradores de una empresa 
a los dueños de la misma (Del Castillo, 2003).

Para la década de los ochentas, la rendición de cuentas se asimilaba con el término auditoría, 
ya que, en la práctica, se entendía como la presentación de informes de estados financieros y 
contabilidad. No obstante, actualmente, el concepto de rendición de cuentas ha evolucionado de 
su concepción inicial y, para diversos autores se identifica con el término inglés accountability6,  
que “…a veces se traduce como control, a veces como fiscalización, otras como responsabilidad” 
(Schedler, 2007:11).

6	 Cfr. O´Donell (1998); así también: Mulgan (2003) y Ugalde (2003).
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Para algunos autores, la rendición de cuentas consiste en “la obligación de todos los 
servidores públicos de dar cuentas, explicar y justificar sus actos al público, que es el último 
depositario de la soberanía en una democracia” (Dunn,1999:298). Para otros, la rendición de 
cuentas implica “el requerimiento para que los representantes den cuenta y respondan frente a los 
representados sobre el uso de sus poderes y responsabilidades y actúen atendiendo a las críticas” 
(Mclean&McMillan,1996;Ugalde, 2003:9).

Como podemos colegir de las definiciones citadas, el concepto de accountability, involucra la 
exigencia de cuentas como una obligación y como un derecho, está estrechamente relacionado 
al ejercicio de los gobiernos democráticos, en los cuales se justifica tanto la representación 
ciudadana, como la demanda porque esa representación se materialice con eficacia, honorabilidad 
y responsabilidad7.

Sin embargo, la rendición de cuentas establece un vínculo más amplio al que se produce entre 
representante-representado dentro de la democracia representativa, ya que las elecciones, como 
método de control político “sólo afectan a quienes poseen cargos electivos y no al conjunto de la 
burocracia estatal” (Olvera e Isunza, 2004:346), por lo que el control que se establece a través de 
las elecciones (rendición de cuentas vertical) no es suficiente para garantizar un buen desempeño 
gubernamental. 

Bajo esta perspectiva, rendir cuentas atañe no solamente a las autoridades electas, sino a todo 
aquel servidor público que forma parte de la estructura gubernamental de un país, los que están 
obligados “a informar de lo realizado a los principales sobre el cumplimiento de las metas logradas, 
productos obtenidos (…) y recursos empleados, en función de las atribuciones conferidas, que 
conlleva a alguna sanción ante el incumplimiento de las responsabilidades establecidas” (Olivos, 
2007:291).

Para la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
en México, el derecho a la rendición de cuentas consiste en que los ciudadanos puedan exigir 
cuentas a las autoridades y servidores públicos, tanto a los del poder Ejecutivo como a los del 
Legislativo y el Judicial, quienes tienen la obligación de justificar y aceptar las responsabilidades 
por las decisiones tomadas (ONU–DH, 2003:54).

7	 De esta manera, la rendición de cuentas es un elemento esencial de las democracias, implica la capacidad de las 
instituciones para hacer responsables a los gobernantes de sus actos y decisiones, en los distintos niveles de poder, 
esto permite evitar, prevenir y, en su caso, castigar su abuso. Crespo (2003:7). En el mismo sentido, Nieto (2005:398).
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Schedler considera que la rendición de cuentas implica, además de la obligación de informar 
y justificar actos y determinaciones por parte de las autoridades, la posibilidad de sancionarlas 
cuando su actuación no sea acorde al marco jurídico que regula su actuación (Schedler, 2007:12). 
De acuerdo con el análisis de este autor, la rendición de cuentas se integra por los elementos: a) 
información, b) justificación y c) castigo; los cuales buscan prevenir y resarcir el abuso del poder 
político (Schedler, 1999:14). 

Los primeros dos elementos se identifican con el término inglés answerability, que comprende 
el derecho a recibir información acerca de las decisiones y actos de las autoridades, y la obligación 
del gobierno de divulgar y publicar todos los datos requeridos; además, comprende la posibilidad 
de solicitar (y proporcionar) la justificación de dichas decisiones y actos (Schedler, 2007:14)8. El 
tercer elemento (castigo)9, tiene una estrecha relación con el término inglés enforcement, el cual 
describe un conjunto de actividades orientadas al cumplimiento de la ley, e implica el apego de 
las autoridades a la normatividad legal imperante, de ser necesario, por la fuerza.

Lo anterior significa que la rendición de cuentas va más allá de la actividad discursiva entre 
quienes exigen y quienes rinden cuentas, ya que, eventualmente, quienes exigen cuentas están 
en la posibilidad de castigar las conductas impropias de los servidores públicos (Schedler, 2007:16).

Ahora bien, si partimos de la idea de que la rendición de cuentas es una noción amplia que 
atañe a la conducta de cualquier servidor público, consideraremos también que pueden existir 
tantos tipos de rendición de cuentas como actores y agentes que lo promueven. 

Se han formulado varias propuestas de clasificación de la rendición de cuentas, destacan por 
su importancia, las modalidades siguientes: a) horizontal, que se refiere al control entre poderes o 
agencias del Estado con autoridad para supervisar y/o sancionar a otros entes estatales (O´Donell, 
1998:14); b) vertical, que implica la realización de elecciones libres y regulares, en donde la 

8	 Conforme a estos argumentos, la rendición de cuentas guarda estrecha relación con tareas de vigilancia y monitoreo, 
y establece una relación de diálogo entre la sociedad y las autoridades. Schedler (2007:15).

9	 Otros académicos han considerado la existencia de elementos o características complementarias a la rendición de 
cuentas; verbigracia, Mulgan precisa que la rendición de cuentas debe ser externa ya que siempre es dada a otra 
persona o corporación fuera de la que es sujeto de rendición de cuentas, además, comprende interacción social e 
implica derechos de autoridad, ya que aquellos que piden cuentas están afirmando derechos de mayor autoridad 
sobre aquellos que rinden cuentas. Ackerman (2005). Ackerman propone el elemento receptividad (receptiveness), 
y consiste en “la capacidad de los agentes de gobierno de tomar en consideración el conocimiento y la opinión de 
la ciudadanía” (Traducción Propia). Ackerman (2004).
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ciudadanía, a través de su voto, premia o castiga a los gobernantes (Olvera e Isunza, 2004:346);10 c) 
internacional, relativa a las presiones internacionales que pueden forzar a los gobiernos a ser más 
transparentes en su actuación; d) social, que depende de la activación de grupos y movimientos 
sociales, para exponer irregularidades en el gobierno o exigir acción por parte de alguna institución 
(Cejudo, 2005:50).

La exposición anterior no concluye el análisis de las modalidades de la rendición de cuentas,11 
ni pormenoriza otras teorías y propuestas metodológicas, sin embargo, para los fines del presente 
trabajo, a nuestro parecer es suficiente para mostrar cómo la rendición de cuentas busca, a través 
de sus elementos y modalidades, fomentar el desempeño correcto y adecuado de las instituciones 
gubernamentales y de los servidores públicos.

III. Elementos que integran el Sistema Nacional de Rendición de 
Cuentas en México.

Expuesto el modelo teórico de rendición de cuentas, podemos emplearlo para contextualizar 
y explicar lo que desde nuestra propuesta constituye el actual Sistema Nacional de Rendición de 
Cuentas en México, integrado por tres subsistemas: a) de información; b) de fiscalización y control; 
y c) de responsabilidad. Los tres subsistemas constituyen mecanismos de control de carácter tanto 
interno como externo a las dependencias e instituciones políticas y de gobierno; cada uno se 
integra por diversos elementos normativos e institucionales que, en teoría deben funcionar de 
manera eficiente, congruente y homogénea para alcanzar los fines y metas del Estado mexicano.12 

III.I. Subsistema de información.

El subsistema de información, desde nuestro enfoque, comprende aquellas disposiciones 
constitucionales y legales destinadas a facilitar el conocimiento de la información pública en 
posesión de los Poderes de la Unión y de las entidades federativas, así como la que posean los 
órganos constitucionales autónomos; asimismo, implica la normatividad tendiente a establecer 
los mecanismos para acceder a dicha información, además de aquella enfocada a garantizar la 

10	 Actualmente tanto la rendición de cuentas horizontal como la vertical enfrentan una serie de problemas; en el 
caso de la primera, adolece de falta de transparencia en su funcionamiento, así como de falta de legitimidad 
de las agencias de control frente a la ciudadanía; tratándose de la segunda, enfrenta la limitación de que las 
elecciones únicamente afectan a quienes ocupan cargos de elección popular, y no a quienes forman el conjunto de 
la burocracia estatal.

11	 Schedler añade otras variantes de la rendición de cuentas: a) Política; b) Administrativa; c) Profesional; d) Financiera; 
e) Constitucional; f) Legal; g) Moral, etc. (Schedler, 2007:31-32). Isunza sugiere una modalidad temporal de la 
rendición de cuentas: a) prospectiva; b) procesal y c) retrospectiva (Isunza, 2006:283-286).

12	 Dentro de cada subsistema existen también decisiones políticas o criterios institucionales que, en algunos casos, 
crean sistemas de integración y armonización orientados a alcanzar la finalidad del subsistema correspondiente.
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protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados y también la especializada 
en reglamentar la organización, clasificación y manejo de archivos públicos como herramientas 
para facilitar el acceso a la información.

De este subsistema participan instituciones encargadas de garantizar los fines descritos, de 
manera particular, a nivel federal, el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de 
Datos (IFAI), el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) y el Archivo General de la Nación 
(AG). El esquema siguiente ilustra al respecto:13

III.I.I. Expedición de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental y creación del IFAI (2002).

El fortalecimiento del subsistema de información en México tomó mayor impulso tras el proceso 
de transición política acaecido en el año 2000, el cual permitió un escenario propicio para un cambio 
de actitudes e intentos en materia de acceso a la información, que trajo a la postre que, en 2002, 
se promulgara la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental 
(LFTAIPG), una norma de gran importancia dados los elevados objetivos que la inspiraron,14 y que 
dio origen al IFAI, cuya misión es garantizar el derecho de los ciudadanos a la información pública 
gubernamental a nivel federal y a la privacidad de sus datos personales, así como promover en 

13	 Todos los gráficos que se presentan en el trabajo son propios.
14	 Cfr. Artículo 4 LFTAIPG.
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la sociedad y en el gobierno la cultura del acceso a la información, la rendición de cuentas y el 
derecho a la privacidad.15

La LFTAIPG causó un hondo impacto a nivel institucional al disponer, por primera vez, que la 
información en posesión de los órganos del Estado es pública –y no un patrimonio de los funcionarios 
que podían disponer libre y discrecionalmente de ella– y permitir, mediante un procedimiento 
sencillo y expedito, que cualquier persona pudiera solicitar información, así como establecer la 
obligación correlativa de las autoridades de entregarla, con las salvedades que la misma ley prevé 
(López y Marván, 2007:19).

Aunado a ello, es indispensable mencionar el “efecto cascada” que trajo consigo la LFTAIPG,16 ya 
que una buena parte de las entidades federativas promulgaron sus respectivas leyes estatales de 
transparencia y acceso a la información pública gubernamental y crearon los órganos encargados 
de garantizar el respeto a la política de transparencia gubernamental y al derecho de acceder a la 
información pública en posesión de los gobiernos de los estados y municipios.17

III.I.II. Reforma Constitucional en materia de transparencia (2007).

La consolidación de la transparencia y el derecho de acceso a la información en México cobró 
mayor vigor tras la reforma de 2007 al artículo 6° constitucional, cuya intención consistió en fortalecer 
la democratización del país, considerando como pública a toda la información que manejan los 
gobiernos e instituciones, salvo las excepciones señaladas en ley, instaurando procedimientos 
francos y ágiles para garantizar el acceso a la información (Lujambio, 2007:3).

De esta manera, el texto constitucional previó la existencia de principios y bases para regular 
el derecho de acceso a la información pública gubernamental (artículo 6, fracciones–VII). De 
estos principios y bases destaca, por su importancia, el principio de máxima publicidad, que 
tiene como consecuencia que haya excepciones claras, precisas y minoritariamente restrictivas 

15	 Cfr. Sitio web del IFAI, rubro “Misión”: http://inicio.ifai.org.mx/_catalogs/masterpage/mision ViosionObjetivos.aspx
16	 El surgimiento de las leyes de transparencia en todo el territorio nacional supuso una verdadera “reforma 

estructural”, puesto que reconfiguró los términos en que los habitantes del país se relacionan con sus autoridades. 
La ciudadanía ha aprendido debe responder dentro de un plazo razonable. Las autoridades han entrado en un 
proceso de aprendizaje, cambiando la mentalidad de muchos funcionarios acostumbrados a operar bajo la lógica 
del secreto (Carbonell, 2007:2).

17	 Al respecto puede verse la página web de la Conferencia Mexicana para el Acceso a la Información Pública (COMAIP), 
la cual reúne información de relevancia y los vínculos a las direcciones de internet de los órganos encargados de 
garantizar la transparencia y el acceso a la información en las entidades federativas: http://www.comaip.org.mx/src/
html/ciudadanos_5.html
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para la satisfacción de este derecho (Kubli–García, 2010:860). Al respecto se pronunció, en 2008, 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual reconoció la naturaleza de garantía individual 
y social que tiene el derecho de acceso a la información, además del valor instrumental de la 
información, como presupuesto del ejercicio de otros derechos y base para ejercer un control del 
funcionamiento institucional de los poderes públicos, como límite a la exclusividad estatal en el 
manejo de la información y, como exigencia social de todo Estado de Derecho.18

Como podemos ver, son importantes los avances alcanzados en materia de transparencia y 
acceso a la información pública, pese a ello, como explicaremos más adelante, aún existen retos 
que deben vencerse en el camino de su consolidación.

III.I.III. Reforma constitucional (2006). Ley y Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica (2008).

Como herramienta que coadyuva en el cumplimiento del derecho de acceso a la información, 
la Constitución previó, desde 2006, la creación del Sistema Nacional de Información Estadística 
y Geográfica (SNIEG), a cargo del INEGI, como institución de gran jerarquía, cuya finalidad radica 
en “suministrar a la sociedad y al Estado Información de calidad, pertinente, veraz y oportuna, a 
efecto de coadyuvar al desarrollo nacional”.19

El SNIEG constituye un mecanismo central para la generación, captación, procesamiento y 
publicación de la información que debe servir para la toma de decisiones y la evaluación de la 
acción gubernamental, y por ello se suma a los instrumentos necesarios a la rendición de cuentas 
(López y Merino, 2012:12–13). Para su adecuado funcionamiento, se dotó al INEGI de autonomía 
técnica y de gestión, personalidad jurídica y patrimonio propios. Además, para 2008 se expidió 
la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica (LSNIEG) reglamentando de 
manera más concreta sus atribuciones para normar y coordinar dicho sistema, mediante el empleo 
de subsistemas articulados en una Red Nacional de Información, con el propósito de producir y 
difundir la información de interés nacional.

A partir de ese momento, el INEGI ha creado información integral y confiable, sobre los temas 
a su cargo, entre los que destaca, desde luego, el Censo de Población y Vivienda 2010, el Censo 
Económico 2009, la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción de Seguridad Pública 2012, 
etc., desafortunadamente, los estudios derivados del SNIEG no son de consulta obligatoria previa 
la implementación de políticas públicas de carácter social, y si bien, como estudiaremos, existen las 

18	 Tesis de jurisprudencia P./J. 54/2008, de rubro: Acceso a la información. Su naturaleza como garantías individual y 
social. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, Tomo XXVII, página 743, junio de 2008.

19	 Artículo 3 de la LSNIEG.
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revisiones hechas por CONEVAL en ese tópico, no deja de ser un factor que limita el aprovechamiento 
del SNIEG. 

III.I.IV. Reforma constitucional sobre Protección de Datos Personales (2009).

El avance de la transparencia despertó el interés correlativo por la protección de los datos 
personales en posesión tanto de las instituciones públicas y de gobierno, como de los particulares. 
En este caso, destaca la reforma constitucional hecha en 2009 a los artículos 16 y 73, en la cual 
se reconoció el derecho fundamental a la protección de datos personales de todas las personas 
en nuestro país y se confirieron facultades al Congreso de la Unión para legislar en esa materia, 
respecto del sector privado.

En congruencia con esta reforma constitucional, para 2010 se expidió la Ley Federal de Protección 
de Datos Personales en Posesión de los Particulares (LFPDPPP), la cual otorgó facultades al IFAI 
para regular el tratamiento legítimo, controlado e informado de los datos personales a fin de 
garantizar la autodeterminación informativa de las personas y la protección de los datos personales 
en posesión de particulares.

La LFPDPPP reconoce la importancia que tiene la protección de datos personales, por lo 
cual establece tanto principios que deben seguir los responsables en su tratamiento (licitud, 
consentimiento, información, calidad, finalidad, lealtad, proporcionalidad y responsabilidad), como 
derechos de los titulares de tales datos (acceso, rectificación, cancelación y oposición –derechos 
ARCO–).

Esta normativa atribuyó mayores facultades al IFAI, conservando las que ya poseía y constituyéndose 
en autoridad nacional para garantizar la protección de datos personales en posesión de los particulares, 
con atribuciones de carácter informativo, normativo, de verificación, resolutorias y sancionatorias 
(multas).20

A pesar de ser reciente el otorgamiento de atribuciones al IFAI en materia de protección de datos 
personales, es destacable su labor y resultados, pues ha comprendido desde la atención a consultas 
ciudadanas (centros de contacto, módulos de atención, respuestas especializadas), la capacitación 
a responsables, servidores públicos y titulares del manejo de este tema (campus virtual y asesorías 
presenciales), la difusión en los medios de comunicación de los contenidos y acciones atingentes 
a garantizar la protección de datos (comunicados, entrevistas, spots), entre otras actividades como 
convenios, encuestas de percepción, recomendaciones y guías para generar avisos de privacidad 
y ejercer el derecho a la protección de datos personales, etc. (IFAI, 2013: rubro III). 

20	 Cfr. Portal de internet del IFAI, apartado: “Cómo ejercer tu derecho a la protección de datos personales”: http://
inicio.ifai.org.mx/_catalogs/masterpage/Como-ejercer-tu-derecho-a-proteccion-de-datos.aspx
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III.I.V. Ley Federal de Archivos y Sistema Nacional de Archivos (2012).

El fenómeno producido para transparentar la actuación del Estado mexicano demostró que 
para estar en condiciones de acceder a la información pública, ésta debía encontrarse ordenada, 
salvaguardada y accesible a la ciudadanía que la requiriera; por tal motivo, para 2012 se promulgó 
una nueva Ley Federal de Archivos (LFA), la cual tiene como objeto establecer las disposiciones que 
permitan la organización y conservación de los archivos en posesión de los Poderes de la Unión, 
los organismos constitucionales autónomos y los organismos con autonomía legal, establecer los 
mecanismos de coordinación y de concertación entre la Federación, las entidades federativas, el 
Distrito Federal y los municipios para la conservación del patrimonio documental de la Nación, 
así como fomentar el resguardo, difusión y acceso de archivos privados de relevancia histórica, 
social, técnica, científica o cultural.21

Dicha Ley dispone, además, la existencia de un Sistema Nacional de Archivos (SNA), integrado 
por los archivos de los tres Poderes de la Unión, organismos constitucionales autónomos, entidades 
federativas, Distrito Federal, entre otros entes públicos; los archivos privados declarados de interés 
público, y aquellos archivos privados que así lo soliciten y acepten aplicar sus directrices.22

Es trascendente el papel que tiene el Archivo General de la Nación (AGN) como organismo 
descentralizado rector de la archivística nacional, que cuenta con autonomía de gestión y personalidad 
jurídica propia y que, en labor conjunta con el IFAI viene desarrollando una tarea importante para la 
catalogación, clasificación y conservación de los documentos administrativos de la Administración 
Pública Federal (APF).23 Sobre esta labor habrá que continuar haciendo conciencia entre los servidores 
públicos del valor documental de la información y de la importancia de su correcta salvaguarda y 
accesibilidad como instrumento de consulta pública en los casos legalmente permitidos.

III.I.VI. Balance del subsistema de información.

En general, consideramos que es positivo el balance normativo, institucional y de políticas 
públicas del subsistema de información en México a partir del año 2000. Existen aspectos que 
sin duda deben consolidarse, como son: a) la coordinación entre las leyes, entidades y sistemas 
que conforman el subsistema; b) la capacitación de los servidores públicos que ejercen labores 
de transparencia, acceso a la información, protección de datos y archivo; c) la consolidación de la 
cultura de protección de datos, pues no es poco común que el IFAI sancione a quienes lucran con 

21	 Artículo 1 de la LFA.
22	 Artículo 40 de la LFA.
23	 En este sentido, desde 2004 el AGN y el IFAI emitieron los Lineamientos Generales para la Organización y 

Conservación de los Archivos de las Dependencias y Entidades de la APF, encargándose el AGN de supervisar el 
buen desarrollo de los instrumentos de control archivístico por parte de las dependencias y entidades de la APF.
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datos personales; d) la socialización de los esfuerzos en esta materia y propiciar la participación 
activa de la sociedad, ejerciendo su derecho de control social sobre el empleo de los recursos y el 
poder público; e) dotar de plena autonomía a los órganos garantes de transparencia y acceso a la 
información en todo el país, estableciendo procesos imparciales y objetivos para la designación 
de sus integrantes y dando definitividad e inatacabilidad a sus resoluciones.

Sin duda que un elemento importante que habremos de sumar a este subsistema, y que por 
su relevancia no debe dejarse de lado, es el consistente en la reforma constitucional en materia 
de transparencia y acceso a la información que actualmente (septiembre 2013) se encuentra por 
ser aprobada en el Congreso de la Unión. Esta reforma, después de serios debates, promete ser 
un renovador impulso al papel que ha venido desempeñando el IFAI en más de una década de 
trabajo, entre otras razones porque le otorga autonomía constitucional, incrementa el número 
de sus comisionados y dota de inatacabilidad a sus resoluciones (aunque no de manera plena 
tratándose de asuntos de seguridad nacional). Además de ello, esta reforma aumenta el espectro 
de sujetos obligados (partidos políticos, sindicatos, fideicomisos y fondos públicos) y prevé mayores 
avances (leyes generales en transparencia y archivo), que de concretarse, serán un significativo 
aporte en la consolidación de los procesos de rendición de cuentas.

III.II Subsistema de fiscalización y control.

El subsistema de fiscalización involucra un conjunto de preceptos constitucionales y legales 
orientados a la inspección, vigilancia, supervisión, evaluación y fiscalización del ejercicio de los 
recursos públicos a nivel federal, estatal y municipal; de igual forma, incluye las normas destinadas 
a medir (mediante indicadores) el cumplimiento de los objetivos institucionales fijados por el 
Estado en sus distintos niveles de gobierno.

Son múltiples las entidades públicas que participan en el presente subsistema, cada una cuenta 
con diversas atribuciones y realiza diferentes acciones para cumplir con aspectos específicos en 
materia de vigilancia y control de las gestiones financieras y consecución de las metas de gobierno. 
Asimismo, se complementa con mecanismos de coordinación nacional que se han implementado 
en México para alcanzar los objetivos descritos. El esquema siguiente nos ilustra al respecto:
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III.II.I. Reforma constitucional (1999). Ley de Fiscalización Superior y creación 
de la Auditoría Superior de la Federación (2000).

En el año de 1999 la Constitución Política tuvo una reforma trascendente sobre la dictaminación 
y evaluación del ejercicio de los recursos públicos federales; el cambio en sus artículos 73, 74, 
78 y 79, fortaleció las atribuciones de la Cámara de Diputados en la revisión de la Cuenta de la 
Hacienda Pública Federal, a través de la entidad de fiscalización superior, reconocida legalmente 
como Auditoría Superior de la Federación (ASF).

Para normar esos cambios constitucionales, en el año 2000 se promulgó la Ley de Fiscalización 
Superior, cuyo objeto consistió en regular la revisión de la cuenta pública y su fiscalización superior.24 

Además, esta ley definió la integración, organización y vigilancia de la ASF, como órgano con 
autonomía técnica y de gestión, cuya loable finalidad estriba en conocer los resultados de la gestión 
financiera, comprobar si se ajustó a los lineamientos señalados por el presupuesto y constatar la 
consecución de los objetivos y metas contenidas en los programas de gobierno.

Adicionalmente, la ASF tiene como importante misión informar veraz y oportunamente a la 
Cámara de Diputados y a la sociedad, sobre el resultado de la revisión del origen y aplicación 
de los recursos públicos y del cumplimiento de los objetivos y metas; inducir el manejo eficaz, 
productivo y honesto de los mismos; así como promover la transparencia y la rendición de cuentas 
por parte de los Poderes de la Unión y los entes públicos federales, en beneficio de la población 
(ASF, 2004:512).

La relevancia de la ASF ha crecido al paso de los años, sobre todo por el destacado papel 
que ha tenido al momento de ofrecer resultados transparentes, objetivos, independientes y de 
calidad, lo que le ha valido el reconocimiento nacional e internacional; a pesar de ello, algunas de 
las limitaciones que enfrenta la acción de la ASF para incidir eficazmente en los procedimientos 
de rendición de cuentas, son (Cantú et al., 2011:51): a) operar bajo los principios de anualidad 
y posterioridad, lo que obliga a la ASF a revisar las cuentas emitidas para un solo año fiscal;25 b) 
carecer de recursos suficientes para revisar, más a fondo y a partir de enfoques metodológicos 
más complejos y totalizadores, un mayor porcentaje de las cuentas públicas en su conjunto, y; 

24	 Entre los aspectos notables de esta ley se encuentran: a) Fijar concretamente el objeto de la revisión y fiscalización 
de la Cuenta Pública; b) Desarrollar las competencias de la ASF, acorde con los preceptos constitucionales; c) 
Establecer el plazo para presentar el informe de resultado de la revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública, 
especificando su contenido mínimo; d) Autorizar procedimientos de coordinación fiscal a nivel estatal y municipal, 
etc.

25	 Lo cual genera un intervalo de tiempo que va desde la entrega de las cuentas del gobierno federal, pasa por trabajo 
de los auditores y concluye con el informe correspondiente, lo que dificulta que las conclusiones tengan efectos 
inmediatos sobre la planeación presupuestaria del año posterior o sobre el ejercicio de posteriores presupuestos.
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c) estar imposibilitado para imponer sanciones, incluso en casos en que las auditorías detectan 
delitos o faltas administrativas.26

Como veremos más adelante, la ASF ha robustecido sus atribuciones constitucionales y legales 
tras la reforma constitucional de 2008, lo que derivó en consecuencias significativas para la 
fiscalización superior en el país.

III.II.II. Ley del Servicio Profesional de Carrera. Creación de la SFP (2003).

En 2003, con la promulgación de la Ley del Servicio Profesional de Carrera, se dio un paso 
importante en aras de optimizar la profesionalización de los servicios públicos en la APF, cuestión 
importante pues históricamente ha sido un reclamo social la exigencia de mayores niveles de 
calidad, calidez, humanismo y excelencia en su prestación.

Esta ley vino a definir los principios rectores de un nuevo sistema de Servicio Profesional de 
Carrera,27 como mecanismo para garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a la función 
pública con base en el mérito y con el objeto de impulsar la eficacia de la misma para beneficio 
de la sociedad.

Los avances de este sistema han enfrentado serias resistencias pues no ha sido fácil romper 
la inercia de una burocracia creada cuando no se exigía excelencia en el desempeño profesional; 
no obstante, el progreso en esta materia da visos de ser la base de un nuevo servicio público, 
y por ello su impulso y dirección han sido encomendados a la Secretaría de la Función Pública, 
dependiente del Ejecutivo Federal.

Es precisamente esta institución, creada en la misma anualidad (2003), la que tiene un papel 
fundamental para ejercer el control interno de la APF, dado que se le encomendó vigilar que los 
servidores públicos federales se apeguen a la legalidad durante el ejercicio de sus funciones, 
sancionándolos de no ser así; además, se encarga de la fiscalización interna del gobierno federal, 
promoviendo el cumplimiento de los procesos correspondientes, entre otras actividades que le 
son inherentes.28

26	 La ASF puede ordenar a las dependencias el resarcimiento de recursos públicos a la Federación, pero no está 
facultada para sancionar directamente a los funcionarios que desvían recursos. En caso de observar conductas 
ilegales, la ASF debe informar al Ejecutivo para que éste proceda en contra de quienes las cometen a través de la 
Secretaría de la Función Pública o de la Procuraduría General de la República. O en su caso, a través de los órganos 
de sanción propios de los gobiernos estatales, cuando las faltas detectadas responden a las leyes de las entidades 
federativas.

27	 Artículo 2 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera.
28	 La SFP también dirige y determina la política de compras públicas de la Federación; coordina y realiza auditorías 

sobre el gasto de recursos federales, los procesos de desarrollo administrativo, gobierno digital, labor de los órganos 
internos de control en cada dependencia del gobierno federal, etc. Para mayor información, véase la página web de 
la Secretaría de la Función Pública, rubro: “Conoce la SFP”: http://www.funcionpublica.gob.mx/index.php/conoce-la-
sfp.html
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Las auditorías que realiza la SFP son cruciales en la detección de actos de corrupción, así como en 
la observancia de las normas de control y ejercicio de recursos por parte de los servidores públicos 
(Jaime et al., 2012:25). Asimismo, la SFP tiene un rol sustancial en el combate a la corrupción,29 y al 
efecto ha implementado el Programa Nacional de Rendición de Cuentas, Transparencia y Combate 
a la Corrupción,30 de observancia obligatoria, cuyos resultados esperan impactar en toda la APF.31

III.II.III. Ley General de Desarrollo Social. Creación del CONEVAL (2004).

Con el objeto de garantizar el pleno ejercicio de los derechos sociales consagrados en la 
Constitución, en 2004 fue expedida la Ley General de Desarrollo Social (LGDS), cuyo imperativo 
radica en precisar las obligaciones del Gobierno en materia de desarrollo social, además de definir 
los principios a los que se sujeta la política pública en esa materia.32

Esta norma jurídica vino a establecer la existencia de mecanismos de evaluación y seguimiento 
de los programas y acciones de la política nacional en desarrollo social, y como parte de ese fin, 
dio nacimiento al Consejo Nacional para la Evaluación de la Política Social (CONEVAL), organismo 
público descentralizado de la APF, con autonomía y capacidad técnica para generar información 
objetiva sobre la situación de la política social y la medición de la pobreza en México.33

Las evaluaciones que hace CONEVAL son significativas, pues implican un proceso de observación, 
medida, análisis e interpretación, encaminado al conocimiento de la intervención pública –norma, 
programa, plan o política– en materia social, que permita alcanzar un juicio valorativo, basado 
en evidencias, respecto a su diseño, puesta en práctica, resultados e impactos.34 Concretamente, 
CONEVAL ha centrado sus esfuerzos en establecer una metodología científica para medir la pobreza 
y la desigualdad en México y para evaluar el verdadero impacto de los programas sociales federales 
del país (Merino, 2012:4). Sus estudios muestran datos alarmantes en cuanto al incremento de 
los niveles de pobreza entre los mexicanos y la ineficacia de las políticas públicas de desarrollo 
social, sin embargo, al igual que los resultados del SNIEG, no son vinculantes para el gobierno, ni 
es obligatoria su consulta para la planeación y programación presupuestal de corte social.

29	 De acuerdo a mediciones actuales de Transparencia Internacional, la percepción de la corrupción en México se ha 
incrementado notablemente. Véase la página web: http://www.transparency.org/country#MEX

30	 Para quien desee abundar respecto al Programa Nacional de Rendición de Cuentas, Transparencia y Combate a la 
Corrupción, puede hacerlo en la página web: http://www.programaanticorrupcion.gob.mx/

31	 Este programa busca generar cultura social de rendición de cuentas, combate a la corrupción y apego a la legalidad, 
y ha derivado en nuevas iniciativas, lineamientos y proyectos que comprenden aspectos de transparencia focalizada, 
integridad y ética, programas sectoriales, órganos internos de control y participación ciudadana, etc.

32	 Artículo 3 de la Ley General de Desarrollo Social.
33	 Cfr. La página web del CONEVAL, rubro “Quienes somos”: http://www.coneval.gob.mx/ quienessomos/Paginas/

Quienes-Somos.aspx
34	 Sobre evaluación de políticas públicas se recomienda consultar: Gobierno de España (2010:13).
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III.II.IV. Reforma constitucional. Ley General de Contabilidad. Creación del 
CONAC e implementación del Sistema de Contabilidad Gubernamental 
(2008).

En el marco de la reforma hacendaria, durante 2007 y 2008 fueron aprobados por el Congreso 
de la Unión cambios constitucionales sumamente relevantes sobre presupuesto, gasto público y 
fiscalización superior.35 En el aspecto normativo, se expidió la Ley General de Contabilidad (LGC), 
cuyo objeto es primordial, al establecer criterios generales que rijan la contabilidad gubernamental 
y la emisión de información financiera de los entes públicos, con el fin de lograr su adecuada 
armonización.36

Esta Ley es uno de los pasos más importantes que se han dado en los últimos años para generar 
las bases técnicas que permitan una auténtica política de rendición de cuentas (López y Merino, 
2010:14); su trascendencia es considerable ya que sin registros contables completos, técnicamente 
precisos y confiables, resulta complejo estar en aptitud de medir o evaluar el gasto público, comparar 
las políticas financieras implementadas y la eficacia total de los ciclos hacendarios.37

Dos de los aspectos que queremos remarcar sobre la Ley General de Contabilidad son: a) la 
creación del Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC), responsable de la coordinación 
para la armonización gubernamental y con facultades para emitir las normas contables y los 
lineamientos para la generación de información financiera de todos los entes públicos del país 
(López y Merino, 2010:17); y b) la implementación del Sistema de Contabilidad Gubernamental 
(SCG), que debe ser fuente básica de información contable y aportar los elementos indispensables 
para el control de la gestión pública y la evaluación del desempeño de los procesos organizaciones, 
pero que aún se encuentra en proceso de gestación, por lo que resulta difícil saber si su diseño 
y operación permitirán alcanzar esos objetivos (López y Fierro, 2010:496).

35	 Entre las aportaciones de la reforma sobresalen: a) Facultar al Congreso para legislar en materia de contabilidad 
gubernamental; b) Reducir el tiempo de la revisión de la Cuenta Pública; c) Establecer los principios de fiscalización 
con alcance también para los estados y el Distrito Federal; d) Señalar la obligación de las entidades fiscalizadas de 
llevar control y registro contable, patrimonial y presupuestario; e) Ampliar el alcance de la revisión de la Cuenta 
Pública, incorporando la verificación del desempeño en el cumplimiento de objetivos; f) Establecer que los entes 
fiscalizadores en los estados y el D.F., deberán contar con autonomía técnica y de gestión, etc. Andrade (2013:66).

36	 Artículo 1 de la Ley General de Contabilidad.
37	 Este problema se maximiza pues en nuestro sistema federal, son tres los niveles de gobierno que participan en la 

aplicación de recursos públicos federales, y que, en algunos casos, sus informes contables se limitan a registros de 
ingresos y egresos, cuando no son inexistentes.
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III.II.V. Reforma a la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 
Implantación del Sistema de Evaluación del Desempeño (2008).

Como una implicación derivada de la reforma constitucional de 2008, en materia presupuestal 
tuvieron lugar una serie de cambios sustantivos a la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria (LFPRH),38 perfilados a la conformación de un presupuesto basado en resultados, 
sujetos a evaluación, asignados tomando en cuenta los objetivos alcanzados y administrados 
según criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad, 
transparencia, control, rendición de cuentas y equidad de género.

De la mano del presupuesto basado en resultados se encuentra la implantación del Sistema de 
Evaluación del Desempeño (SED), el cual consiste en el conjunto de elementos metodológicos que 
permiten realizar una valoración objetiva del desempeño de los programas, bajo los principios de 
verificación del grado de cumplimiento de metas y objetivos, con base en indicadores estratégicos 
y de gestión que permiten conocer el impacto social de los programas y de los proyectos.39 A pesar 
de lo meritorio de este sistema, se debe reconocer que aún no ha podido cubrir todo el gasto 
presupuestario ni abarcar toda la administración pública en sus tres niveles de gobierno (Merino, 
2012:4), razón por la que es importante continuar con los esfuerzos emprendidos hasta esta fecha. 

III.II.VI. Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (2009). 
Sistema Nacional de Fiscalización (2010-2012).

Con el fin de incrementar los procesos de calidad y la prontitud en la revisión y fiscalización 
externa de la cuenta pública,40 en 2008 se otorgaron mayores atribuciones a la ASF; asimismo, 
en 2009, se expidió la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (LFRCF),41 

reglamentaria de los artículos 74, fracciones II y VI, y 79 constitucionales, que reconoce la práctica 
de auditorías sobre el desempeño para verificar el cumplimiento de los objetivos y metas de los 
programas federales, conforme a las normas y principios de posteridad, anualidad, legalidad, 
definitividad, imparcialidad y confiabilidad (ASF, 2010:69).

Actualmente, la ASF cuenta con la potestad de practicar auditorías al desempeño de los poderes 
públicos, lo que ha venido realizando eficazmente, a pesar de que su labor se ha visto dificultada 

38	 Encargada de reglamentar las materias de programación, presupuestación, aprobación, ejercicio, control y evaluación 
de los ingresos y egresos públicos federales.

39	 Artículo 2, fracción LI de la Ley referida.
40	 Recordemos que la fiscalización federal interna corresponde esencialmente a la Secretaría de la Función Pública, 

actualmente en proceso de sustitución por el órgano especializado que para tal efecto sea creado.
41	 Abrogándose la Ley de Fiscalización Superior de la Federación (LFSF).
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por los constantes problemas de gestión y desempeño durante sus auditorías anuales y la baja 
utilidad práctica de sus recomendaciones.42

El papel fiscalizador de la ASF ha buscado permear en los organismos homólogos de las 
entidades federativas, promoviendo las buenas prácticas, criterios y experiencias. Muestra de esto 
es la creación del Sistema Nacional de Fiscalización (SNF), que busca la coordinación efectiva entre 
todos los órganos gubernamentales de fiscalización en el país, con el fin de trabajar, en lo posible, 
bajo una misma visión profesional, con similares estándares, valores éticos y capacidades técnicas.43

III.II.VII. Balance del subsistema de fiscalización y control.

Son múltiples y muy valiosos los avances normativos, institucionales y de coordinación propios 
del subsistema de fiscalización y control. En especial se ha hecho énfasis en eficientar los procesos 
presupuestales, la contabilidad gubernamental, la evaluación al desempeño y la fiscalización del 
uso de los recursos públicos. A pesar de ello, se advierte que aún existe una seria problemática 
que ha sido ya identificada por la ASF en el informe del resultado de la fiscalización superior de 
la cuenta pública 2011, al cual remitimos (ASF, 2013). Por nuestra parte, observamos que existen 
áreas de mejora sobre las que se debe trabajar. Entre ellas encontramos: a) las veladas resistencias 
o los abiertos rechazos por parte de los entes de fiscalización de los estados para atender las 
recomendaciones de la ASF; b) las limitaciones materiales y de recursos humanos de la ASF y la 
restricción de su labor según los principios de posteridad y anualidad. 

III.III Subsistema de responsabilidades.44

El subsistema de responsabilidades se integra por el conjunto de normas, instituciones, procesos, 
políticas públicas, criterios y acciones, dirigidos a garantizar la correcta actuación de los servidores 

42	 De acuerdo con Merino, durante el último lustro, solamente una tercera parte de las auditorías practicadas por la ASF 
fueron “limpias”; el resto, arrojó dictámenes negativos o con salvedades, o incluso con abstención de opinión, dado 
que los auditores no contaron siquiera con la información básica para llevar a cabo su trabajo (Merino, 2012:18).

43	 El SNF comienza a conjuntar los esfuerzos de los órganos especializados en fiscalización en el país. Destaca el 
convenio suscrito (2012) por la ASF, la SFP, la Comisión Permanente de Contralores Estados-Federación (CPCE-F) y 
la Asociación Nacional de Organismos de Fiscalización Superior y Control Gubernamental (ASOFIS), para definir 
el alcance y líneas estratégicas de ese sistema. Cfr. La página web de la ASF, específicamente el rubro “Sistema 
Nacional de Fiscalización”: http://www.asf.gob.mx/Section/117_Sistema_Nacional_de_Fiscalizacion

44	 La noción de responsabilidad está vinculada con las obligaciones derivadas de la prestación de un servicio público. 
Quienes ostentan el carácter de servidor público tienen ciertas prerrogativas por el ejercicio de la función, y al mismo 
tiempo están constreñidos a observar ciertos deberes legales que rigen su actuar, con independencia de la jerarquía 
(constitución, ley, reglamento) y materia (política, administrativa, penal, civil, etc.). En caso de incumplimiento 
existe la posibilidad de exigir la sanción acorde al ámbito vulnerado, y, de ser procedente, la restauración del orden 
público.
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públicos en el ejercicio de sus funciones, sancionándolos en los supuestos en que exista una 
vulneración a las normas que rigen la función pública, y estableciendo, en su caso, los medios 
para la recuperación económica de los daños y perjuicios causados con la conducta infractora.

En el marco institucional de este subsistema se inserta una amplia gama de organismos dotados 
competencialmente de atribuciones para conocer de las distintas modalidades de responsabilidad 
que se puede exigir a los servidores públicos y al Estado.

La generalidad de la doctrina coincide en que la Carta Política de nuestro país reconoce 
cuatro tipos de responsabilidades de los servidores públicos (García, 2008:41):45 a) política, para 
ciertas categorías de servidores públicos de alto rango, por la comisión de actos u omisiones que 
redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho; b) penal, 
para los servidores públicos que incurran en delito; c) civil, para los servidores públicos que con 
su actuación u omisión ilícita causen daños patrimoniales; y d) administrativa, para aquellos que 
falten a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en la función pública.46

Las modalidades de responsabilidad que están comprendidas en este subsistema tienen un 
carácter autónomo, lo que significa que para cada tipo de responsabilidad existen leyes,47 órganos, 
procedimientos, supuestos y sanciones que les son propias, y que a un mismo servidor público 
se le pueden exigir distintas responsabilidades y puede ser sancionado por diferentes vías y 
con diferentes sanciones. De acuerdo a la metodología que hemos manejado, a continuación 
expondremos, en líneas generales, los avances recientes en el subsistema de responsabilidades:

45	 Cfr. La tesis aislada de rubro: Responsabilidades de servidores públicos, sus modalidades de acuerdo con el título 
cuarto constitucional. 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo III, Abril de 1996; Pág. 128.

46	 Dada la necesaria brevedad de este trabajo, remitimos al atento lector a la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, para conocer lo concerniente a la responsabilidad resarcitoria, como modalidad para 
demandar los daños y perjuicios ocasionados por servidores públicos o particulares a la Hacienda Pública o al 
patrimonio de los entes públicos federales o de las entidades paraestatales federales.

47	 Tan sólo a nivel federal, tenemos las siguientes disposiciones jurídicas: a) Ley Federal de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos, que establece las bases y atribuciones de las autoridades competentes para conocer 
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III.III.I. Reforma constitucional. Ley Federal de Responsabilidades de los 
servidores públicos (1982).

En México, el régimen de responsabilidades de los servidores públicos tuvo su cambió más 
trascendente en la reforma constitucional de 1982. El título cuarto constitucional identificó con 
claridad las modalidades de responsabilidad, además de que hizo énfasis en el carácter de 
servicio a la sociedad que tiene la función pública, y derivó en la expedición de la Ley Federal 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos (LFRSP) y en modificaciones a los códigos civil y 
penal federales, así como a la Ley Orgánica de la Administración Pública (Vázquez, 1994:63–64).

La reforma de mérito tuvo la virtud de regular la responsabilidad por el ejercicio del servicio 
público, el cual había permanecido prácticamente intocado desde la expedición de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.48 La LFRSP, reglamentaria en la materia, definió, entre 
otros aspectos, los procedimientos ante el Congreso de la Unión, tratándose de juicio político y 
declaración de procedencia; asimismo, lo concerniente a las causas, procedimientos y sanciones 
para quien incurre en responsabilidad administrativa.

En el caso del juicio político, constituye una instancia de carácter político, para sancionar conductas 
de esa misma naturaleza que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o 
de su buen despacho.49 La responsabilidad administrativa, a su vez, tiene como fin preservar el 
buen funcionamiento de las instituciones públicas, sancionado las conductas que atenten contra 
los principios constitucionales que sustentan el servicio público.

Históricamente uno de los problemas que se han presentado para exigir ambas responsabilidades, 
es que sus causales no constituyen verdaderas hipótesis normativas, sino meras cláusulas generales 
de ambigua interpretación, bajo el criterio de las autoridades (políticas o administrativas) que 

de la responsabilidad política; b) Código Penal Federal y Código Federal de Procedimientos Penales, para exigir 
la responsabilidad por conductas delictivas; c) Código Civil Federal y Código Federal de Procedimientos Civiles, 
tratándose de la responsabilidad exigible por daños patrimoniales; d) Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial 
del Estado para exigir la indemnización por daño derivado de la prestación de servicios estatales; y e) Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en los casos en que se incurra en falta administrativa 
y se vulneren los principios constitucionales que rigen la función pública.

48	 Sobre las reformas al régimen de responsabilidades de los servidores públicos se sugiere consultar: Dirección de 
Servicios de Investigación y Análisis de la Cámara de Diputados (2007:23).

49	 El artículo 7 de la LFRSP enlista cuáles son esas conductas por las que se puede instaurar el juicio político, entre las 
que se encuentran: a) el ataque a las instituciones democráticas; b) el ataque a la forma de gobierno republicano, 
representativo, federal; c) las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales; d) el ataque a 
la libertad de sufragio; e) la usurpación de atribuciones; etc.
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tramitan y resuelven los procedimientos, encuadrando la conducta de los servidores públicos en 
tales supuestos genéricos, y determinando la aplicación de las sanciones previstas en la misma 
norma.50 

III.III.II. Reforma al Código Penal Federal (1983).

La reforma al régimen de los servidores públicos continuó en 1983, modificando el Código Penal 
Federal, a fin de que previera novedosos tipos penales relacionados a las conductas delictivas en 
que pueden incurrir los servidores públicos en ejercicio de sus funciones, sin que ello implicase 
su irresponsabilidad respecto a otros ilícitos. La ley penal estableció una variedad muy amplia de 
tipos penales, entre ellos: a) ejercicio indebido del servicio público; b) abuso de autoridad; c) 
coalición de servidores públicos; d) uso indebido de atribuciones y facultades; e) concusión; f) 
intimidación; g) ejercicio indebido de funciones; h) tráfico de influencia; i) cohecho; j) peculado, 
y k) enriquecimiento ilícito.

El procedimiento para exigir las responsabilidades penales federales de los servidores públicos 
quedó previsto en el Código Federal de Procedimientos Penales, siendo competentes los Tribunales 
Federales. Esto, sin perjuicio de que en los casos en que se vulneren las leyes penales de los 
estados, se responda de acuerdo al procedimiento previsto en el código procesal correspondiente 
y ante los tribunales competentes.

La crítica a la responsabilidad penal de los servidores públicos puede hacerse consistir tanto 
en la disparidad entre los tipos penales que existen en los estados y la federación (lo que genera 
incertidumbre respecto al conocimiento exacto de un hecho delictivo),51 la subordinación del 
Ministerio Público al Poder Ejecutivo y las deficientes competencias de investigación y acreditación 
de los delitos, lo cual maximiza los niveles de impunidad al sancionar a los servidores públicos.52

50	 La LFRSP al día de hoy es únicamente aplicable a los servidores públicos del Distrito Federal, tras la expedición, en 
2002, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (LFRASP).

51	 En múltiples momentos se ha propuesto conformar una normatividad única de carácter penal para exigir ese tipo 
de responsabilidad en todo el país. Una muestra de ello en: Adato et. al. (2004). No obstante, los esfuerzos no han 
fructificado básicamente por el argumento de los estados consistente en la defensa de su autonomía normativa.

52	 Debemos destacar que actualmente (septiembre 2013), ha sido aprobado por la mayoría de las legislaturas estatales, 
un proyecto de decreto que autoriza al Congreso de la Unión para expedir legislación única en las materias 
procedimental penal, de mecanismos alternativos de solución de controversias y de ejecución de penas para todo 
el país. Este esfuerzo, de consolidarse, uniformaría la gran dispersión de normatividad procesal en materia penal 
que existe en México, aunque sus efectos están previstos para regir a partir del 18 de junio de 2016. 
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III.III.III. Reformas al Código Civil Federal (1982 y 1994). Ley Federal de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado 2005.

La responsabilidad civil de los servidores públicos ha tenido una evolución relacionada con la 
responsabilidad patrimonial del Estado mexicano para responder por los daños y perjuicios causados 
como consecuencia de su actividad administrativa irregular. Desde la creación del Código Civil 
Federal (CCF) en 1928 se previó la obligación del Estado para responder subsidiariamente por los 
daños causados por sus funcionarios con motivo del ejercicio de las actividades que les fuesen 
encomendadas, siempre que éstos no tuvieran bienes, o fueran insuficientes para responder del 
daño causado. 

En 1982 el mismo CCF reconoció la modalidad de daño moral y prescribió su reparación mediante 
una indemnización en dinero, con independencia del daño material causado, esto aplicable 
también al Estado y sus funcionarios (Hadman, 2000). Para 1994 la misma norma reconoció la 
responsabilidad solidaria del Estado, por actos ilícitos dolosos, y subsidiaria en los demás casos, 
en los que el servidor público directamente responsable no tuviera bienes o no fuesen suficientes 
para responder de los daños y perjuicios causados.

Es hasta 2002 cuando el artículo 113 constitucional previó la responsabilidad objetiva y directa 
del Estado, por daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, causare en los 
bienes o derechos de los particulares, quienes tienen derecho a una indemnización conforme a 
las bases, límites y procedimientos que establece la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial 
del Estado (LFRPE), promulgada en 2004, y cuyo objeto es fijar las bases y procedimientos para 
reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran 
una lesión con motivo de la mencionada actividad administrativa irregular.

Dos complicaciones generalizadas que restan eficacia a la exigencia de esta responsabilidad 
son: a) la dificultad probatoria para el particular perjudicado, ya que muchas veces las pruebas 
evidencian la existencia de un acto irregular, pero no necesariamente dan certeza sobre el daño 
o perjuicio causado;53 b) la no poco común falta de recursos económicos para el pago de las 
indemnizaciones, lo cual deja en completa indefensión a la persona perjudicada. 

53	 A esto se debe añadir que el Estado cuenta con todo el potencial institucional y probatorio para desacreditar los 
hechos imputados, ya sea probando la participación de terceros o del propio reclamante en la producción de los 
daños y perjuicios irrogados al mismo; o bien que los daños no son consecuencia de la actividad estatal; que los 
daños derivan de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables o bien, la existencia de la fuerza mayor que lo 
exonera de responsabilidad patrimonial.
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III.III.IV. Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos 2002. Labor de la Secretaría de la Función Pública.

La conformación normativa del subsistema de responsabilidades se complementa con la Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (LFRASP), expedida hace 
poco más de una década (2002), como instrumento que regula la responsabilidad administrativa 
de los servidores públicos, diferenciándola de la responsabilidad política, contenida en la LFRSP.

Esta norma se distinguió por traer importantes avances en la materia, entre ellos se encuentran: 
a) la extensión de las autoridades competentes para su aplicación; b) imponer controles adicionales 
y sanciones administrativas para evitar el abuso del poder, incluso un año después del retiro de los 
servidores públicos; c) modernizar el sistema de registro patrimonial; d) establecer nuevas medidas 
preventivas para evitar incurrir en responsabilidad; e) crear de un código de ética aplicable en 
la APF; f) incrementar los plazos de prescripción a 3 y 5 años, según la gravedad de la falta, etc.

Pese a los avances mencionados, la LFRASP es una norma que adolece de una inadecuada 
técnica legislativa, pues sus tipos administrativos, comprendidos en el artículo 8 (24 fracciones) son 
sumamente amplios y genéricos, lo que proporciona grandes márgenes de discrecionalidad, y en 
algunos casos, de arbitriariedad por parte de la autoridad competente para conocer los procedimientos 
de responsabilidad administrativa. Máxime que, en estos casos, por lo general son los órganos 
internos de control, carentes de autonomía dada su adscripción a la misma dependencia a la que 
pertenece el probable infractor, quienes determinan sin contar con criterios legales definidos, si 
los hechos se adecuan a la tipificación legal o no.54 

En el caso de la APF, la SFP es la encargada de aplicar la LFRASP, sin embargo, luego de una 
década de trabajo, se encuentra en proceso de desaparición pues el gobierno federal busca la 
creación de un órgano nacional anticorrupción que pueda efectivamente disminuir los altos índices 
de corrupción que afectan las instituciones públicas y la prestación de los servicios esenciales a favor 
de la sociedad. A pesar de la justificación, el cambio de una institución por otra no parece ser el 
camino más adecuado para resolver ingente problema, sino que, más allá de soluciones únicas, se 
trata de hacer una revisión de normas en materia de combate a la corrupción, la conformación de los 
órganos creados a tal efecto, las políticas y criterios existentes (o inexistentes) y su implementación 
práctica a fin de eliminar los espacios (opacidad) y motivos (intereses privados) que la incentivan.

54	 A esto debemos sumar el hecho de que en la ley no están establecidos de forma bien definida los principios 
(legalidad, debido proceso y defensa adecuada) y derechos de quienes son sujetos de un procedimiento de 
responsabilidad administrativa, lo cual redunda en grandes cuotas de incertidumbre para el servidor público 
involucrado, y en el peor de los casos, hace propicia la corrupción al interior de los órganos internos de control.
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III.III.V. Balance del subsistema de responsabilidad.

De los tres subsistemas estudiados, el de responsabilidades es el más descuidado en los años 
posteriores a la transición política, así lo evidencian los pocos avances en la materia y el hecho 
de que las modalidades de responsabilidad se fundamenten en criterios políticos, en normas que 
permiten amplios márgenes de discrecionalidad (y corrupción), en órganos de control que no gozan 
de plena autonomía para sancionar a los servidores públicos, en sanciones o penas ineficaces, 
y en un sistema de responsabilidad patrimonial sin garantías. Cambiar las deficiencias de este 
subsistema amerita su revisión integral y profunda, lo cual, a pesar de todos los inconvenientes, 
parece posible en los tiempos que corren, ya que es cada vez mayor el interés ciudadano por la 
eficacia institucional y el control sobre quienes los representan y ejercen los recursos públicos.

IV. Reflexión final.
A lo largo de las líneas que han precedido, pudimos exponer someramente una propuesta de 

modelo teórico que nos permitió revisar algunos de los avances y retos que ha tenido y tiene el 
actual Sistema Nacional de Rendición de Cuentas en México. 

La modesta virtud que puede tener el enfoque que aquí presentamos, es la de ordenar y 
sistematizar el conjunto de subsistemas y elementos que, con el paso de los años, han sido 
creados desarticuladamente para exigir la eficacia institucional, el pulcro ejercicio de los recursos 
económicos y el apego a la legalidad por parte de nuestros servidores públicos.

Por lo anterior, el llamado principal de nuestro trabajo, es el de continuar la labor de análisis del 
Sistema Nacional de Rendición de Cuentas de nuestro país, con mayor profundidad y exhaustividad, 
ahondando en la comprensión de los subsistemas que lo componen y de las causas generadoras 
del déficit de rendición de cuentas en México (áreas de opacidad, motivaciones políticas, cultura 
institucional, etc.). Consideramos que de no hacerse así, se corre el riesgo de que las propuestas 
de cambio normativo, diseño institucional o políticas públicas que se presenten, sean un mero 
paliativo ineficaz que atienda a circunstancias coyunturales.
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I.Introducción
La reglamentación del uso de los recursos públicos presenta características especiales en el 
sistema federalista, ya que existen tres niveles de gobierno y, tanto estados como municipios 
perciben ingresos provenientes de la federación, que les son transferidos por diversas vías, los 
cuales constituyen la fuente más importante con que cuentan (más del 79% los estados y 69%, 
los municipios),1 y una parte significativa del presupuesto de egresos de la federación.

Por tanto, es de especial interés el estudio de la fiscalización superior respecto de los recursos 
federales que se transfieren a las entidades federativas y municipios, que se conocen como “gasto 
federalizado”. Este trabajo tiene por objeto hacer algunos comentarios a las reformas recientes 
realizadas a la legislación de contabilidad gubernamental (noviembre de 2012) que inciden en este 
tema, así como el estudio de ciertas deficiencias existentes en la regulación de la administración, 
control y fiscalización superior del gasto federalizado. Para ello, más que hacer una revisión 
exhaustiva de índole teórica o recabar la opinión de numerosos autores, se hará el análisis y un 
diagnóstico directo de la normativa que regula estas materias, para deducir las consecuencias 
y efectos que tiene su aplicación en la práctica, con el objeto de valorar su estado actual, su 
problemática y presentar propuestas para su mejora.

II. FISCALIZACIÓN DEL GASTO FEDERALIZADO

1.Generalidades
El artículo 79 constitucional, en su fracción I, señala como objeto de la fiscalización superior a los 
“fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales” y el desempeño 
de los “programas federales”, y abarca tanto las auditorías de legalidad como las de eficiencia; 
en tanto que el segundo párrafo de la fracción incluye a los entes y personas jurídicas que puede 
fiscalizar la Auditoría Superior de la Federación (ASF), mediante una enumeración abierta que 
se refiere expresamente a “los estados, los municipios, el Distrito Federal y sus demarcaciones 
territoriales”, respecto de los recursos federales que ejerzan, con excepción de las participaciones 
federales.

Sobre el tema que se aborda han existido diferencias entre las entidades federativas y la ASF. El 
punto es de la mayor importancia, ya que, como se dijo, representa un porcentaje importante de 
los recursos del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF), y la vía de ingresos más significativa 

1	 Centro de Estudios de la Finanzas Públicas, Gasto Federalizado en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación 2014, Aspectos Relevantes, http://www.cefp.gob.mx/publicaciones/nota/2013/septiembre/notacefp0722013.
pdf, pág. 1.
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de las entidades federativas. Aunado a ello, este rubro ocupa un lugar sobresaliente dentro de las 
observaciones y acciones que promueve año con año la ASF, según ha dado cuenta a la Cámara de 
Diputados en los Informes del Resultado de la Revisión y Fiscalización de la Cuenta Pública (IRCP).

2. Ingresos federales que se transfieren a las entidades federativas.
Asentada como quedó, la inclusión de las entidades federativas (cuando se haga referencia 

a las entidades federativas o a los estados, se estará comprendiendo también a sus municipios, 
al Distrito Federal y sus delegaciones) dentro del rango de actuación de la ASF, ya que así existe 
mención expresa en la Constitución, es necesario apuntar que las dos fuentes más importantes a 
través de las cuales la federación transfiere recursos a los estados se encuentran reguladas en la 
LCF, esto es, las participaciones y aportaciones. El capítulo I del ordenamiento en cita se denomina 
“De las participaciones a los Estados, Municipios y Distrito Federal en ingresos federales”. Se trata 
de recursos cuya aplicación queda conferida a la libre determinación de las entidades federativas 
(no condicionados).

Por otra parte, el capítulo V de la LCF, regula la otra vía prevista a través de la cual la federación 
transfiere recursos a los Estados; dicho capítulo se titula “De los fondos de aportaciones federales”. 
En este caso, el gasto estará condicionado, es decir, deberá destinarse al cumplimiento de los 
objetivos que se prevén para cada uno de los fondos, que son ocho, y se incluyen en el artículo 25.

Existen otras fuentes de transferencia de recursos a los estados, como los excedentes de ingresos 
federales, que se regulan en el artículo 19, F. IV, incisos a) y d), de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) y se integran a un Fondo de Estabilización de los Ingresos 
de la Entidades Federativas, que opera a través de un fideicomiso de BANOBRAS. Así mismo, está 
la reasignación de recursos federales a los estados, mediante convenio que se  regula también 
en la LFPRH, en el artículo 82 (en este precepto se denominan “convenios de coordinación”), y se 
refieren a la ejecución de funciones o programas de la federación, cuyo monto transferido queda 
condicionado en cuanto al destino del gasto. 

3. Referencia a la legislación reglamentaria y problemática más frecuente

Es necesario tener presente, para que exista una fiscalización adecuada del gasto federalizado 
que, las entidades locales que los reciben, administran y ejecutan, deben mantener una contabilidad 
claramente diferenciada de los ingresos federales, de los que captan autogenerados o que reciben 
por concepto de participaciones, para lo cual deben establecer cuentas bancarias específicas, 
con sus propios rendimientos. Aunque la propia Constitución señala en su artículo 79, fracción 
I, tercer párrafo, que las entidades que administren o ejerzan recursos federales “deberán llevar 
el control y registro contable, patrimonial y presupuestario de los recursos de la Federación que 
les sean transferidos y asignados, de acuerdo con los criterios que establezca la Ley”, y también 
otros ordenamientos como la LFPRH hacen alusión al registro y contabilidad de los recursos 
federales, hasta hace poco no existía un mandato categórico que ordenara su radicación en 
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cuentas diferenciadas, en las que se pueda dar seguimiento puntual del saldo y movimientos, lo 
cual vino a ser parcialmente atendido con motivo de la reforma a la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental (LGCG), en noviembre de 2012, en concreto, por el artículo 69 que se adicionó, y 
que con algunas salvedades constituye un avance, ya que dispone que las entidades federativas 
deberán habilitar cuentas bancarias específicas por fondo de aportaciones, de las cuales informarán 
a la Tesorería de la Federación, para la radicación de los recursos federales,2 aunque no se menciona 
si la apertura y registro de estas cuentas ante Tesorería de la Federación es requisito para que se 
transfieran a los estados los recursos federales cada año. 

Ahora bien, al abordar lo anterior, se toca el punto central en torno al cual se desarrolla el presente 
trabajo, que consiste en el insuficiente control y evaluación del gasto público federalizado, por 
parte de las entidades federativas, las deficiencias de la regulación respectiva, y algunas alternativas 
tendentes a mejorar el estado actual que guarda este rubro y su fiscalización. 

Ante la existencia de observaciones reiteradas de la ASF surgidas en las auditorías a los fondos 
federales que reciben los estados3 es necesario, no sólo fortalecer la actualización de las sanciones 
que prevé el régimen jurídico vigente –que como se verá más adelante adolece de deficiencias–, sino 
subsanar algunas ambigüedades que contiene y, sobre todo, incorporar un esquema de estímulos 
a los estados que administren los fondos federales conforme a las normas de control, registro y 
transparencia que la ley prevé, y principios de eficiencia y evaluación periódica basada en resultados. 
Lo anterior demanda tanto más atención, si se tiene en cuenta que muchas  observaciones de la 
ASF, generalmente de desempeño o legalidad, relacionadas con estos aspectos, carecen de efectos 
vinculatorios hacia los entes auditados; a este respecto es conveniente hacer una somera revisión 
del marco jurídico de la fiscalización superior, para después retomar el núcleo de las propuestas 
del estudio, relativas a la mejora del ejercicio del control y eficiencia del gasto federalizado.

2	 No obstante, hay que tener en consideración lo señalado por la ASF en el documento publicado en julio de 2013, 
denominado Diagnóstico sobre la opacidad del gasto federalizado, en el sentido de que debería establecerse en la 
ley que se abra una cuenta para cada año de ejercicio, abarcando toda la ejecución de los recursos, para lo cual es 
conveniente que existan también otras cuentas individualizadas por fondo que se asignen a las áreas ejecutoras de 
los recursos, porque en la LGCG sólo se prevé la apertura de la cuenta para la recepción del dinero. http://www.asf.
gob.mx/uploads/56_Informes_especiales_de_auditoria/Diagnostico_sobre_la_Opacidad_en_el_Gasto_Federalizado_
version_final.pdf, Pag. 49. 

3	 De conformidad con el Informe Ejecutivo del IRCP 2011, se aprecia que el número de recurrencia en las observaciones 
más alto, con un total de 5,701, correspondió a gasto federalizado (véanse pags. 185 y 186 de dicho Informe Ejecutivo).

    En el mismo documento ejecutivo (pág. 182), se destaca la “elevada la incidencia y recurrencia de las observaciones 
de auditoría”, como la aplicación del dinero a objetivos diversos a los establecidos para los fondos, “carencia o 
inconsistencias en la documentación comprobatoria del gasto; pagos improcedentes de diverso tipo; traspasos 
temporales o definitivos a otras cuentas; recursos cuyo destino se desconoce;” entre otras. Se indica que “La opacidad 
en la gestión del gasto federalizado es significativa y se manifiesta sobre todo en la entrega irregular de los informes 
trimestrales sobre el ejercicio de los recursos, así como en la falta de evaluación de los impactos sociales de las obras 
y acciones con base en indicadores estratégicos y de gestión.”
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El artículo 79 de la Constitución Federal, fracción II, tercer párrafo, señala en lo conducente, 
que la ASF enviará a los entes auditados las recomendaciones y acciones promovidas para que 
presenten información y realicen las consideraciones pertinentes, lo cual no se aplica a los pliegos 
de observaciones y a las promociones de responsabilidades, ya que éstos tienen un procedimiento 
específico establecido en la ley, conforme al cual existe de manera expresa la posibilidad de fincar 
acciones vinculatorias a los funcionarios que incurran en responsabilidad, como puede ser el 
resarcimiento de los daños causados a la hacienda pública. 

A su vez, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (LF), en su artículo 
13, fracción II, señala al igual que la fracción II del artículo 79 constitucional, que en el caso 
de recomendaciones, ya sean genéricas o de desempeño, los entes auditados podrán aportar 
argumentos para justificar que son improcedentes (en el mismo sentido, artículo 32 de la LF). 
De hecho, sobre este punto se consideró en la iniciativa del Ejecutivo del 19 de junio de 2007 
para reformar el artículo 79 constitucional y otros, que la ASF podría “emitir recomendaciones no 
vinculantes sobre el desempeño con base en las revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos 
de los programas federales. No obstante que las recomendaciones no serían vinculantes, se prevé 
la obligación de los sujetos de fiscalización de informar a la Auditoría, en un plazo de 30 días 
hábiles posteriores a la notificación de la recomendación, sobre las acciones que llevarán a cabo 
para atender la misma.”4

Conforme al cuarto párrafo de la fracción II del artículo 79 constitucional, la ASF contará con 120 
días para pronunciarse acerca de las respuestas emitidas por los entes respecto de las acciones y 
recomendaciones contenidas en el IRCP, distintas de los pliegos de observaciones, lo cual puede 
derivar en que se tengan por atendidas o queden subsistentes, pero aún quedando subsistentes 
no generan efectos vinculatorios hacia los entes auditados, ya que no se desprende tal efecto 
de los preceptos aquí analizados, y no existe ningún otro que así lo establezca, lo cual es acorde 
con lo señalado en la parte que se acaba de transcribir de la exposición de motivos del artículo 
79 de la Constitución, en cuanto a la carencia de efectos vinculantes de las recomendaciones de 
desempeño y, en general de las otras observaciones que no dan lugar al inicio del procedimiento 
para el fincamiento de responsabilidad resarcitoria, en relación con las cuales los entes sí deben 
informar las acciones realizadas para su atención, mas no están obligados a realizar una acción o 
un no hacer específicos de manera coactiva; incluso lo señalado en el tercer párrafo de la fracción 
II del citado artículo 79, respecto a que los entes auditados “se harán acreedores a las sanciones 
establecidas en la ley”, se refiere al caso de que no presenten información dentro de treinta días 
referente a las recomendaciones y acciones promovidas.

4	 Véase Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 2280-VI, 21-6-2007. Reforma al artículo 79 y otros de la 
Constitución, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de mayo de 2008.
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Pero retomando el tema del control y contabilidad de los recursos federales, debe considerarse 
que en numerosos supuestos los resultados de las auditorías que practica a la ASF a los entes 
locales que reciben transferencias federales, consisten en observaciones que no necesariamente 
se traducen en un quebranto directo a la hacienda pública, que dé lugar al procedimiento que 
establece el artículo 50 y siguientes de la LF, sin que por ello deba estimarse que tales observaciones 
carecen de importancia para el debido manejo de los recursos federales, ya que pueden consistir, 
por citar algunos ejemplos, en el indebido registro del dinero por falta de cuentas individualizadas 
o uso para fines distintos a los previstos en la legislación para cada fondo. Ello se debe en parte a 
que la aplicación de recursos a fines distintos, no puede dar lugar en sí mismo a un menoscabo 
cuantificable a la hacienda pública, sino únicamente a una observación de legalidad y, además, 
la falta de transparencia, como el mezclar ingresos de diversas fuentes por la falta de cuentas 
específicas para el registro y ejecución de recursos federales, dificulta su fiscalización y, por tanto, 
la cuantificación del daño al erario.

En otro tipo de incumplimiento de las entidades federativas, como la falta de remisión de los 
informes trimestrales a que están obligadas relativos a la aplicación de los recursos, la ASF podrá 
emitir observaciones, que en dado caso pueden dar lugar a una responsabilidad administrativa 
al servidor público implicado (conforme al título sexto adicionado en 2012 a la LGCG), pero no en 
sí a una imposición de una actuación concreta hacia el ente auditado, ya que se trataría de una 
cuestión de legalidad, que en cuanto a dicho ente sólo quedaría en una observación sin carácter 
vinculante, porque no existe acuerdo ni disposición expresa que ordene que las meras violaciones 
a la ley que no van acompañadas de daño patrimonial, puedan derivar en observaciones de la ASF 
cuyo cumplimiento sea forzoso para los entes auditados.

Así pues, si los entes auditados no tienen un deber que los vincule a acatar las observaciones 
señaladas (no resarcitorias)  que emite la ASF, es necesario, no sólo contar con un mecanismo 
regulatorio que sea claro y eficaz para sancionar conductas que se aparten de la norma –el cual 
debe ser perfeccionado, como más adelante se abordará–, sino con un marco jurídico que vaya 
de la mano con políticas públicas en materia hacendaria que fomenten, a través de estímulos y 
recompensas a las entidades que administren con transparencia y eficiencia sus recursos, prácticas 
sanas en el ejercicio del gasto federalizado. Ello es conveniente, porque además de la falta real 
de una obligación de acatar las recomendaciones derivadas de auditorías de desempeño y otras 
observaciones para la mejora de la gestión de los entes auditados o que se refieren solamente a la 
falta de cumplimiento de la normativa, que son distintas a la responsabilidad resarcitoria, generalmente 
da mejores resultados persuadir hacia una práctica o conducta, a través de recompensas, en lugar 
de la aplicación exclusiva de sanciones.

Uno de los avances más significativos para el debido control y transparencia de los recursos 
federales que se transfieren a los estados, con motivo de la reforma de noviembre de 2012 a la 
LGCG, se dio con el artículo 69 antes aludido, y otros preceptos que se refieren a la comprobación 
y ejercicio específico de los fondos de aportaciones que reciben los estados; así, en cuanto al 
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Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal (FAEB) que es el fondo que abarca más 
recursos, el artículo 73 ordena hacer el registro minucioso de la plantilla docente de maestros 
en las entidades federativas, a cuyo pago está principalmente destinado, aunado a una serie de 
obligaciones que debe reunir la información que se emita sobre el particular, que es muy detallada. 
Sigue siendo de notar que, al igual que los casos en que existe obligación de emitir información 
periódica por los estados (artículo 51, 79 y 80 LGCG y 48 de LCF), aunque se establecen sanciones 
en los últimos tres artículos de la LGCG, y salvo el  artículo 86 que incorpora una sanción penal 
cuando existe quebranto patrimonial, generalmente se encuadrarán las sanciones dentro de la 
responsabilidad de carácter administrativo y, en este supuesto, salvo que haya daño patrimonial, 
los procedimientos y sanciones a que haya lugar no serán impuestos por la ASF, sino por el órgano 
interno de control (OIC) adscrito al ente local donde se cometió la irregularidad,5 a los cuales la 
primera les hará la solicitud de promoción de responsabilidad y aclaración respectiva, donde no 
siempre será de contarse con independencia plena para la imposición de sanciones.

Aunque lo cierto es que no existe un mecanismo de medición exacto para determinar el grado 
de independencica de los órganos de control interno de las administraciones públicas locales, e 
incluso de las Entidades de Fiscalización Superior Locales (EFSL), no debe pasarse por alto que en 
muchos casos, cuando se ha sabido de irregularidades notorias de recursos federales, no los han 
detectado a tiempo dichas instancias, sino que ha sido hasta la llegada de otras administraciones o 
gobiernos a las entidades que han salido a la luz, lo que más bien deja ver en ocasiones la existencia 
de factores políticos en la rendición de cuentas hacia el interior de las entidades federativas. Con 
todo esto, lo que se quiere decir es que la fiscalización superior, a través de la ASF, cuando tiene 
resultados más directos y tangibles es al haber menoscabo al patrimonio público, puesto que si se 
trata de responsabilidad administrativa se solicita la intervención a los OIC, para que determinen 
si procede o no sanción, y si se trata de responsabilidad penal, se solicita al Ministerio Público 
(más adelante se verá si es Ministerio Público local o federal). De manera que si las sanciones 
en general puede ser difícil que se apliquen, por delegarse en muchos casos su imposición a 
autoridades locales, cuya independencia puede estar en entredicho a veces por razones políticas, 
y tratándose de la responsabilidad penal existe otra serie de circunstancias que se analizarán y que 
hacen difícil que proceda y, además, según se indicó, muchas de las observaciones que emite 
la ASF carecen de efectos vinculatorios, sobre todo si sólo inciden en cuestiones de desempeño 
o legalidad, resulta entonces por demás aconsejable pensar en buscar soluciones alternas a las 
de tipo coercitivo o represivo, privilegiando las medidas preventivas, como implantar un sistema 

5	 Lo anterior se desprende de los artículos 39 y 56 de la LFRC; el segundo dispone que la ASF “solicitará la intervención 
de las instancias de control competentes para que, en el ámbito de su competencia, investiguen e inicien, en su caso, 
el procedimiento sancionatorio por los actos u omisiones de los servidores públicos de las entidades fiscalizadas de 
los cuales pudieran desprenderse responsabilidades administrativas”, y que deberán comunicarle dentro de los 30 
días hábiles siguientes sobre la procedencia de iniciar el procedimiento administrativo de responsabilidades.
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de incentivos de carácter económico para alentar el cumplimiento de las normas de control y 
transparencia de los recursos federales, así como su uso eficiente.

Además, generalmente, al haber carencia de información no resulta posible seguir el destino 
de los recursos y, precisamente, determinar el menoscabo a la hacienda pública, que es el único 
caso en que la ASF determina directamente el fincamiento de responsabilidad, por lo que, así, el 
ámbito de actuación de la ASF resulta limitado.

A fin de establecer el sistema de estímulos a quienes den cumplimiento puntual a la normativa 
de control y registro de los recursos federales, sería conveniente que las entidades federativas 
que observen debidamente la obligación de remitir los informes periódicos sobre el ejercicio, 
aplicación y evaluación a que se refiere la fracción II del artículo 85 de la LFPRH y 48 de la LCF, que 
difundan la información por Internet (artículo  51 LGCG) y que presenten sus leyes de ingresos, 
presupuestos de egresos, registros y estados financieros, en los términos y con la desagregación 
que ordenan los artículos 46, 47, 61 y 70 de la LGCG (especialmente la fracción I de este último 
artículo que ordena realizar registros individualizados para cada fondo), que dichas entidades sean 
recompensadas permitiéndoles liberar un porcentaje de los recursos que reciben por transferencias 
federales condicionadas en cuanto al destino al que se deben aplicar (aportaciones), para que 
los puedan invertir libremente –apegándose desde luego a la legalidad– con un tope de hasta el 
25 % de cada fondo de aportaciones (con excepción del FAEB y del Fondo de Aportaciones para 
los Servicios de Salud (FASA), que tienen un destino predeterminado, porque en su mayoría son 
para pago de personal y, por tanto, los gasto que cubren son de naturaleza irreductible, pero se 
podría pensar en su incremento para inversión en educación y servicios de salud en la entidad 
de que se trate).

Para tal efecto, se sugiere establecer un procedimiento en el que el Consejo Nacional de 
Armonización Contable (CONAC) emita un informe dirigido a la Comisión de Presupuesto de la 
Cámara de Diputados, con conocimiento de la Secretaría de Hacienda (a través de la Subsecretaría 
de Egresos), que indique las entidades federativas que dieron cumplimiento a lo establecido en el 
LGCG, especialmente a lo ordenado en el Título Quinto (artículos 69, 61 y 70, entre otros, relativos 
al registro y transparencia del gasto), para que sea considerado al momento de elaborar el PREP 
y se proceda a liberar, progresivamente, un porcentaje de los fondos de aportaciones, para que 
se puedan destinar a los fines que acuerden las entidades federativas dentro de su autonomía, 
sin que dicho porcentaje llegue a exceder del 25 % del monto total de cada fondo que haya sido 
administrado conforme a los artículos que se acaban de mencionar, considerando lo que abarcan los 
recursos desde el primer año en que se otorgue este tipo de estímulo; es decir, es conveniente que 
se adopte una fórmula de liberación progresiva de recursos, cada año, privilegiando la continuidad 
en el cumplimiento de la normativa de control, hasta que se llegue a sumar el 25 %, y estableciendo 
como sanción, a las entidades que retrocedan en el cumplimiento de tal normativa, el volver a 
etiquetar un porcentaje específico de los fondos de aportaciones que ya habían sido liberados, 
en la medida en que no cumplan con el registro y control adecuado del gasto federalizado. Así 
mismo, condicionar la entrega de cada año de los fondos distintos al FAEB y el FASA, hasta que se 
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haya cumplido, como mínimo, la obligación de presentar los informes periódicos a que se refiere 
el artículo 73 y 74 de la LGCG, y que las cifras que incluyan estos informes sean coincidentes con 
la información financiera de las propias entidades federativas. 

Por otra parte, para alentar políticas de ejercicio del gasto que tiendan a la aplicación de recursos 
eficiente,  es conveniente prever un estímulo que consista en el incremento del monto total de 
los fondos que se destinen a aportaciones, o bien, la asignación preferente de los recursos que 
se generan cada año como ingresos federales excedentes, regulados en el artículo 9, fracción IV, 
incisos a) y d), de la LFPRH. Para tal efecto, la ASF informaría al CONAC, a partir de la auditorías 
de desempeño que realice cada año, de aquellas entidades federativas auditadas que llevaron a 
cabo un gasto eficiente de los recursos de los fondos de participación. Así mismo, se considera 
pertinente que se elabore un informe por el CONAC, a partir del diagnóstico anual que realice 
para precisar qué entidades cuentan con indicadores de desempeño, conforme a lo previsto en 
los artículos 79 y 80 de la LGCG, 85 y 110 de la LFPRH, y segundo párrafo del artículo 48 de la LCF. 
A partir de dicho diagnóstico, en el que se calificaría la existencia, idoneidad y cumplimiento de 
tales indicadores de desempeño y que no se incurra en subejercicio, que se enviaría a la Comisión 
de Presupuesto de la Cámara de Diputados, con conocimiento de la Secretaría de Hacienda, se 
asignarían preferentemente los excedentes de ingresos federales a los estados que cumplan 
con niveles satisfactorios de desempeño en la aplicación de recursos recibidos vía aportaciones 
federales; para ello sería menester hacer adecuaciones al mencionado artículo 19, especialmente 
fracciones I y IV, para modificar las reglas de asignación de los excedentes de ingresos federales, 
que por cierto resultan confusas y complicadas en la actualidad, por lo que sería más acertado que 
se establecieran procedimientos para entregar tales ingresos a los estados que hayan mostrado 
un ejercicio eficiente de las transferencias federales en el ejercicio inmediato anterior, de acuerdo 
con lo que se ha venido exponiendo aquí. 

En esta vía de asignación de excedentes no se atendería como antecedente al monto que 
recibieron en años pasados los estados por transferencias federales, como componente del criterio 
de asignación, para evitar así el elemento inercial en la distribución de los recursos a las entidades 
federativas, y privilegiar en este supuesto únicamente el logro de los objetivos  establecidos para 
el gasto público. Paralelamente a lo anterior, también se puede analizar el incremento del monto 
de las participaciones federales (no condicionadas a un uso específico) a los estados que han 
realizado un manejo eficiente de los recursos recibidos vía aportaciones (que tienen condicionado 
su gasto a un fin preestablecido en la ley). 

De esta manera se lograría despertar un interés político en los dirigentes de los gobiernos de 
las entidades federativas, que harían lo posible por instruir el uso transparente y eficiente a los 
recursos federales, y mantener una conducta responsable y apegada a los controles correspondientes, 
que beneficiaría a los estados que en ejercicios continuos implementen políticas de transparencia 
y eficiencia en el gasto, que buscarán la manera de allegarse de más recursos federales no 
condicionados e incrementar su monto.
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4. Ambigüedades en cuanto a la competencia de la fiscalización e imprecisiones 
en las sanciones que prevé la norma.  

Si bien es cierto, ni el sistema de sanciones ni las auditorías son suficientes para desalentar por 
sí solas las prácticas irregulares en el ejercicio del gasto federalizado, ya que es necesario que 
haya un cambio en la cultura y mayor compromiso y capacitación en los agentes que intervienen 
en su ejecución, es conveniente que el marco jurídico que establece el régimen de competencia 
y responsabilidad en las diversas etapas del ejercicio del gasto federalizado, en los momentos 
contables que integran los ingresos y egresos6, sea claro y no se preste a confusión, como ocurre 
con el artículo 49, en especial el primer y último párrafo; este artículo dispone en lo que interesa 
resaltar aquí: 

Artículo 49.- ….
 
Las aportaciones federales serán administradas y ejercidas por los gobiernos de las Entidades 
Federativas y, en su caso, de los Municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal 
que las reciban, conforme a sus propias leyes. Por tanto, deberán registrarlas como ingresos 
propios…
El control, la evaluación y fiscalización del manejo de los recursos federales a que se refiere 
este Capítulo quedará a cargo de las siguientes autoridades, en las etapas que se indican:

I.- Desde el inicio del proceso de presupuestación, en términos de la legislación presupuestaria 
federal y hasta la entrega de los recursos correspondientes a las Entidades Federativas, 
corresponderá a la Secretaría de la Función Pública;

II.- Recibidos los recursos de los fondos de que se trate por las Entidades Federativas, los Municipios 
y las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, hasta su erogación total, corresponderá 
a las autoridades de control y supervisión interna de los gobiernos locales.

(Fracciones III a V. …)

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que incurran los servidores públicos 
federales o locales por el manejo o aplicación indebidos de los recursos de los Fondos a que se 
refiere este Capítulo, serán determinadas y sancionadas por las autoridades federales o locales, 
según corresponda conforme a las etapas a que se refiere este artículo, de conformidad con 
sus propias legislaciones.

6	 Los momentos contables de los ingresos y egresos fueron determinados por acuerdos del CONAC, publicados en el 
Diario Oficial de la Federación, de fecha 9 de diciembre y 20 de agosto de 2009, respectivamente.
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Las etapas del gasto público que señala este artículo no son acordes ya con las últimas normas 
que se han expedido, como las contenidas en los acuerdos del CONAC, mediante los cuales se 
determinaron los momentos contables de los ingresos y egresos públicos, ni es exacto que los 
recursos recibidos por los estados vía aportaciones federales se deban registrar como propios. Es 
preferible no pretender dilucidar en la ley la naturaleza de estos recursos, en cuanto a si se consideran 
propios o ajenos, ya que la ley no es el lugar adecuado para hacer este tipo de valoraciones que 
son más bien de tipo doctrinario, sino indicar únicamente a qué autoridad y bajo qué norma –
sea federal o local– corresponde la fiscalización de la fase de ingresos (estimado, modificado, 
devengado y recaudado) y de los egresos (aprobado, modificado, comprometido, devengado, 
ejercido y pagado), porque al calificar si son propios ajenos, sobre todo en los términos en que 
se hace en el artículo 49, se genera confusión y ambigüedad en la aplicación de la norma. Esta 
disposición se presta a confusión porque parece contradecir la necesidad de que se contabilice 
de manera separada el presupuesto que proviene de fondos federales, conforme al artículo 70 de 
la LGCG, toda vez que ordena que se registren como ingresos propios. 

En cuanto a la responsabilidad que establece la LCF, sea local o federal, puede existir contraposición 
con lo dispuesto en la LGCG, puesto que no es entendible que, no obstante que las obligaciones 
que señala el título quinto y las sanciones del título sexto, se encuentren en una norma de carácter 
federal y los recursos de que se trata sean federales, las  medidas para corregir la contravención 
a esas normas y, en su caso, las responsabilidades a que hubiere lugar, se apliquen por una 
autoridad de carácter local, conforme se desprende del artículo 49 de la LCF, en caso de que las 
irregularidades se cometan una vez que se recibieron los recursos por la entidad federativa de que 
se trate, según el criterio que se adopta en el último párrafo, en correlación con la fracción II del 
propio precepto.  Si bien es cierto, tratándose de la responsabilidad administrativa será la autoridad 
local (OIC local) la que determine lo conducente, ya sea en las revisiones que practiquen dentro de 
sus funciones o a solicitud de la ASF, cuando se trate de responsabilidad penal ésta debería caer 
dentro de la competencia del ministerio público federal, lo mismo el fincamiento de responsabilidad 
resarcitoria, que también debe ser a cargo de la ASF, salvo que se canalice a las EFSL. En general, 
es de esperarse mayor independencia si las instancias sancionadoras son federales.

Además, se encuentra estrechamente relacionado con lo anterior la manera en que habrá de 
aplicarse la sanción de tipo penal prevista en el artículo 86 de la LGCG. No obstante que la conducta 
tipificada en este artículo ya se encuentra de algún modo sancionada por el artículo 223 del 
Código Penal Federal, que prevé el delito de cohecho, cuyo contenido es similar al de la mayoría 
de los códigos penales de las entidades federativas, en la LGCG tiene algunas notas particulares 
la descripción de la conducta sancionada, porque la fracción II del artículo 85, a la cual remite el 
86, establece como requisito que exista dolo y no hace una distinción para imponer la pena en 
función del monto que se vea afectado, como sucede en el Código Penal. Sin pretender hacer 
una análisis detallado desde el punto de vista del Derecho penal de estos preceptos, ya que no 
es el objetivo de este trabajo, lo que se advierte en el artículo 86 de la LGCG es que debe existir 
daño a la hacienda pública para que se configure el delito, y la manera idónea para acreditar tal 
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circunstancia será a través del procedimiento de fincamiento de responsabilidades que en su caso 
instruya la ASF o las EFSL –aquí se presenta también la problemática de que en los términos en 
que está redactado el último párrafo del artículo 49 de la LCF, antes citado, no podría la ASF llevar 
a cabo el fincamiento de responsabilidades en este caso, suponiendo que el daño patrimonial 
hubiera ocurrido una vez radicados los recursos en la entidad federativa, conforme a la fracción II 
de este artículo, lo cual es inconstitucional, porque el párrafo segundo de la fracción I del artículo 
79 de la CPEUM no establece esa limitante–.

Pero volviendo al análisis del artículo 86 de la LGCG, una vez que se demuestre que existió daño a 
la hacienda pública, a través del procedimiento de fincamiento de responsabilidades, generalmente 
se habrá demostrado también que se realizó la conducta señalada en las fracciones II o IV, esto 
es, la omisión o alteración de registros contables, para precisamente, hacer un uso indebido o 
fraudulento de los recursos. No sobra decir que la redacción del artículo 86 es confusa porque 
exige, mediante la conjunción copulativa “y”, que concurra lo contemplado en las fracciones II y 
IV. La primera de estas fracciones habla de una intervención directa del servidor público, que omite 
o altera documentos, o que no difunde la información que está obligado; la segunda fracción, 
habla de aquél que sabe de la alteración de información y no hace nada para evitarlo. O sea que 
no resulta lógico exigir a la vez que la misma persona directamente haga la alteración “y” también 
que tenga conocimiento de la alteración de información que se supone realiza otro, y no haga 
nada por impedirlo. Sería mucho más claro el artículo si en vez de la conjunción “y” empleara 
la conjunción disyuntiva “o”. Es decir, que habiendo daño patrimonial se presente también la 
conducta que contiene la fracción II “o” la IV del artículo. Incluso, debería hacerse extensiva la 
sanción penal al caso en que se omita la apertura y registro de la cuenta bancaria específica para 
el manejo de los fondos, o se realicen traspasos,7 a menos que sean con motivo del momento 
contable de los egresos denominado “gasto pagado”, conforme se le define a éste en el acuerdo 
emitido al efecto por el CONAC.8

Ahora bien, una vez que se acreditó el daño patrimonial, que casi siempre, como se dijo, 
habrá de ir acompañado de la alteración u omisión de registros o de la falta de difusión de 
información, y que ello conste en una resolución firme dictada en el procedimiento de fincamiento 
de responsabilidades por la ASF (o las EFSL), es de esperarse que ésta presente querella o denuncia 
conforme al artículo 49, fracción IV, de la LF, y en este supuesto la actuación del Ministerio Público 
prácticamente no podrá ser otra que ejercer la acción penal y consignar ante el juez que corresponda, 
por la comisión del delito que prevé la LGCG, ya que previamente habría quedado acreditado 

7	 Al respecto, en la iniciativa que dio origen a la reforma de noviembre de 2012 a la LGCG, se contemplaba la prohibición 
de realizar traspasos entre las cuentas donde se depositen los recursos federales, pero al ser dictaminada por el Senado, 
se eliminó del artículo 69 tal prohibición de realizar traspasos, aunque no se indicaron los motivos de tal proceder. 
Véase Diario de Debates del 26-09-2012 o Gaceta en: http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/62/1/2012-09-26-2/
assets/documentos/DICTAMEN_LGCG.pdf, pag. 36.

8	 Véase Diario Oficial de la Federación de fecha 20 de agosto de 2009.
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por la ASF el daño patrimonial y casi seguro también, la omisión, alteración de documentos o el 
incumplimiento de la obligación de difundir información, que son los requisitos que se prevén en 
la LGCG para imponer la pena. Sin embargo, es necesario tener en cuenta que el artículo 86 es 
confuso por las razones que se mencionaron y que el artículo 49 de la LCF, indebidamente estaría 
remitiendo la competencia para conocer de este delito al Ministerio Público local, si los recursos 
ya se encuentran en poder de la entidad federativa –lo cual no es entendible porque el dinero 
desviado y las normas transgredidas son federales– circunstancias ambas que bien podrían hacer 
inoperante la aplicación del artículo 86 de la LGCG.

La fiscalización superior del gasto federalizado, así como la revisión de la legislación que regula 
la asignación de los recursos que abarca y su gestión por parte de las entidades federativas, es 
una asignatura pendiente que, conforme al proyecto de PEF 2014, involucraría el 32.2 por ciento 
del Gasto Neto Total, del cual el 41 por ciento se destinaría a aportaciones federales9. De ahí la 
urgencia de implementar reformas al marco jurídico aplicable, como mínimo a la LCF y su artículo 
49, que señala en su segundo párrafo que el registro de las aportaciones federales se hará como 
ingresos propios de los estados; es conveniente suprimir esta parte del artículo, ya que induce 
a confusión y no es necesario lo que indica, pues se trata de recursos que son transferidos a los 
gobiernos locales para atender necesidades dentro de su territorio; el precepto citado, en sus 
términos actuales, provoca la inadecuada comprensión del régimen de control de las transferencias 
federales. 

Así mismo, se deben establecer estímulos a las entidades que den cumplimiento puntual a 
la normativa de control y transparencia respecto de los recursos federales que reciben, y hagan y 
demuestren el uso eficiente de los mismos a través de los indicadores apropiados. La normativa 
que actualmente regula de manera más completa el control y registro del gasto federalizado es 
la LGCG, sin dejar considerar algunas disposiciones de la LFPRH, por lo que de realizarse diversos 
ajustes que son necesarios, sobre todo a la LCF, se podrá armonizar el marco jurídico y transitar 
hacia un sistema de fiscalización superior federalizado integral.

9	 Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, Gasto Federalizado en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación 2014, Aspectos Relevantes, http://www.cefp.gob.mx/publicaciones/nota/2013/septiembre/notacefp0722013.
pdf, Págs. 1 y 2.
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ABREVIATURAS UTILIZADAS

ASF: Auditoría Superior de la Federación

CONAC: Consejo Nacional de Armonización Contable 



EFSL: Entidades de Fiscalización Superior Locales de las entidades federativas 

FAEB: Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal

IRCP: Informe del Resultado de la Revisión y Fiscalización de la Cuenta Pública

LCF: Ley de Coordinación Fiscal

LF: Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación

LFPRH: Ley de Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria

LGCG: Ley General de Contabilidad Gubernamental

PEF: Presupuesto de Egresos de la Federación.
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